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PRESENTACIÓN

La exigencia permanente de la sociedad por una mejor aplicación de los 
recursos públicos, ha propiciado que la Auditoría Superior de la Federación 
empeñe su mayor esfuerzo para impulsar acciones que contribuyan al 
fortalecimiento de la transparencia y de la rendición de cuentas, así como 
al mejoramiento de los mecanismos que garanticen una eficaz fiscalización 
superior. Los certámenes nacionales sobre rendición de cuentas y fiscalización 
superior que hemos convocado de manera conjunta con otras instituciones, 
han contribuido de manera destacada con esos propósitos.

Los temas de transparencia, rendición de cuentas y fiscalización superior, 
son hoy en día, parte fundamental de las demandas de la sociedad mexicana, 
lo cual se demuestra por la cobertura y calidad de los trabajos presentados 
en el Noveno Certamen Nacional de Ensayo sobre Fiscalización Superior y 
Rendición de Cuentas.

En esta ocasión, el Jurado Calificador otorgó el primer lugar al ensayo 
titulado “Archivos y Rendición de Cuentas. Los Documentos como Probanza 
de la Administración Pública”, en el cual, su autora Lucero Eugenia Álvarez 
Castro, analiza la relación existente entre los documentos que se generan 
y los archivos que los resguardan, vinculado ello con la importancia de 
la transparencia y la rendición de cuentas en nuestra vida democrática. 
Adicionalmente, apunta que la generación, preservación y ordenamiento de 
la documentación, son fundamentales para el mejor ejercicio de las funciones 
de fiscalización superior y para sustentar, de mejor manera, el derecho al 
acceso a la información pública gubernamental.

El segundo lugar correspondió al trabajo titulado “La Rendición de Cuentas 
de los Fideicomisos Públicos”, cuyo autor Enrique Ávila Herrera, presenta 
la problemática de la rendición de cuentas de los fideicomisos públicos, 
señalando que su complejidad jurídica los mantiene entre el derecho público y 
el derecho privado, propiciando ello espacios de opacidad y discrecionalidad 
que obstaculizan la adecuada fiscalización de los recursos públicos que 
manejan. Por tal motivo, el autor se pronuncia por una normatividad única 
que regule la administración de estos instrumentos financieros.
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El ganador del tercer lugar fue el ensayo titulado “La Fiscalización Superior 
ante el caso de las Coberturas Petroleras. ¿Área de Oportunidad o una 
nueva Área de Opacidad y Riesgo?”, elaborado por Alberto Marcos Carrillo 
Armenta, en el cual se advierte la importancia política y económica del uso 
de los derivados financieros como instrumento de cobertura del ingreso fiscal 
por exportaciones de petróleo. Asimismo, advierte sobre las condiciones que 
propician la opacidad en el manejo de dichas coberturas, destacando las 
oportunidades de mejora que, mediante su adecuada aplicación, podrían 
generar para la administración pública.

El ensayo “Control Evaluatorio y Participación Ciudadana para una mejor 
Rendición de Cuentas: Análisis de la Evaluación de Metas por las Comisiones 
Ordinarias de la Cámara de Diputados”, fue distinguido con Mención 
Honorífica; sus autores, Alejandro López Chávez, Jazmín Salas Rivera y 
Luis Daniel Aguilar Cervantes, señalan que una de las funciones del Poder 
Legislativo es llevar a cabo un adecuado control evaluatorio de los programas 
federales, pronunciándose por el fortalecimiento de los mecanismos de 
control y de participación ciudadana en esta tarea legislativa.

El análisis y las opiniones vertidas en los ensayos referidos, constituyen 
una valiosa información que forma parte fundamental de la cultura de la 
transparencia, rendición de cuentas y fiscalización superior que se requiere 
seguir impulsando y construyendo en nuestro país. Nuestro más amplio 
reconocimiento a sus autores y a todos los participantes en este Noveno 
Certamen Nacional de Ensayo.

			      	         C.P.C. Arturo González de Aragón
				                 Auditor Superior de la Federación
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Archivos y Rendición de Cuentas. 
Los Documentos como Probanza

de la Administración Pública

Por Lucero Eugenia Álvarez Castro

“Bajo el sistema federativo, los funcionarios públicos no pueden dispo-
ner de las rentas sin responsabilidad; no pueden gobernar a impulsos 
de una voluntad caprichosa, sino con sujeción a las leyes. No pueden 
improvisar ni entregarse al ocio y a la disipación, sino consagrarse 
asiduamente al trabajo, disponiéndose a vivir en la honrosa medianía 
que proporciona la retribución que la ley señala…”

Benito Juárez García (1857)

Introducción

El presente ensayo pretende ser un panorama de reflexión en torno a 
la necesidad de consolidar la relación existente entre los documentos, los 
archivos que los resguardan, la transparencia, la rendición de cuentas y la 
vida democrática.

No se trata, en modo alguno, de abrumar a los lectores interesados en la 
fiscalización y rendición de cuentas con tecnicismos propios de la archivística, 
sino de compartir una mirada general que nos permita entender mejor  la 
manera en que los documentos están entrelazados con ambas funciones; 
relación que, aunque es obvia, no parece estar cabalmente comprendida en 
los meandros de la Administración Pública.

La rendición de cuentas tiene que ver, entre otras cosas, con tareas de 
monitoreo y vigilancia, e incluye la búsqueda de hechos y la generación 
de evidencias, éstas comúnmente plasmadas en documentos. En el mundo 
democrático, los actores sociales tienen presente las bondades del concepto 
y se han unido a la importante causa de la rendición pública de cuentas. 
Richard Sklar1 asevera que “la norma de la rendición de cuentas debe ser la 
más ampliamente practicada de todos los principios democráticos”.

1	 Democracy and Constitucionalism (1987), Londres: Lynne Rienner Publishers.
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La rendición de cuentas es la antítesis del poder monolítico. Mientras los 
gobiernos autoritarios establecen la cultura de la opacidad, las democracias 
deben ser transparentes. La rendición de cuentas en un asunto multifacético, 
en un cuerpo conceptual que alberga una multitud de términos afines como 
auditoría, vigilancia, fiscalización y penalización, unidos en la finalidad 
común de regular el ejercicio del poder.

Rendición de cuentas, legalidad y acceso a la información pública son 
partes de un todo. Su exigencia de información y justificación aspira a 
iluminar la llamada caja negra de la política. En México, particularmente, 
el establecimiento de prácticas e instituciones efectivas de rendición 
de cuentas constituye una de las primeras condiciones de la joven 
democracia que vivimos. El fin de la impunidad se ha convertido en un 
reclamo generalizado. 

Una buena parte de los esfuerzos por la “rendición de cuentas” de parte 
de gobiernos e instituciones públicas en México, se limitan a transparentar 
la gestión pública. Enarbolando la bandera de la rendición de cuentas 
se difunden metas y programas, estadísticas y declaraciones, trámites y 
regulaciones, gastos y organigramas, direcciones postales y electrónicas, y 
a veces un largo y, otras, un corto etcétera. Muchas veces la rendición de 
cuentas se agota en la producción de pilas enormes de documentos vacuos y 
tediosos; en un cúmulo de información no siempre relevante ni pertinente ni 
comprensible, puesta en el ámbito público. 

Las leyes de fiscalización y transparencia deben marcar un antes y un 
después en la historia política y administrativa del México contemporáneo, 
ya que obligan a las autoridades y a la ciudadanía a incluir como parte 
de su cultura el acceso a la información pública que permite vigilar la 
observancia de la legalidad, los motivos de la toma de decisiones, controlar 
el poder y evitar su corrupción. La existencia y aplicación de estas leyes son 
garantía de las demás libertades. La obligación de todo Estado democrático 
es dar a la ciudadanía acceso a la información que el propio Estado posee, 
tanto la que genera como la que recaba de los ciudadanos. Por ello, los 
archivos gubernamentales deben ser públicos, con las correspondientes 
regulaciones de ley.
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ARCHIVOS Y RENDICIÓN DE CUENTAS

El manejo de información hace posible la capacidad de decidir, de planear, 
de fiscalizar, de juzgar. Los documentos bien conservados y debidamente 
organizados constituyen el sustento de la administración, el reflejo de una 
institución en sus diversos aspectos: orgánico, funcional, normativo, fiscal, etc. 
Los archivos son centros de información; de su buena administración depende 
la eficacia de las instituciones. La vigencia de nuestros archivos influye en el 
desarrollo económico al garantizar con su buen funcionamiento que se evite 
el mal uso de los recursos, tanto por duplicidad de acciones, como por la falta 
de continuidad en los programas o por malos manejos de los mismos. En este 
sentido, la transparencia de los archivos constituye la mejor garantía de una 
administración íntegra y honesta y, por ende, de una democracia plena, en la 
cual los ciudadanos pueden constatar en sus acervos públicos las razones de los 
actos de gobierno. La generación racional, la preservación y el ordenamiento 
de la documentación son fundamentales para la fiscalización y la rendición de 
cuentas y para ejercer el derecho a la información.

A cada acto administrativo corresponde un documento. Por supuesto, no 
todos serán sustento del manejo de los recursos públicos, aunque todos 
reflejarán las acciones institucionales y su pertinencia y eficacia, en este 
último caso, fungiendo como probanza en las auditorías de desempeño, 
por ejemplo. El carácter probatorio que en determinada etapa de su ciclo 
vital tienen los documentos resulta incuestionable, por lo tanto, los archivos 
son parte legítima y necesaria de la Administración Pública, ya sea federal, 
estatal o municipal.

Existe un gran desconocimiento sobre la responsabilidad legal y moral que 
implica la administración de documentos. En los tres órdenes de gobierno 
se ha considerado a los archivos como bodegas llenas de papeles inútiles, 
sin importar que contengan información fundamental para el desempeño 
cotidiano de sus actividades. La rendición de cuentas y la Historia requieren 
de fuentes confiables; los archivos son de la mayor importancia para conocer 
las motivaciones del poder y para valorar el desempeño de sus titulares. Sin 
archivos que funcionen conforme a un marco normativo claro y preciso, la 
transparencia será relativa y la documentación podrá seguir siendo utilizada 
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como instrumento circunstancial de la política, no de la ética ni de la Historia. 
Lo importante es asegurar los intereses de una nación, no la notoriedad de 
un gobierno en un momento político determinado.

  

LA INFORMACIÓN

Información es un término común a los conceptos de transparencia y 
rendición de cuentas. Informar, según su uso habitual es advertir, instruir. 
Etimológicamente significa “poner en forma”. Según R.W. Hartley,2 “informar 
es transmitir un mensaje que permite al receptor construir una forma sobre el 
conjunto de signos que se le proporcionan”. En este sentido puede decirse que 
la documentación es un vehículo de la información; que la archivística recoge 
y trata para poder transmitirla y la ordena preparándola para ser utilizada. 

Por su carácter de novedad, de originalidad, y por lo habitual de sus 
procedimientos de transmisión, la información influye en quien la percibe, 
la integra o la rechaza, orientando y condicionando la acción. Para quien la 
posee, la información es un medio de influencia, de manipulación y, muchas 
veces, instrumento de poder.

 

EL DOCUMENTO

La antropología propone una trayectoria que parte del homo sapiens, pasa 
por el homo videns y se aboca al homo digitalis. Frente a las limitaciones 
antropológicas que este último paradigma impone, se asume y propone 
la antropología del “hombre documental”, del homo documentalis, un 
ciudadano intelectual capaz de crear y consumir responsablemente ciencia y 
cultura. Es el hombre documentado, documentalista de sí mismo. Quizá bajo 
su influencia, se ha intentado pensar sobre la base de la realidad tecnológica-
digital de nuestros días acerca de la propia naturaleza del documento —
nuestro permanente protagonista— en relación con el hombre y cómo este 
hombre sometido a su gran creación instrumental —el documento— cambia 
sus modos y hábitos de vida cotidiana y científica paralelamente al desarrollo 

2 	 Nuria Amat Noguera (1979), Técnicas documentales y fuentes de información. Barcelona: Bibliograf.
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del propio documento, y lo convierte en nuevas acepciones para la especie 
humana. El documento es, además, un instrumento de mediación social.

El término documento tiene hoy un significado amplio. Su significado 
etimológico proviene del verbo latino docere, que significa enseñar, mostrar, 
ejemplificar. Así, documento es aquello por medio de lo que se enseña o se 
muestra algo. Para las ciencias de la información, documento es “el soporte 
tangible que transporta una idea y cuyo carácter es probatorio o informativo 
y que, además, tiene un componente histórico”. Para otros, documento es 
“Toda base de conocimiento expresada en un soporte material y susceptible 
de ser utilizado para consultas, estudios o pruebas”.3

El italiano Cesare Paoli,4 dice que el documento “Es un testimonio escrito de 
un hecho de naturaleza jurídica, que observa ciertas formas determinadas, 
las cuales son destinadas a procurarle fe y a darle fuerza de prueba”. Las 
fuentes escritas son en las que se sustenta la prueba jurídica de un hecho 
que, además, puede admitir la extensión del término a los escritos de índole 
administrativa e histórica, ámbitos propios de la función pública.

El documento de archivo

La archivística entiende al documento como un producto que nace de una 
acción administrativa con una función específica: ser el testimonio con el que 
se demuestran las acciones administrativas de un organismo. El documento 
se recibe o se expide en una institución, en una dependencia, y refleja 
las acciones y objetivos de la misma. Los documentos se conservan como 
testimonio, prueba y continuidad de la gestión administrativa. La precisión 
del concepto documento de archivo, está en descubrir su alma orgánica, 
su vínculo con otros que pertenecen a un mismo expediente, a una serie, a 
un fondo. Todas las acciones de la Administración Pública producen o son 
producto de un documento, por medio del cual se transmite la información 
generada en el manejo de los asuntos oficiales.5

3  Jorge Nacif Mina, Ramón Aguilera Murguía (2002), Valoración de Archivos. México: Archivo General de 
la Nación.

4 	 Cesare Paoli (1942), Diplomática. Firenze: Buscapé.
5  Norma Internacional de Descripción Archivística ISAD (G) (1997), México: Archivo General de la Nación.
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 Reyes Pastrana6 sostiene que para que un documento sea tal, debe 
cumplir con tres requisitos: originalidad, fiabilidad y manejo accesible, 
además de estar respaldado por los signos de validación correspondientes: 
firma autógrafa, sellos y aviso de recibo (en su caso). Los documentos y 
la información que contienen precisan deslizarse a través de los canales 
construidos por la archivística para el acceso a los mismos.

El documento electrónico

La aplicación de las nuevas tecnologías de la información en el manejo 
documental, debe hacer énfasis en la regulación de los documentos 
electrónicos, identificando sus avances y tendencias en tres áreas esenciales 
para su administración: la tecnológica, la institucional y la jurídica. Muchos 
de los procesos administrativos institucionales están cambiando los tipos de 
documentos que se crean, y las relaciones entre los documentos electrónicos 
y los documentos en soportes tradicionales. Las disposiciones legales en 
torno a los documentos electrónicos deben contemplar algunos aspectos 
particularmente problemáticos como son, entre otros:

•	 La definición jurídica de un documento, especialmente cuando no 
incluye a los documentos electrónicos.

•	 Leyes que no reconocen a los documentos electrónicos como 
evidencia legítima en procesos legales.

•	 Leyes que limitan a los archivos a la conservación de documentos.

•	 Leyes y políticas que imponen largos periodos de espera antes de 
que los archivos puedan valorar los documentos, o que influyen en 
su disposición final.

•	 Leyes que norman la protección de diseños personales y el acceso 
a los documentos.

6  Jorge Reyes Pastrana (1991), Conceptualización y tipología del documento. En: Revista del SED no. 2.
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•	 Prohibición de acceso a documentos “secretos”.

•	 Disposiciones que no toman en cuenta el corto tiempo de vida de 
los soportes electrónicos.7

Aunque actualmente la calidad del papel es inferior al producido en 
épocas pasadas, la vida de los documentos electrónicos es, todavía, mucho 
menor que la del papel. Las compañías de cómputo siguen elaborando 
insumos perecederos, de ahí la necesidad de seguir utilizando el papel, que 
sigue siendo hasta nuestros días, el “soporte rey”. Las normas de valoración 
aplicadas a los documentos en soporte papel, son igualmente válidas 
para los documentos electrónicos. En tanto no se asegure que los archivos 
electrónicos durante todo su ciclo vital tengan una permanencia similar a la 
de los documentos en soporte papel, éstos se tendrán que seguir produciendo. 
De lo contrario, poco o nada quedará como constancia del desempeño de las 
instituciones o de las personas.

LOS ARCHIVOS EN EL TIEMPO 

Desde los depósitos documentales egipcios del Tel-el-Amarna, del Archeion 
griego o el Tabullarium romano hasta los discos compactos, los soportes que 
contienen información han sido reservorios culturales de los pueblos, fuente 
para la defensa de sus derechos y fundamento de su juridicidad y venero de 
investigaciones históricas.

 Es a partir del siglo XIX cuando los archivos empezaron a abrirse para su 
consulta. En México, el hoy Archivo General de la Nación (AGN) fue creado 
a partir de la Secretaría de Cámara del Virreinato; el segundo virrey de 
Revillagigedo, se preocupó por su organización. Un destacado pasaje de 
nuestra historia lo constituye el Archivo de la Nación que viajó en carretas 
acompañando la presidencia itinerante de don Benito Juárez García (1858).  
Entre las primeras iniciativas para legislar en materia de archivos se 

7  Guía para la administración de documentos electrónicos desde una perspectiva archivística (1999). Tr. 
Ramón Aguilera Murguía. México: Archivo General de la Nación. Cuadernos del archivista no. 5.
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encuentra la de José María Lafragua (1813-1875) quien, consciente de la 
importancia de preservar la memoria documental, promovió la concentración 
de documentos en el Archivo General y Público de México, mediante un 
reglamento que estuvo vigente de 1846 a 1913.

Hasta el año 1949, aproximadamente, los archivos tuvieron dentro de la 
Administración Pública un alto nivel institucional y jurídico, y una reconocida 
capacidad técnica y operativa en su condición de generadores y proveedores 
de servicios esenciales para los órganos de gobierno. Hace sesenta años, 
el país y su Administración Pública empezaron a cambiar y, al faltar una 
planeación integral de este cambio, los archivos se sumergieron en un letargo 
que les impidió adaptarse a las nuevas condiciones que se presentaron en 
cada una de las dependencias y entidades públicas. Poco a poco, los archivos 
fueron saturándose de papeles hasta convertirse en bodegas, donde a falta 
de presupuestos adecuados, personal capacitado, técnicas archivísticas y 
normativas para su funcionamiento, se frenó su desarrollo y se propiciaron 
las áreas de resguardo de documentos conocidos como “archivos muertos”.

En 1976, como parte del Programa de Reforma Administrativa del Poder 
Ejecutivo Federal, la Coordinación General de Estudios Administrativos de 
la Presidencia de la República y el AGN, de la Secretaría de Gobernación, 
plantearon la necesidad de mejorar el funcionamiento de los archivos de 
las diversas instituciones gubernamentales con el objetivo de convertirlos 
en órganos eficaces para coadyuvar al cumplimiento de las atribuciones 
asignadas a cada una de ellas. Para tal fin, se diseñó el Sistema Red de 
Archivos del Gobierno Federal, pero no se estableció la obligatoriedad de 
brindar un servicio de consulta de la documentación administrativa activa.

Desde 1977, México incorporó a su artículo 6º Constitucional la obligación 
del Estado de garantizar el derecho a la información. Sin embargo, el poder 
legislativo omitió casi treinta años legislar sobre la forma en que el Estado 
debía garantizar este derecho humano de tercera generación. Nunca se 
elaboró la ley reglamentaria correspondiente, por lo cual el manejo de la 
documentación generada en las instituciones de los tres órdenes de gobierno 
quedó al arbitrio de la autoridad en turno.
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En el sexenio en que Ernesto Zedillo Ponce de León fue presidente de 
México (1994-2000), se presentó ante las autoridades correspondientes, la 
necesidad imperativa de garantizar mediante un marco jurídico adecuado la 
preservación y acceso de los archivos públicos. La propuesta sobre una Ley 
Nacional de Archivos quedó pendiente por no considerarse políticamente 
oportuna, y por requerir una reforma constitucional.

En 2001, la Secretaría de Gobernación, a través del Instituto Nacional de 
Estudios Históricos de la Revolución Mexicana (INEHRM), organizó un foro 
de revisión de la Constitución donde volvió a presentarse la propuesta de 
Ley Nacional de Archivos, en la que se expuso la necesidad de contar con un 
órgano autónomo del Estado para concentrar la documentación histórica y 
emitir las normas archivísticas necesarias para la organización de archivos 
administrativos e históricos. No hubo resultados. 

En las mesas para la Reforma del Estado, que coordinó Porfirio Muñoz 
Ledo en 2002, se presentó también una propuesta de Ley Nacional de 
Archivos, indispensable para ejercer el Derecho a la Información y para 
sustentar jurídicamente un sistema nacional de archivos. Dicha propuesta fue 
incorporada en las conclusiones que se entregaron al Jefe del Ejecutivo. La meta 
de los trabajos era convertir al cambio político en una transición democrática, 
mediante la reforma de los órganos del poder; por ello se consideró esencial 
garantizar la preservación y el acceso a la información del Estado, para lo cual 
es indispensable la adecuada organización de sus archivos.

Enrique Ampudia, detalla la problemática que se ha constituido en un 
desequilibrio serio de la archivística y de la Administración Pública, y que 
persiste hasta nuestros días.8

MARCO LEGAL DE LOS ARCHIVOS 

En esta materia el Estado tiene una responsabilidad especial que ha sido 
insuficientemente plasmada en el derecho vigente.

8 	 José Enrique Ampudia  Mello (1988), Institucionalidad y gobierno: un ensayo sobre la dimensión archivística 
de la Administración Pública, México: Archivo General de la Nación.
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En México, como en otros países, existe un número importante de 
disposiciones generales o particulares, con contenidos y objetivos distintos, 
incluso contradictorios, que conforman el régimen jurídico de la información. 
Se han expedido en el curso de los años, para responder a los más diversos 
intereses y con concepciones distintas sobre su objetivo y alcance.9

En la legislación mexicana, con excepción de la reforma al artículo 6º 
constitucional, publicada el 20 de julio de 2007, que se cita más adelante, 
no existe un ordenamiento general que señale la integración de archivos 
públicos cuya misión sea la conservación y consulta de los documentos 
públicos. En el ámbito federal existen, entre otras:

•	 Código Penal Federal (14/08/1931)  Artículo 214. fracción IV. 
Artículo 381. fracción XIV.

•	 Código Federal de Procedimientos Penales (DOF 30/08/1934).      
Artículo 380.

•	 Reglamento del Archivo General de la Nación DOF (3/04/1946). 
Artículos 6 y 30 (adicionado el 28 de agosto de 1998).

•	 Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicas, Artísticos e 
Históricos. (DOF 6/05/1972) Artículo 36, fracciones II, III, IV.

•	 Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. (DOF 
29/12/1976) Artículos 20 y 37 (DOF 13/03/2002), fracción XXV.

•	 Acuerdo por el que se dispone que el Archivo General de la 
Nación, será la entidad central y de consulta del Ejecutivo Federal 
en el manejo de los archivos administrativos e históricos de la 
Administración Pública Federal. (DOF14/07/1980).

•	 La Ley General de Bienes Nacionales. (08/01/ 1982)  Artículo 2.  
fracciones VI y IX.

9 	 Derecho a la información: información básica (2003), revisada y actualizada por Miguel Carbonell. 
México: Porrúa.
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•	 Decreto por el que los titulares de las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal y servidores públicos... 
(DOF02/09/1988).  Artículos 1 y 6.

•	 Decreto por el cual se crea la sección de Archivos Presidenciales 
del Archivo General de la Nación (DOF 26/09/1988).

•	 Acuerdos presidenciales. Sustento de las atribuciones de la Dirección 
General de Administración de la Presidencia de la República (DOF 
31/01/1983, DOF 05/06/1992 y DOF 19/12/1997).

•	 Acuerdo por el que se establecen los lineamientos a que se sujetará 
la guarda, custodia y plazo de conservación del archivo contable 
gubernamental (DOF 25/08/1998).

•	 Ley de Fiscalización Superior de la Federación (DOF 29/12/2000).  
Artículos 12 y 74.

•	 Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental (DOF 11/06/2002) Artículo 32.

•	 Lineamientos para la apertura de los archivos, expedientes que 
fueron transferidos al Archivo General de la Nación… (DOF 
18/06/2002).

•	 Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (DOF 
11/06/2002). Artículo 8, fracción V.

•	 Lineamientos generales para la organización y conservación de los 
Archivos de las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal (DOF 20/02/2004).

•	 Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo con siete 
fracciones al artículo 6º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. (DOF 20/2007).
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•	 Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación (DOF 
29/05/2009) Artículos 10, 11, 15, 89 y 92. 

Por otra parte, El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012,10 en el objetivo 5.4 
del apartado titulado Promover y garantizar la transparencia y la rendición 
de cuentas, el acceso a la información y la protección de datos personales 
dice: Desarrollar las disposiciones legales y los procedimientos que regulen 
la adecuada organización y conservación de los archivos gubernamentales.

Comentarios de la base legal

Desde el punto de vista archivístico, el resultado del artículo 32 de esta 
Ley son Los Lineamientos generales para la organización y conservación de 
los Archivos de las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal (APF), elaborado en coautoría por el AGN y el Instituto Federal de 
Acceso a la Información (IFAI). Este es el primer contacto legal de los archivos 
con la transparencia y acceso a la información pública, y representa el reto 
inicial para los responsables de su funcionamiento en las dependencias y 
entidades de la APF.

El plazo señalado por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información (LFTAIPG), para el cumplimiento de las disposiciones relacionadas 
a la organización de los archivos gubernamentales fue el 1 de enero de 2005. 
En el año 2009, un porcentaje considerable de instituciones públicas no han 
cumplido con la organización de sus archivos. El acceso a la información 
sólo se logrará si está sustentado en un sistema archivístico apoyado en los 
lineamientos, que son una guía oficial para el sistema archivístico, ya que 
establecen la conformación de los de archivos de trámite, concentración e 
histórico, así como sus funciones básicas, y señalan la elaboración de los 
instrumentos de control y consulta necesarios.

En cuanto a Los Lineamientos para la apertura de los archivos, 
expedientes que fueron transferidos al Archivo General de la Nación… de 
2002, la Secretaría de Gobernación transfirió la documentación del Centro 
de Investigación y Seguridad Nacional (CISEN), al AGN, su propio órgano 

10 	Presidencia de la República (2007), Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012. México.
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desconcentrado. La Secretaría de la Defensa Nacional (SEDENA), que no 
había transferido ninguna documentación al AGN desde 1932, envío la 
suya propia, correspondiente de 1965 a 1985. No obstante la importancia 
que reviste el hecho de que ambas secretarías hayan abierto sus archivos 
“secretos”, se trató de un acto discrecional, no de una obligación jurídica. 

Ante los arraigados escenarios que privilegian la cultura de la opacidad, el 
24 de abril de 2007 fue aprobado por el Senado de la República el dictamen 
de la Cámara de Diputados que reforma el artículo 6º Constitucional en 
materia de acceso a la información pública.  Esta reforma, sin duda, es un 
gran avance para la consolidación de tan importante aspiración, ya que eleva 
a rango constitucional el acceso a la información pública, y obliga bajo la 
lógica del pacto federal y la jerarquía de leyes de la República, a homologar 
los textos sobre la materia en las entidades federativas, pero, sobre todo, 
disminuye la distancia entre la norma jurídica y la opacidad cultural. 

De acuerdo con López Ayllón,11 constitucionalizar un derecho, una 
institución, una política, consiste simple y llanamente en incorporarlo al 
texto constitucional. En este caso, resulta necesario para proteger una norma 
superior, blindarla ante la interpretación, los cacicazgos políticos y la falta de 
voluntad del servidor público, y para hacer posible que en lo que respecta al 
derecho a la información, los mexicanos tengan, al menos, certeza jurídica.

Un buen número de los estados de la República cuentan con un marco 
jurídico en la materia de archivos; la mayoría de ellos hacen referencia a 
un sistema estatal de archivos que debe estar coordinado por el AGN. Dicho 
sistema no funciona hasta la fecha por falta de un soporte jurídico y de 
voluntad política. Paradójicamente, hay algunos municipios que cuentan 
con legislación al respecto, en estados que no tienen ningún marco jurídico 
en materia de documentación de archivos públicos. Por otra parte, en 
nuestro país existen casos en que alguno de estos ordenamientos establece 
la obligación de transparencia de algunos documentos relevantes, mientras 
otro los clasifica como “reservados”.

11 	Sergio López Ayllón (2006), Democracia, transparencia y Constitución, propuestas para un debate necesario. 
México: UNAM, IFAI.
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Es torno al marco jurídico, es necesario destacar también, que no todo en 
el horizonte son nubarrones. Si con intención comparativa leemos lo que, 
referente a documentación y archivos, está contenido en las disposiciones 
legales más recientes para la fiscalización y la rendición de cuentas, podemos 
afirmar que se han logrado importantes avances registrados en los artículos 
y fracciones contenidos en ambas leyes sobre el tema que nos ocupa:

Ley de Fiscalización Superior de la Federación (DOF 29/12/2000) Artículos 
12 y 74.

 Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación (29/05/2009) 
Artículos 10, 11 y 15, fracción II. 

Acotaciones

En torno a las leyes antes mencionadas, las anotaciones técnicas archivísticas 
que se apuntan más adelante, señalan las razones por las cuales, en ningún 
caso, puede ordenarse la destrucción  indiscriminada de documentos, sea 
cual fuere su tipo, sin someterlos previamente a una valoración documental 
y señalan algunas de las razones por las que una baja documental no puede 
basarse tampoco en criterios estrictamente cronológicos (5, 10, 30 años). En 
lo relacionado a la conservación de información, es necesario no perder de 
vista el corto tiempo de vida de los soportes electrónicos usados hoy día. A 
la fecha, la microfilmación sigue siendo la opción más viable de reprografía 
documental para su conservación debido a su durabilidad.  La reproducción 
masiva no es recomendable en ningún caso, debido a las inversiones inútiles 
de tiempo, y  recursos humanos, materiales y financieros. 

PROBLEMÁTICA ARCHIVÍSTICA ACTUAL

Para emprender una evaluación de la problemática que los archivos mexicanos 
de la Administración Pública enfrentan en su tarea, es necesario no perder de 
vista que todas las acciones de la Administración Pública producen o son producto 
de un documento,  y que éstos deben ser conservados en un archivo público. Al 
parecer, ni a la Administración Pública ni a sus estudiosos les ha interesado en 
lo más mínimo la problemática que tienen que enfrentar los archivistas para 
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garantizar el derecho a la información en los archivos públicos: ineficiencia, 
estancamiento y marginalidad caracterizan a estos acervos que prestan poco 
servicio a las dependencias que los generan y a la sociedad.

Aspectos legales

La falta de archivos, la ausencia de normatividad que los regule y, en su 
caso la falta de aplicación de la existente, dan lugar a la “declaratoria de 
inexistencia de documentos” punto débil del acceso a la información. Un 
estudio de 2007,12 dice que 50 por ciento de las solicitudes de información 
tienen como respuesta la “inexistencia de datos”. El 19 de mayo de 2008, el 
IFAI, presentó formalmente el Diagnóstico sobre la situación archivística de las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal 2007.13 Dicho 
instrumento reflejó, entre otros muchos aspectos, la brecha que existe entre la 
normatividad establecida en los Lineamientos Generales para la Conservación 
de los Archivos de las Dependencias y Entidades de la Administración Pública 
Federal, y el cumplimiento real de dichas disposiciones.

Otro informe del IFAI sobre la situación de los archivos dado a conocer en 
mayo de 2009, dice que sólo es atendido el 50 por ciento de las solicitudes de 
información. En muchos casos, se aduce la misma declaratoria “no existencia 
de información”, la cual, sin duda, en un número considerable de casos se 
debe a archivos desorganizados.

Actualmente, en la mayoría de las instituciones públicas gubernamentales 
no se ha logrado aún el levantamiento de la tipología documental que las 
mismas generan, imposibilitando así la formación de las series documentales 
y de los instrumentos de control y consulta que incorpora el artículo 32 de la 
LTAIPG: Cuadro General de Clasificación Archivística, Catálogo de Disposición 
Documental, Inventarios y la Guía simple de archivos, y que es un esquema 
general de descripción de las series documentales. En el mejor de los casos, 
muchas dependencias gubernamentales federales, estatales y municipales 
exhiben guías simples ficticias, hechas conceptualmente sobre modelos ajenos. 

12 	Elizabeth Velasco C. (2007), Transparencia no garantiza acceso a la información. En: La Jornada, martes 11 
de septiembre de 2007. México.

13 	www.ifai.gob.mx
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Es tarea pendiente y urgente de las diversas unidades administrativas que, 
en el ámbito de su competencia, señalen las vigencias y caducidades de los 
tipos documentales generados y recibidos en el ejercicio de sus atribuciones, 
para que pueda aplicarse la archivística que permita la elaboración de los 
instrumentos de control y consulta documental, antes señalados.

También, deben precisarse claramente, cuáles son los casos en que 
por seguridad nacional y privacidad de las personas, deban mantenerse 
documentos en reserva, para que esto no se preste a manipulaciones políticas 
que coarten la transparencia y, por lo tanto, la rendición de cuentas. 

En la teoría, algunos de estos casos de “no existencia de información” 
podrían considerarse como “fraude de ley”. El descuido documental va de 
la mano de la opacidad, de la corrupción, de la simulación y, en lugar de 
contribuir a la rendición de cuentas, la obstaculiza.

Algunos Paradigmas que se deban romper

Los titulares de las instituciones públicas y los archivistas deben abandonar 
la idea tan arraigada que dominó muchos años la escena archivística como 
regla no escrita que dice que los archivos de la Administración Pública sólo 
pueden consultarse por las áreas que generaron la documentación y/o por 
órdenes superiores, y por nadie más. 

Otra práctica común que lesiona la integridad de los archivos es la falta 
de equilibrio entre los cuidados que se le brindan a la documentación 
administrativa y a la histórica. Los documentos son igualmente importantes 
al margen de su antigüedad. Los documentos administrativos de hoy serán 
la memoria histórica de mañana.

El enfoque sistémico

No se contempla a los archivos desde un enfoque sistémico e integral. 
Para que un sistema archivístico funcione es necesario que las dependencias 
y entidades, así como sus delegaciones o equivalentes, determinen el 
número de áreas de control de gestión necesarias para recibir y distribuir la 
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documentación de entrada; registrar, controlar y despachar la documentación 
de entrada y salida. Es aquí donde se inicia la construcción archivística, ya 
que es el vínculo que remite la documentación a los archivos de trámite 
para ser integrados a sus respectivos expedientes, respetando la clasificación 
archivística oficial.

Si se pretende regularizar, armonizar y articular el ciclo de vida de los 
documentos, es preciso aplicar una reingeniería archivística con el objetivo de 
identificar los problemas desde la creación de los documentos en los diversos 
trámites internos y externos de la institución hasta su destino final, para 
lo que se requiere que las dependencias y entidades cuenten con un área 
administrativa que, dedicada de tiempo completo a los archivos, se convierta 
en la cabeza de su sistema archivístico y al mismo tiempo que estructure la 
organización documental, apoye a los comités de información creados por 
las leyes de transparencia y acceso a la información en la elaboración de 
criterios específicos en la materia. 

Recursos humanos

Es necesario establecer en las áreas administrativas que corresponda en los 
tres órdenes de gobierno, capacitación para el personal directivo y operativo 
que labora en los archivos, con el objetivo de adiestrarlo en el conocimiento 
y aplicación adecuada de la metodología archivística, la legislación en la 
materia, y en el uso de las nuevas tecnologías informáticas.

Espacios físicos

La falta de interés, estudio y aplicación de la normatividad archivística, 
somete a la información soportada en los documentos de archivo a paquetes 
atados y cajas guardadas en galerones con techumbre de lámina, en cajones 
de estacionamiento o en sótanos insalubres y cuartos de azotea de inmuebles 
gubernamentales, esperando ser destruidos sin revisar su contenido o a 
que den cuenta de ellos las malas condiciones que provocan la humedad 
o el calor excesivo. Es indispensable dotar a los archivos de espacios físicos 
dignos y adecuados para su organización y funcionamiento.
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La accesibilidad a los documentos de archivo

El principio jurídico de acceso a los documentos de la Administración 
Pública es de reciente factura en México. Sobre el tema de accesibilidad 
a los documentos, sigue siendo importante la consulta del análisis general 
elaborado por  la UNESCO, publicado en 1983.14

Considerando que los documentos producidos por el Estado pertenecen a 
todos los integrantes de una nación, se exige que sean de acceso público. 
No ocurre así en un porcentaje significativo de casos, pues buena parte de la 
documentación se excluye del conocimiento público de varias maneras: no 
cuidando su transferencia oportuna a los archivos públicos; clasificándola 
como “secreta”, reservada, confidencial o cualquier otra denominación 
excluyente, incluso no contemplada en la ley o, simplemente, ocultándola 
o eliminándola.

Un ejemplo es la solicitud de información que el Centro de Investigación y 
Docencia Económica (CIDE), cursó en 2009 al gobierno federal, a través de la 
Secretaría de Desarrollo Social, sobre la aplicación de los recursos del Ramo 33 
transferidos a los estados durante la década 1998-2008. El gobierno federal 
contestó que no posee esa información, pero que la solicitaría a las entidades 
federativas. Caso insólito que refleja un grave vacío de información, que 
denota la recurrencia de la declaración “inexistencia de la información”. 

Las restricciones impuestas al acceso a los documentos que, en algunas 
ocasiones, contra la ley, imponen personas con capacidad de decisión y con 
autoridad, responden a varias motivaciones:

a) Asegurar que ciertos documentos no sean accesibles en tanto puedan 
representar riesgos para las personas, las instituciones o las funciones que 
realizan, puesto que el conocimiento prematuro de su contenido puede 
generar obstáculos en el desarrollo normal de ciertas actividades o amenazar 
la integridad de las personas. Esta reserva documental está contemplada y 
desarrollada ampliamente en las leyes de acceso a la información federal 

14	Michel Duchein (1983), Los obstáculos que se oponen al acceso, a la utilización y a la transferencia de la 
información conservada en los archivos: un estudio del RAMP. París: UNESCO.
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y en las estatales. Sin embargo, los organismos técnicos de supervisión 
deben vigilar estrechamente que su clasificación de reserva esté plenamente 
justificada y apegada a derecho, pues la poca cultura de información que 
existe entre los mexicanos da lugar a clasificaciones y tiempos de reserva 
documental arbitrarias. 

b) Encubrir actos dolosos cuyo efecto se extiende hacia los documentos 
que puedan dar indicios sobre los actos mismos, separando los documentos 
bajo distintas etiquetas de exclusión. Suele suceder que, justamente donde 
campea la corrupción, el celo con la documentación sea mayor.

c) Encubrir administraciones irresponsables, negligentes o arbitrarias. 
Justamente para no mostrar los errores o las ineptitudes se prefiere que los 
documentos no sean de conocimiento público, por cuanto puedan generar 
críticas y aun sanciones.

 
Un sistema político enturbiado por restricciones al acceso y a la consulta de 

sus fuentes documentales, no ofrece garantías ni confianza a sus ciudadanos. 
Por estas razones, la Comunidad Europea se esfuerza en lograr la unidad sobre 
la base de la transparencia de sus actos permitiendo “el acceso a los trabajos 
del Consejo, la información sobre el papel del Consejo y sus decisiones, y 
la simplificación y la facilitación del acceso a la legislación comunitaria”,15 
como se acordó en el Consejo de Edimburgo de diciembre de 1992.  

Habrá que insistir en que la democracia, para erguirse como tal y 
mantenerse de pie, tendrá que ser transparente y tendrá que transitar por el 
camino del libre acceso a las fuentes de información documental, permitiendo 
a los ciudadanos como tales— y como coadyuvantes en la vigilancia de la 
rendición de cuentas— consultar toda documentación y fiscalizar los actos 
de los políticos y de los funcionarios. Por lo demás, la rendición de cuentas es 
mucho más que vigilar el manejo honrado de los recursos financieros.

En resumen, la problemática actual de los archivos en México puede 
resumirse en la falta de aplicación de la legislación existente, pese a que desde 

15	Ángel Boixareau Carrera (1993), El refuerzo del principio de la transparencia de las actividades 
comunitarias. En revista CIDOB d’afers internacionals. Barcelona.
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2007 es ya un ordenamiento constitucional. Sin vigilancia en la aplicación de 
las leyes en la materia, seguiremos teniendo “archivos muertos”. Continuará 
la destrucción de documentos importantes, permanecerán los documentos 
efímeros, y se seguirá enviando a los servidores públicos a los archivos, 
considerándolos como lugares de castigo.

Las funciones actuales de los archivos no deben limitarse al servicio 
de consulta de documentos históricos resguardados en los acervos; sus 
obligaciones abarcan un panorama mucho más amplio: conservación de 
los testimonios, descripción de los documentos, difusión de los fondos, etc. 
Los archivos no son asunto exclusivo de archivistas e historiadores. Los 
funcionarios públicos deben tener plena conciencia de su papel de custodios 
de los documentos de los ciudadanos.

BREVES ANOTACIONES ARCHIVÍSTICAS

Ante el reclamo social inaplazable de la rendición de cuentas y la 
transparencia gubernamentales, es necesario contar con los instrumentos 
archivísticos que reflejen las funciones y atribuciones de cada institución, 
reflejadas en sus documentos. 

Un análisis del proceso de generación de documentos en la gestión 
administrativa y el flujo de papeles que van de un lado a otro por todas 
las oficinas confirmaría que, efectivamente, existe una elaboración caótica 
de documentos, lo que a la postre crea duplicidad de funciones, saturación 
de almacenamiento, ineficiencia y gastos inútiles. Ante la problemática 
que plantea la organización de archivos, resulta urgente establecer una 
planeación archivística a partir de que los documentos se generan y a través 
de su ciclo vital.

El éxito en la administración de documentos tiene que ver con lograr 
conservar separadamente los documentos de acuerdo con la etapa de 
su ciclo vital, lo cual permite desterrar la idea de que los archivos son 
una masa amorfa de papeles sin utilidad. La teoría de las tres edades 
de los documentos, surge con la idea de que los documentos tienen vida 
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propia y que su edad está de acuerdo a su función. Así, surgió la siguiente 
clasificación vital de los documentos:

a)	 Fase activa. Documentos de circulación frecuente, trámite o gestión. 
Archivo de trámite.

b)	 Fase semiactiva. Documentos de uso esporádico en cuanto a su 
gestión. Archivo de concentración.

c)	 Fase inactiva. Documentos sin circulación administrativa o 
gestoría, con funciones netamente culturales. Archivo histórico 
o destino final.

Valoración documental

En el centro de la técnica archivística está la valoración documental, que 
es una práctica efectuada desde las primeras civilizaciones, como permiten 
afirmar los archivos mesopotámicos, por ejemplo. La valoración no se trata 
solamente de un proceso para separar “lo que se va y lo que se queda”, 
sino de un análisis del documento que permita vislumbrar el efecto que 
pudo tener en el pasado, el que tiene en el presente y el que adquirirá en el 
futuro. La valoración documental está en función de la utilidad que tienen los 
documentos activos y semiactivos para los propósitos de un organismo. 

Aunque la documentación contable no ofrece mayores problemas de 
valoración y sus plazos de vigencia y conservación están fijados en la Ley 
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación (2009) y en otras 
disposiciones legales, conviene tener en cuenta la premisa que dice que el 
valor de un documento de archivo se lo otorga su pertenencia a un contexto 
documental. La valoración de documentos se corresponde con cada una de 
las etapas de su ciclo vital. Existen dos clases de valoración de documentos: 
primaria y secundaria. 

Valoración primaria

La valoración primaria atiende al carácter administrativo de los documentos 
en tanto sirven a la realización de las funciones operativas propias del 
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organismo que los genera y las relacionadas con los destinatarios de un 
determinado trámite. El valor administrativo existe mientras su contenido 
sea de utilidad inmediata para el organismo, y pueda fungir también como 
fundamento de derechos y obligaciones de un organismo y de un usuario, de 
gobernantes y gobernados. 

En esta valoración debe considerarse el aspecto legal de los documentos 
y es muy importante tomar en cuenta el aspecto fiscal o contable marcado 
por los reglamentos o normas que deben ser atendidas para la vigencia, 
la retención o guarda precautoria de los documentos y para su disposición 
final. En el caso del archivo contable gubernamental se distinguen dos clases 
de documentos: los justificativos y los comprobatorios. Los primeros son los 
documentos legales que determinan las obligaciones y derechos del organismo 
y le permiten demostrar el cumplimiento de los ordenamientos jurídicos o 
normativos aplicables a cada operación. Los documentos comprobatorios 
son los originales que generan y amparan registros en la contabilidad del 
organismo, demuestran que éste recibió o proporcionó bienes y servicios, 
que recibió o entregó dinero o títulos de crédito, o que hubo cambios que 
modificaron la estructura de sus recursos.

Otro tipo de documentación cuyos plazos de vigencia deben normarse es 
la que testimonia las acciones sustantivas de una institución; es decir, las 
acciones que cumplen con sus funciones y objetivos específicos. Por ejemplo, 
los procesos judiciales de los tribunales.

Los documentos que en su valoración primaria deben considerarse como 
evidentes, son aquellos que se refieren a la existencia y realización de la 
institución: origen, organización y funcionamiento, y las funciones sustantivas 
o expedientes de sus políticas. Estos documentos suelen encontrarse 
indistintamente en los archivos administrativos superiores y subalternos, 
muchas veces conviviendo con otros documentos de menor importancia. Para su 
identificación precisa y su conservación, es necesario saber cuáles áreas tienen 
autoridad para la ejecución de acciones significativas con carácter oficial. En 
este grupo documental pueden considerarse, entre otros: estudios directivos, 
informes, minutas de reunión, planos, procedimientos, investigaciones, papeles 
de trabajo (como antecedentes), acuerdos, disposiciones, etc.
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Valoración documental secundaria

Los valores documentales secundarios se refieren a los expedientes que 
han terminado su vigencia operativa, su uso continuo y su plazo de guarda 
precautoria porque ha concluido su trámite, y su texto ya no tiene fuerza 
obligatoria desde el punto de vista administrativo, legal o fiscal, aunque 
siguen siendo testimonio de una acción.

El valor secundario significa conservación definitiva, ya que su vigencia 
rebasa el contexto meramente operativo. Entonces, el expediente adquiere 
carácter cultural. Determinar el valor secundario de un documento implica 
vislumbrar su uso futuro y disfrute por los investigadores y ciudadanos 
de a pie.

Ante la complejidad que representa determinar el valor secundario de un 
documento, se han establecido algunos criterios basados en la singularidad 
de la asociación histórica o cultural de los documentos con sucesos, personas 
y lugares, con el formato del documento, y sus valores estéticos.16

Muy rara vez contienen valores permanentes los documentos que contienen 
las actividades “domésticas”, de administración interna o de apoyo, como 
las relacionadas con el personal, propiedades, viáticos, finanzas, compras, 
licitaciones y otro tipo de servicios generales. En estos casos, sólo hay que 
cuidar los tiempos y las prescripciones legales y fiscales, que, en todo caso, 
deben considerarse en los plazos de la retención precautoria.

En apoyo a la valoración, Shellenberg propone la aplicación de tres 
pruebas a los documentos: la exclusividad, la forma y la importancia.17 
La documentación es única, cuando dirige y centraliza el contenido de las 
informaciones recogidas, cualquiera que sea la naturaleza y origen de los 
materiales. Es, también, múltiple, por la variedad de fuertes tendencias 
que une e identifica en función de la diversidad de las necesidades de los 

16 Para el tema de valoración, se siguiere consultar la bibliografía de Jorge Nacif Mina, destacado archivista 
mexicano.

17 Theodore Schellenberg R. (1961), Técnicas descriptivas de archivos. Córdoba, Argentina: Universidad 
Nacional de Córdoba.
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posibles tipos de usuarios. La documentación funciona como un sistema 
regulador de la información: la capta, la crea, la canaliza; crea también, 
a su modo, información. La exclusividad significa que la información no 
está tan completa y disponible en otras fuentes documentales como en los 
expedientes que se valoran. La forma se refiere al grado en que se concentra 
la información. Ésta puede concentrar unos cuantos datos, acerca de muchos, 
pocos o diferentes asuntos. Un ejemplo pueden ser las listas de personal o 
las cédulas de censos. La forma se aplica más a los documentos que a la 
información que contienen. El continente prevalece sobre el contenido. La 
importancia de los documentos se refiere a cómo se pondere la información 
que contienen, y esto depende, a su vez, del pleno conocimiento de cómo se 
genera la documentación y qué es lo que contiene. El elemento informativo 
de los documentos está relacionado con los datos de personas, corporaciones, 
problemas, condiciones, y asuntos generales del organismo.

EL PROCESO ADMINISTRATIVO Y LOS ARCHIVOS

El gobierno es administración de los asuntos públicos. Los procedimientos 
archivísticos se corresponden necesariamente con los procesos administrativos 
y se apoyan en ellos. La planeación, la organización, la integración, la 
dirección, el control y la evaluación corren paralelos al ciclo de vida de los 
documentos, y son, deben ser, su fiel reflejo, lo que permitirá una ordenación 
y valoración documental más certera. 

Planeación

Como sabemos, la planeación requiere una definición de los objetivos 
de las diferentes áreas que conforman una estructura organizacional y la 
determinación de los medios para alcanzarlos. En esta etapa los documentos 
que deben ser conservados, son, entre otros: las actas elaboradas como 
resultado de la reunión de un cuerpo colegiado, o bien, de órganos asesores; 
las minutas de reuniones directivas (incluidos los anexos).
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Organización

Relacionada con las actividades ordenadas y necesarias de las unidades 
administrativas, para que  puedan llevar a cabo los planes y programas que 
definan las relaciones jerárquicas entre los jefes y los subordinados. Algunos 
de los tipos documentales importantes generados en esta etapa que es 
importante conservar son los que se apegan a las normas materializadas en 
organogramas, contratos colectivos e individuales, reglamentos, manuales, 
políticas y procedimientos.

Integración

De la integración que consiste en obtener los recursos materiales y 
humanos que la planeación y la organización señalan como necesarios para 
el adecuado funcionamiento de la organización, deben conservarse entre 
otros documentos todos los relacionados con la obra pública: proyectos de 
obra, registro, adjudicaciones, concursos, entregas de obra, bitácoras de 
obras, suspensión de obras, y otros de naturaleza similar. Profesiogramas 
y definiciones de puestos; plantillas o censos de personal; expedientes de 
personal; y programas de capacitación y adiestramiento.

Dirección

De la dirección que ejerce el mando, delega la autoridad, toma las 
decisiones, coordina y supervisa las actividades mediante un proceso de 
comunicación, deberán conservarse: delegaciones de autoridad; políticas; 
correspondencia oficial; correspondencia relevante en los ámbitos interno 
y externo; documentos autógrafos de personas destacadas; disposiciones; 
comunicaciones, entre otros.

Control

Esta etapa verifica el cumplimiento de programas y presupuestos, así 
como la medición de su avance, considerando el manejo de los recursos 
humanos, financieros, técnicos y materiales y genera entre algunos de 
sus principales documentos: informes, estadísticas anuales y memorias 
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de actividades institucionales; mapas, planos, fotografías y material 
audiovisual; programas anuales de trabajo que justifiquen el ejercicio 
presupuestal; publicaciones de la institución; actas de bajas y transferencias 
documentales, que deben ser conservados.

Asimismo, los instrumentos de control y consulta archivísticos deben 
hacer los ajustes necesarios en caso de supresión administrativa de áreas o 
funciones, pues esto da lugar a supresiones documentales, también.

La administración de documentos, por su parte, se define como una 
metodología integral para planear, dirigir y controlar la producción, 
circulación, conservación y uso de la información documental en cualquier 
escenario institucional.

FISCALIZACIÓN Y ARCHIVOS

Las entidades de fiscalización poseen multiplicidad de atribuciones que 
derivan de y en una producción notable de información y documentación, 
lo que hace necesario que las entidades públicas sujetas a fiscalización 
dispongan de archivos organizados y que los propios órganos de fiscalización 
emitan su propia normatividad archivística que les permita la actualización 
permanente de su documentación.  

Hay que decir que en lo que a fiscalización y archivos respecta, se ha 
avanzado razonablemente, pero no todas las entidades de fiscalización 
superior de la república mexicana cuentan con normatividad para sus 
propios archivos. Algunas, como Sonora, cuentan con un esquema de gestión 
de documentos que proponen un modelo general para la conformación de 
un sistema integral de archivos que sirva de guía a la administración pública 
estatal en la conformación de los suyos propios. 

Es verdaderamente urgente que tanto la federación como los estados 
legislen sobre las vigencias de la totalidad de tipos documentales generados 
en las funciones propias de la administración pública en los tres órdenes de 
gobierno. Sin duda, en esta apatía radica uno de los obstáculos fundamentales 



37

Archivos y Rendición de Cuentas.
Los Documentos como Probanza de la Administración Pública

para la transparencia, la fiscalización y la rendición de cuentas. ¿Cómo puede 
un gobierno transparentar su gestión, justificar sus acciones, argumentar sus 
decisiones, sin los respectivos sustentos documentales que yacen en el húmedo 
caos de las bodegas de papeles que suelen confundirse con archivos?.

Poco se ha mirado a los archivos documentales como una alta 
responsabilidad de los funcionarios y servidores públicos. La responsabilidad 
de la gestión de documentos se ha delegado en los cuerpos secretariales de 
las instituciones públicas, quedando al respetable y cambiante criterio de 
éstos la conservación o destrucción física de los documentos, aun cuando 
la determinación de su destino tiene serias implicaciones en la eficiencia y 
eficacia de las dependencias y su fiscalización, transparencia y rendición 
de cuentas. La guarda de documentación histórica también debe señalarse 
como una obligación de ley de los funcionarios públicos y de los ciudadanos 
en relación a su responsabilidad ante la Historia.

El Instituto Federal Electoral organizó en junio de 2009, el foro Presupuesto 
y rendición de cuentas 2009.18 Si en ninguna de las participaciones de 
diputados de los ocho partidos políticos se emitió un concepto claro y preciso de 
Rendición de Cuentas, menos aún se mencionó la palabra “documentos”. Los 
legisladores se limitaron a exponer planteamientos políticos no concretados 
en propuestas técnicas. En los comentarios sobre el mismo foro, el Dr. Mauricio 
Merino, Director de la División de Administración del Centro de Investigación 
y Docencia Económicas (CIDE), calificó de “problema grave” la rendición 
de cuentas en México.19 El 28 de mayo de 2009, un periódico de circulación 
nacional destacó en sus titulares: “Crecen irregularidades en las cuentas 
públicas en estados y municipios”, dando cuenta de lo mucho que falta por 
hacer en este rubro. Sin duda, en esta problemática la (des)organización de 
archivos tiene mucho que ver.

18 www.ife.org.mx
19 Ibídem.
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EL CASO PUEBLA

Del estudio Cuenta Pública en México: evaluación 2007 de las Leyes de 
Fiscalización Superior,20 se toman los siguientes datos sobre la situación de la 
rendición de cuentas en el estado de Puebla, que permiten darse cuenta de la 
relación de los gobiernos con la organización de sus archivos. Por esta razón 
escogimos esta entidad federativa y el estudio 2007, entre otros más recientes.

En la Evaluación General del Ordenamiento Jurídico Básico de la Fiscalización 
del Gasto Público, vigente al 31/12/2006, Puebla ocupaba el lugar 14 de un 
orden decreciente. En la Evaluación General Desglosada por Indicadores del 
Ordenamiento Jurídico Básico de la Fiscalización del Gasto Público  vigente a 
la misma fecha, Puebla ocupó el lugar 4 del mismo orden decreciente.

En la comparación de las evaluaciones 2005, 2006, 2007, Puebla mantuvo 
la misma calificación que en los rubros anteriores (80). El estado de Puebla 
resultó  bien calificado en Fundamento legal Suficiente y en Actualización 
legislativa, y obtuvo la misma máxima calificación que la mayoría de las 
entidades de fiscalización superior (EFS) en el Glosario de Conceptos Clave 
(5) y la misma nota en la Actualización de su Reglamento. Reprobó en 
Autonomía de la Entidad de Fiscalización Superior, y la misma evaluación lo 
calificó con 10 en cuanto a la legitimidad en el Nombramiento del Titular de 
la Entidad de Fiscalización Superior, la misma calificación que obtuvo en el 
plazo para la Revisión y Fiscalización Superior de la Cuenta Pública. Puebla 
mantuvo sus buenas notas en Revisión exante y Medición de Desempeño 
Institucional, y obtuvo otro 10 en Transparencia Fiscalización Superior.

Puebla no aprobó, sin embargo, en Autonomía Plena de la Entidad de 
Fiscalización Superior durante la misma evaluación, vigente al 31/12/2006. 
En la Relación de los Estados con la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, Página Web y el Indicador Transparencia Fiscalización 
Superior, Puebla aprobó los tres, no obstante que la Ley de Fiscalización 
Superior del estado de Puebla no otorga carácter público al informe final de 

20 Centro Universitario de Ciencias Económico Administrativas de la Universidad de Guadalajara (2007), 
dirección Aimée Figueroa Neri. Guadalajara, Jalisco.
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la Entidad de Fiscalización Superior, sino hasta que éste o la cuenta pública 
sean “aprobados”. 

Los estudiosos participantes en la mencionada Evaluación de la Universidad 
de Guadalajara, consideran extra jure, que en materia de transparencia 
el Órgano de Fiscalización Superior del Estado de Puebla (ORFISE), el 
cual cuenta con el ISO 9001-2000, haya obtenido por su portal web21 el 
reconocimiento estatal Innova 2006, que otorga el Poder Ejecutivo Federal 
de México a las mejores prácticas gubernamentales en los estados. Una 
lectura atenta a los anteriores datos y al párrafo que sigue, permite apreciar 
las flagrantes contradicciones existentes al interior de la evaluación citada, y 
en el comportamiento del ORFISE.

Para fines de este trabajo, en junio de 2009, se solicitó a la Dirección 
Jurídica del ORFISE, información sobre las normas para la baja de 
documentos, a cuya emisión lo obliga el artículo 7 de su ley, publicada el 
22 de junio de 2001 en el Periódico Oficial del Estado de Puebla. El mismo 
ordenamiento legal señala también la participación que en la elaboración de 
la normativa documental para la administración pública estatal, deben tener 
las secretarías de Finanzas y Desarrollo Social y la de Desarrollo, Evaluación 
y Control de la Administración Pública de la misma entidad federativa. La 
respuesta fue la misma que la obtenida en el año 2006: no los han elaborado, 
pero según su dicho  “basta con lo estipulado en la Ley Orgánica Municipal”  
(Periódico Oficial del Estado de Puebla, 23/03/2001), que en su capítulo XIII, 
y en la vaguedad de su artículo 138, que señala las facultades y obligaciones 
del Secretario General, dice en la fracción XI: Tener a su cargo y cuidado el 
Archivo Municipal.

Este botón de muestra nos permite apreciar el entorno en que se 
desarrolla la generación, circulación y conservación de los documentos de la 
administración pública en México. Puebla resulta ser un caso que, lamentable 
y seguramente, se reproduce en un buen número de estados. 

21 www.ofspuebla.gob.mx
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El 22 de mayo de 2008 se celebró en Monterrey, Nuevo león, el Seminario 
Archivos y Rendición de Cuentas. Se reunieron comisionados estatales de 
acceso a la información, legisladores, representantes de la sociedad civil, 
archivistas y funcionarios públicos relacionados con la administración de 
documentos, quienes coincidieron en la necesidad de impulsar y promover 
la implementación legislativa, administrativa y operativa de la reforma 
constitucional 2007 al artículo 6º, fracción V. El resultado del Seminario fue 
la Declaración de Monterrey, cuyas deliberaciones permitieron concluir: 

1.-	 Reconocer que los archivos son el centro y eje de la actividad 
gubernamental.

2.-	 Promover la cultura en torno a la importancia de los archivos.

3.-	 Prever el adecuado funcionamiento de los archivos a través de 
medidas para su organización, integridad, disponibilidad y conservación 
que privilegien la utilización de tecnologías de la información.

4.-	 Mejorar con archivos ordenados e íntegros la respuesta expedita a las 
solicitudes de información ciudadanas.

5.-	 Impulsar un nuevo diseño institucional para las autoridades en materia 
archivística, de modo que cuenten con autonomía técnica y de gestión.

6.-	 Promover la revaloración de la función archivística en el sector público.

7.-	 Impulsar la profesionalización y capacitación archivísticas.

8.-	 Impulsar una política pública para la organización y conservación 
de archivos.

9.-	 Transitar de una administración pública fundada en el manejo de 
documentos en soporte papel al electrónico.

10.-	Trabajar en una propuesta de Ley de Archivos.
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Reflexiones finales

La archivística, propiamente dicha, no es materia ni de fiscalización ni de 
rendición de cuentas, pero  todas trabajan en el mismo contexto y comparten 
uno de sus principales objetivos: lograr mejores gobiernos y, por ende, 
mejores  sociedades.

Ni a la Auditoría Superior de la Federación ni a las entidades de fiscalización 
superior les compete directamente la organización y operación de los archivos. 
No obstante, desde la importancia de su función, la jerarquía de sus atribuciones 
y su legislación, puede considerarse que la fiscalización superior pugne por la 
existencia de la legislación secundaria que a los archivos se refiere y contribuya 
a la vigilancia del  cumplimiento de la norma jurídica.

Las constituciones políticas, normas supremas y las leyes de ella emanadas 
contienen las disposiciones legales que garantizan el diseño jurídico-
institucional del proceso de fiscalización superior del gasto público y de las 
entidades de fiscalización superior. Asimismo, permiten que éstas confirmen 
su papel protagónico en un sistema de rendición de cuentas y su importancia 
en un estado de derecho y democracia. La vinculación de estas instancias de 
control con los archivos documentales es evidente. Éstos deben ser incorporados 
a la legislación competente como sustento de hechos y derechos.

Debido a que en pleno siglo XXI mexicano, las disposiciones jurídicas 
relacionadas a los documentos y a los archivos no rebasan la frontera del 
papel, se requiere que los documentos públicos sean sujetos de auditoría, 
aplicándoles los controles necesarios para que se termine con la escueta 
leyenda: “se entregan seis cajas de documentos”, tan frecuente y validada 
en las formalidades del proceso de entrega y recepción de las dependencias 
y entidades en los tres órdenes de gobierno. Debe auditarse, además  la 
existencia de determinados tipos documentales, no admitir sólo grupos 
de documentos generados en base a azarosos criterios personales. Los 
documentos son, deben ser, auditables, porque todos los procesos 
archivísticos registrados en el Catálogo de Disposición Documental son 
mensurables. Algunos de los principios básicos en los que puede basarse 
una auditoría documental, pueden ser: accesibilidad, publicidad, escrutinio 
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público, entre otros. Los acervos documentales y los servicios que prestan, 
sin duda, también son objeto de auditorías de desempeño. Ambas podrían 
contemplarse en una de las dimensiones de la autonomía de la fiscalización 
superior, que es la determinación de su universo de trabajo (programa anual 
de auditorías, revisiones, visitas, requerimientos).

La Auditoría Superior de la Federación puede considerar, también, los 
convenios de colaboración que signa con los 32 congresos, y la circunstancia 
de que la legislación relacionada a la fiscalización, la rendición de cuentas, 
el derecho a la información y la archivística se encuentran en el cruce de 
otras ramas del derecho, para que la revisión y consolidación de sus vínculos 
consolide una relación jurídica obligatoria  que respalde y promueva, de una 
vez por todas, el valor social de los archivos.

En vísperas de celebrar el centenario y el bicentenario de dos acontecimientos 
muy destacados de nuestra gloriosa —sí, gloriosa— Historia nacional, 
resulta una Paradoja que hoy sea más fácil reconstruir la historia del siglo 
XIX, desde la Independencia hasta el Porfirismo, que la del siglo XX, por 
ejemplo. Paulatinamente se ha perdido el interés de los gobiernos federales, 
estatales y municipales por preservar sus testimonios documentales, con lo 
que se ha privado a la ciudadanía de ejercer se derecho a la información, y 
se va perdiendo nuestra memoria documental. 

Que no ocurra con los archivos lo que con otras instituciones; que no 
sean objeto de uso y abuso político, porque perderían credibilidad ante la 
ciudadanía. La confianza en las instituciones es indispensable para fortalecer 
nuestra democracia. El valor de los archivos y las bibliotecas —en cuanto 
guardan dos de las máximas realizaciones humanas, los documentos y los 
libros— está por encima de los avatares y de los tiempos. Su presente es 
esperanzador y su futuro será siempre luminoso por todo lo que tienen que 
ver con una Patria más justa y con un mundo más humano. 



S E G U N D O   l u g a r :

La Rendición de Cuentas
de los Fideicomisos Públicos
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Por Enrique Ávila Herrera

Introducción

La Rendición de Cuentas que deben presentar los sujetos obligados a 
la sociedad, es de vital importancia para la vida democrática de México. 
Es imprescindible que los actos administrativos que realizan cada uno de 
ellos, se transparenten en un marco normativo en el que la publicación de 
la información sea una condición básica  para la democracia y sea la base 
para fomentar la seguridad jurídica de los particulares, y de igual forma, 
establecer un procedimiento adecuado a efecto de que se facilite a toda 
persona la información solicitada y se dé a conocer a la sociedad.

En la Conferencia Magistral del C.P.C. Arturo González de Aragón, Auditor 
Superior de la Federación, impartida el 26 de febrero de 2009 en el Instituto 
Nacional de Administración Pública (INAP), denominada “Áreas Sensibles 
de la Gestión Pública”, señala que la Auditoría Superior de la Federación 
(ASF) ha detectado diversas áreas de opacidad y riesgo, dentro de las cuales 
destacan siete temas que por su alta sensibilidad, demandan instrumentar 
acciones para avanzar en los procesos de transparencia y rendición de 
cuentas, y entre éstos se encuentra un tema de gran trascendencia que 
se ubica en los fideicomisos, fondos, mandatos y contratos análogos que 
manejan cuantiosos recursos públicos y un número importante de éstos 
continúa sin rendir cuentas al no incluir sus resultados en la Cuenta Pública. 
Asimismo, no existe un seguimiento de los recursos federales aportados a 
éstos instrumentos, así como su reintegro al erario público cuando estas 
figuras son extinguidas o canceladas. Es necesaria una mayor transparencia 
en el manejo de estos instrumentos y obligarlos a la rendición de cuentas 
del uso y destino de los recursos públicos, incorporando los resultados de su 
ejercicio en la Cuenta Pública.
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Debido a la importancia y trascendencia de este tema, ya que los fideicomisos, 
mandatos y contratos análogos suman aproximadamente 1,360 contratos y 
manejan recursos por un monto aproximado de $700,000 millones de pesos, se 
elaboró el presente ensayo, mismo que se estructura en cuatro partes, siendo 
la primera la Introducción al tema, la segunda parte denominada desarrollo, 
se efectuará una exposición de la rendición de cuentas, los aspectos más 
relevantes del fideicomiso y el mandato, como son su concepto, los elementos 
que los integran y analizar en particular al fideicomiso público. También 
se presenta un análisis de su operación administrativa y presupuestal y se 
analizan los ordenamientos jurídicos que establecen la rendición de cuentas, 
en particular para los fideicomisos públicos.

En la tercera parte, se presentan las conclusiones del trabajo, y se presentan 
propuestas para que se obliguen a los fideicomisos públicos a que presenten 
su rendición de cuentas.

Por último, en la bibliografía se presenta las referencias de las fuentes 
consultadas, que sirvieron para sustentar las ideas o críticas sobre el particular.

2. LA RENDICIÓN DE CUENTAS

2.1 Concepto

El uso del término “rendición de cuentas” se ha incrementado 
notoriamente en México durante los últimos años, aunque no siempre con 
precisión conceptual ni claridad sobre sus mecanismos y alcances. Desde la 
época del Congreso Constituyente de 1917, se usa el término “rendición de 
cuentas” para denotar la obligación de los gobernantes de informar sobre sus 
actos y decisiones. Es importante señalar que en la práctica, rendir cuentas 
no fue una prioridad de los gobiernos posrevolucionarios ni una exigencia 
de la sociedad. Con el advenimiento de la competitividad electoral, los 
gobiernos divididos y de alternancia, rendir cuentas se ha vuelto una 
prioridad de los gobiernos, de los congresos y de amplios  sectores de 
la sociedad.
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Rendición de cuentas es una traducción inexacta del término anglosajón 
accountability, que en su acepción original significa “ser sujeto a la 
obligación de reportar, explicar o justificar algo; ser responsable ante alguien 
de algo”. Sin embargo en la lengua española se carece de un término 
adecuado que exprese con nitidez la acepción anglosajona del mismo y, 
se usa cada vez más el término “rendición de cuentas”. La rendición  de 
cuentas es un elemento central de la democracia representativa, 
uno de los principales instrumentos para controlar el abuso del 
poder y garantiza que los gobernantes cumplan con su mandato con 
transparencia, honestidad y eficacia. La rendición de cuentas significa 
“la obligación de todos los servidores públicos de dar cuentas 
y justificar sus actos al público, que es el último depositario de la 
soberanía en una democracia”. Resumiendo, se puede decir que la 
rendición de cuentas se define como “la obligación permanente de los 
mandatarios o agentes para informar a sus mandantes o principales 
de los actos que llevan a cabo como resultado de una delegación de 
autoridad que se realiza mediante un contrato formal o informal y 
que implica sanciones en caso de incumplimiento”. Los mandantes o 
principales supervisan también a los mandatarios o agentes para garantizar 
que la información proporcionada sea fidedigna.

2.2 Clasificación

La rendición de cuentas es un concepto global que acepta clasificaciones 
de acuerdo a diversos criterios. Por ejemplo, se puede clasificar de acuerdo 
con el sujeto de la rendición, con lo que se obtienen diversos tipos, entre 
ellos, la rendición legislativa, gubernamental, burocrática, judicial y militar. 
La rendición de cuentas fue elaborada por Guillermo O’Donell, (Profesor 
de Estudios Internacionales y Gobierno y Director Académico del Instituto 
Hellen Kellog de Estudios Internacionales de la Universidad de Notre Dame) 
en su obra “Further Thoughts on Horizontal Accountability”. Conference on 
Institutions, Accountability and Democratic Governance in Latin America, 
Kellog Institute for Internacional Studies, Notre Dame, mayo 2000, que la 
divide en horizontal y vertical.
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2.3.1 Rendición de Cuentas Horizontal

Se refiere a la “existencia de agencias estatales con autoridad legal 
para emprender acciones que van desde la supervisión rutinaria 
hasta sanciones penales y desafuero en relación con actos u omisiones 
ilegales de otros agentes o agencias del Estado”. Esta vía de rendición 
de cuentas supone la vigilancia de los órganos del Estado por parte de 
otras instituciones, también estatales, dotadas de autonomía para ejercer 
funciones de fiscalización. Los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, en 
los diferentes ámbitos de gobierno, deben rendirse cuentas entre sí y frente 
a otras instituciones autónomas cuya tarea es revisar su comportamiento. 
La rendición de cuentas es horizontal en tanto se desarrolla entre 
instituciones del mismo nivel jerárquico, pero independientes entre 
sí. En la rendición de cuentas horizontal, los poderes Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial, además de cumplir sus funciones propias, tienen también 
responsabilidad de fiscalizarse mutuamente con base en el principio 
de pesos y contrapesos.

La vigilancia mutua entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, requiere 
en ocasiones, de la intervención del Poder Judicial, el cual está facultado 
constitucionalmente para intervenir cuando surgen conflictos entre 
poderes. Los recursos de que dispone el Poder Judicial en México son dos: las 
controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. 
El primero consiste en resolver conflictos suscitados entre diferentes 
instituciones públicas (poderes Ejecutivo y Legislativo, entre la Federación 
y los Estados o Municipios). El segundo recurso es una forma de revisión 
judicial; se trata de un instrumento promovido por alguna de las Cámaras del 
congreso en contra de leyes federales o tratados internacionales. Mediante 
ambos recursos, el Poder Judicial contribuye a la protección de la soberanía 
de las diferentes instituciones del Estado y a la salvaguarda del Estado de 
Derecho y la rendición de cuentas.

El voto de los electores, así como la labor de las agrupaciones ciudadanas 
y de los medios de comunicación, son instrumentos que complementan la 
rendición de cuentas horizontal para el propósito de que el gobierno rinda 
cuentas, se trata de la segunda vertiente, la rendición de cuentas vertical.
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2.3.2 Rendición de Cuentas Vertical

Describe una relación entre desiguales. De acuerdo con la clasificación 
de O’Donell, la rendición de cuentas vertical se divide en dos: la electoral y 
la social vertical. La primera se refiere a las elecciones como mecanismo 
para estimular la responsabilidad de los gobiernos. Aunque el voto 
ciudadano carece de efectos vinculantes y de sanciones en caso de que 
un gobernante no cumpla sus promesas de campaña, sirve para advertir 
a los gobernantes y legisladores que un ejercicio incorrecto de la función 
pública tiene consecuencias y ello tiende a estimular la responsabilidad del 
gobierno. Los electores pueden ejercer sanciones al no reelegir al partido en 
el gobierno o castigar a un representante negándole un segundo período.

La segunda vertiente de la rendición de cuentas vertical está conformada 
por las agrupaciones ciudadanas y los medios de comunicación. A diferencia 
del sufragio electoral, este mecanismo descansa en medidas basadas en la 
crítica moral y pública. Exhibir y descalificar al gobierno por determinadas 
acciones constituyen el cuerpo de la sanción. Esas sanciones se pueden 
transformar en un castigo en las urnas. Asimismo, pueden detonar 
procesos de fiscalización por el Congreso o el Poder Judicial hasta concluir, 
inclusive, en una sanción penal o administrativa, propia de la rendición de 
cuentas horizontal.

Ambos sistemas de rendición de cuentas, el horizontal y el vertical, son 
complementarios. Las acciones legales y administrativas son fundamentales 
para prevenir, sancionar y, eventualmente, reparar el daño ocasionado por 
un acto ilícito o corrupto.

3. EL FIDEICOMISO y EL MANDATO

Una vez que se ha expuesto el tema de la rendición de cuentas, a 
continuación se presentan los aspectos más importantes de la figura jurídica 
del fideicomiso y en particular las características del fideicomiso público, 
acompañados de un breve análisis.
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3.1 Concepto del Fideicomiso

La Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito en su artículo 346, 
dice que “en virtud del fideicomiso el fideicomitente destina ciertos 
bienes a un fin lícito determinado, encomendando la realización 
de ese fin a una institución fiduciaria”. Éste sería el concepto legal 
del fideicomiso y en el mismo se puede observar que el legislador elude 
definir el fideicomiso, y sólo se refiere a los efectos que produce el negocio, 
pero no se refiere a la naturaleza o esencia del mismo. En nuestra 
opinión “el fideicomiso es una figura jurídica mediante la cual una 
persona física o moral destina ciertos bienes y/o derechos sobre los 
que dispone, a un fin lícito y determinado, en beneficio propio de un 
tercero, encomendándole la realización de dicho fin a una institución 
fiduciaria”. Así, el fideicomiso es un instrumento flexible y versátil que 
puede satisfacer oportuna y eficazmente múltiples necesidades, tanto de 
individuos, de empresas o del sector público.

3.2 Concepto de Mandato

El mandato es un contrato mediante el cual la institución fiduciaria 
se obliga a realizar por cuenta de quién lo solicita, las funciones 
y gestiones que éste le encomiende, como pueden ser, entre otras: 
la administración, inversión y entrega de bienes, o la celebración de 
determinados actos jurídicos. Pueden ser objeto de mandato todos los actos 
lícitos para los que la ley no exige la intervención del personal interesado. En 
este contrato intervienen dos elementos:

Mandante: es la persona física o moral que contrata el servicio.

Mandatario: es la Institución fiduciaria que se encarga de cumplir con las 
disposiciones expresas del mandante.

El mandato representa un descarga de trabajo administrativo y brinda 
la seguridad de que los actos encomendados serán realizados eficiente y 
oportunamente por la institución fiduciaria.
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3.3. Elementos del Fideicomiso

En el fideicomiso intervienen los elementos siguientes: personas, materia, 
fines y forma. Para fines de este ensayo, únicamente se analizarán las personas 
que se integran por el fideicomitente, el fiduciario y el fideicomisario.

3.3.1. El Fideicomitente

Es la persona física o moral que constituye el fideicomiso aportando un 
patrimonio (valores, bienes muebles o inmuebles) o derechos necesarios 
para el cumplimiento de sus fines, trasmitiendo su titularidad al fiduciario. 
Los derechos y facultades del fideicomitente son: señalar los fines del 
fideicomiso; designar a los fideicomisarios y a la o las instituciones que 
desempeñen el cargo de fiduciario; reservarse determinados derechos sobre 
la materia del fideicomiso; preveer la formulación del comité técnico o 
de distribución de fondos; dar las reglas de su funcionamiento y fijar sus 
facultades; exigir al fiduciario la rendición de cuentas de su gestión cuando 
se haya reservado este derecho expresamente en el acto constitutivo del 
fideicomiso o en las modificaciones del mismo; en los fideicomisos onerosos, 
exigir del fideicomisario la contraprestación a que tenga derecho; en caso de 
incumplimiento, exigir de la contraparte el cumplimiento o la rescisión del 
fideicomiso con el resarcimiento de los daños y perjuicios causados. Respecto 
a sus obligaciones, podemos destacar como la principal, la de transmitir 
al fiduciario los bienes y derechos materia del fideicomiso.

3.3.2 El Fiduciario

La ley de Instituciones de Crédito en su artículo 46, fracción XV, establece que 
las instituciones de crédito pueden realizar entre otras facultades, “practicar 
las operaciones de fideicomiso a que se refiere la L ey de Títulos y 
Operaciones de Crédito, y llevar a cabo mandatos y comisiones”. 

El artículo 395 de esta ley, establece que “sólo podrán actuar como 
fiduciarias de los fideicomisos que tengan como fin garantizar al 
fideicomisario el cumplimiento de una obligación y su preferencia 
en el pago, las instituciones y sociedades siguientes”: instituciones de 
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crédito; instituciones de seguros; instituciones de fianzas; casas de bolsa; 
sociedades financieras de objeto múltiple; almacenes generales de depósito 
y; uniones de crédito.

Por lo que se refiere a los derechos y obligaciones del fiduciario, 
mencionaremos que el cumplimiento de sus obligaciones es correlativo al 
ejercicio de los derechos que se trasmiten, pues está obligado a ejercitarlo 
para alcanzar los fines del fideicomiso. Estas obligaciones pueden ser 
de dar, hacer o no hacer. Dentro de las obligaciones de dar está la de 
pagar al fideicomisario los beneficios del fideicomiso; dentro de las 
obligaciones de hacer encontramos las de ejecutar los fines del fideicomiso 
y por último las obligaciones de no hacer comprenden las de abstenerse 
de hacer mal uso de los derechos fideicomitidos y de no excederse en el 
ejercicio de las facultades que se le confieren.

3.3.3 El Fideicomisario

Es el beneficiario o persona que recibe a través del fiduciario, los beneficios 
del fideicomiso, que pueden ser el propio fideicomitente o una tercera persona. 
De acuerdo con la ley pueden ser fideicomisarios las personas físicas o morales 
que tengan la capacidad necesaria para recibir el provecho del fideicomiso.

3.4 El Fideicomiso Público

Como tema central del presente ensayo, el fideicomiso público surge como 
una respuesta a los problemas de financiamiento de diversos sectores de 
la economía para el desarrollo de nuestro país. La realización de grandes 
proyectos y el riesgo que éstos conllevan, ocasionan que la banca comercial 
no apoye dichos proyectos en forma adecuada en sus necesidades de 
financiamiento. Para apoyar estos proyectos, el Gobierno Federal ha 
constituido desde hace muchos años, a través de diferentes instituciones 
y dependencias, fideicomisos para el apoyo y fortalecimiento de ciertas 
actividades económicas que son necesarias para promover, mantener 
y consolidar el desarrollo nacional. Estos fideicomisos al ser creados por el 
Gobierno Federal se clasifican como FIDEICOMISOS PÚBLICOS, mismos que 
se conocen comúnmente como FONDOS DE FOMENTO.
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3.4.1 Responsables de la administración del Fideicomiso Público

En relación al fideicomiso público, existen diversas instancias que 
intervienen desde su constitución, administración, operación y, hasta la 
extinción del mismo. Todas y cada una de ellas son responsables de la 
adecuada administración del mismo, es decir, son corresponsables, y 
por consiguiente deben intervenir y cerciorarse de que los fideicomisos bajo 
su coordinación realicen con eficiencia y eficacia la rendición de cuentas 
que la sociedad exige.

3.4.1.1 El Fiduciario

Es la institución de la banca gubernamental (Banco de México o Sociedades 
Nacionales de Crédito) a la cual se transmite la titularidad de los bienes o 
derechos y será responsable de realizar los fines del fideicomiso y del 
cumplimiento de las obligaciones legales contractuales. En tal sentido 
debe exigir al fideicomiso a cumplir con su obligación de rendición 
de cuentas, y de verificar su cumplimiento. Es importante señalar que 
las responsabilidades en que puede incurrir el fiduciario, desde el 
punto de vista jurídico, son de tres categorías: Responsabilidades Civiles, 
Responsabilidades Administrativas y Responsabilidades Penales. En 
caso de que el fiduciario no exija la rendición de cuentas al fideicomiso, 
podría dar lugar al fincamiento de estas responsabilidades.

   
3.4.1.2 El Delegado Fiduciario General

La institución fiduciaria ejercita las facultades que la ley y el acto 
constitutivo le confieren a  través de sus funcionarios, pues como persona 
moral, sólo mediante sus órganos puede actuar. Así, las instituciones 
fiduciarias desempeñan su cometido y ejercen sus facultades por medio 
de unos funcionarios que ésta designa especialmente al efecto y de cuyos 
actos responderá directa e ilimitadamente la institución, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles o penales en que ellos incurran directamente. Estos 
funcionarios especializados son los llamados DELEGADOS FIDUCIARIOS. 
Regularmente el Delegado Fiduciario General es el Director General de la 
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institución de crédito, y tiene injerencia en todos los fideicomisos que tenga 
a su cargo la institución fiduciaria.

Así, el Delegado Fiduciario General también es responsable de exigir 
y verificar que el fideicomiso cumpla con su obligación de efectuar su 
rendición de cuentas.

     
3.4.1.3 Coordinadora Sectorial

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal establece en su 
artículo 48, que “a fin de que se pueda llevar a efecto la intervención 
que conforme a las leyes, corresponde al Ejecutivo Federal en la 
operación de las entidades de la Administración Pública Paraestatal, 
el Presidente de la R epública los agrupará por sectores definidos, 
considerando el objeto de cada una de dichas entidades en relación 
a las áreas de competencia que éstas y otras leyes atribuyen a 
las Secretarías de Estado y Departamentos A dministrativos”. Por 
consiguiente, este artículo establece la sectorización de las entidades 
paraestatales, entre éstas se encuentran los fideicomisos públicos.

Asimismo, el artículo 49, establece que “la intervención a que se refiere 
el artículo anterior se realizará a través de la dependencia que 
corresponda según el agrupamiento que por sectores haya realizado 
el propio Ejecutivo, la cual fungirá como coordinadora del sector 
respectivo. Corresponde a las coordinadoras de sector coordinar la 
programación y presupuestación, conocer la operación, evaluar los 
resultados y participar en los órganos de gobierno de las entidades 
agrupadas en le sector a su cargo, conforme a lo dispuesto en las leyes”. 
De acuerdo a lo establecido en este artículo, se observa que la Dependencia 
Coordinadora de Sector tiene un total intervención en la administración del 
fideicomiso público, debido a que tiene participación en su órgano de gobierno 
(Comité Técnico), en la programación y presupuestación de los recursos que 
requiere el fideicomiso, conoce su programa operativo anual, el presupuesto 
del fideicomiso se integra al de la dependencia coordinadora y está a su 
vez le remite su oficio de liberación de inversión al fideicomiso, evalúa sus 
resultados y por consiguiente debe ser responsable de verificar que el 
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fideicomiso realice su  rendición de cuentas e integrar sus resultados 
a la cuenta pública de la Dependencia Coordinadora de Sector.

3.4.1.4 El Comité Técnico o de Distribución de Fondos

La administración de cada uno de los fideicomisos federales está a cargo 
del Comité Técnico, el cual es un cuerpo colegiado que determina la acción 
a seguir. En dicho comité figura invariablemente un representante de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), como fideicomitente único 
de la Administración Pública Federal; figura también un delegado fiduciario o 
representante de la institución fiduciaria, un representante de la dependencia 
o entidad coordinadora de sector (coordinadora sectorial); participan 
también otros miembros designados por las dependencias o entidades afines 
al objeto del fideicomiso. En la mayoría de los casos los acuerdos del comité 
son llevados a la práctica por un ejecutivo del fideicomiso que en ocasiones 
recibe la dignación de director general, y en otras, la de gerente. En su 
carácter de cuerpo colegiado, debe acordar por unanimidad, que el 
fideicomiso realice su rendición de cuentas y verificar su cumplimiento.

3.4.1.5 El Delegado Fiduciario Especial

Es el responsable principal directo de la adecuada operación y 
administración del fideicomiso y para ello es propuesto por el Presidente del 
Comité Técnico, y en caso de ser aprobada la propuesta por los miembros 
integrantes de éste, se le otorga el nombramiento de Director General del 
fideicomiso; por lo tanto, su cargo oficial es: “Delegado Fiduciario Especial y 
Director General del Fideicomiso.” Como responsable directo de la operación 
del fideicomiso, también debe ser el principal responsable de presentar 
su rendición de cuentas a la sociedad y brindar todas las facilidades 
para tener acceso a dicha información pública que por ley, debe dar 
a conocer.

3.5 Concepto de Fideicomiso Público

El fideicomiso público lo podemos definir como “un negocio fiduciario de 
naturaleza contractual, por medio del cual el fideicomitente transmite 
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la titularidad de ciertos bienes o derechos a una institución fiduciaria 
para la realización de un fin lícito que reditúe un beneficio social”.

El artículo 47, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal dice 
que “los fideicomisos públicos son aquellos que el Gobierno Federal 
o alguna de las demás entidades paraestatales constituyen, con 
el propósito de auxiliar al ejecutivo en las atribuciones del Estado 
para impulsar las áreas prioritarias del desarrollo, que cuenten con 
una estructura orgánica análoga a las otras entidades y que tengan 
comités técnicos”.

Cabe señalar que desde el punto de vista del tipo de forma del fideicomiso 
público, éste se clasifica como fideicomiso celebrados por disposición de ley y 
se constituyen generalmente por el Estado a través de la SHCP quién aporta sus 
fondos o en su caso los bienes que constituyen el patrimonio del fideicomiso.

      
3.5.1 Fideicomiso Público considerado Entidad Paraestatal

La Ley de las Entidades Paraestatales establece en su artículo 40, que 
“los fideicomisos públicos que se establezcan por la Administración 
Pública Federal, que se organicen de manera análoga a los organismos 
descentralizados o empresas de participación estatal mayoritaria, que 
tengan como propósito auxiliar al Ejecutivo mediante la realización 
de actividades prioritarias, serán los que se consideran entidades 
paraestatales conforme a los dispuesto en la L ey Orgánica de la 
Administración Pública y quedarán sujetos a las disposiciones de 
esta L ey…”. Es importante señalar que para efectos de las disposiciones 
presupuestarias que regulan a los fideicomisos, se clasifican a los fideicomisos 
públicos considerados entidades paraestatales, debido a que los regula una 
normativa específica, distinta a los fideicomisos no considerados entidad 
paraestatal, razón por la que se explican ambos tipos de fideicomisos.

 
3.5.2 Fideicomiso Público no considerado Entidad Paraestatal

La ley antes mencionada no presenta una definición al respecto, pero 
podemos decir que  “son aquellos fideicomisos públicos que no establece 
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la Administración Pública Federal, no se organizan de manera análoga 
a los organismos descentralizados o empresas de participación estatal 
mayoritaria, no tienen como propósito auxiliar al ejecutivo mediante 
la realización de actividades prioritarias y no están sujetos a la ley 
de las Entidades Paraestatales”. Éste tipo de fideicomisos tienen una 
normativa presupuestal distinta a los antes señalados, y por consiguiente 
tiene otro tipo de obligaciones en la rendición de cuentas a la sociedad.

4. MAR CO L EGAL  DE LA A  DMINISTRACIÓN DE L OS   FIDEICOMISOS   
PÚBLICOS

Existen diversas disposiciones legales que regulan la operación de los 
fideicomisos públicos desde su constitución, operación, administración, 
evaluación y extinción. Debido a la naturaleza del presente ensayo, solamente 
analizaremos las que regulan su vida activa, mismas que son muy completas 
y claras; el problema que se presenta para efectos de la rendición de cuentas es 
que los responsables de su administración no cumplen con sus obligaciones, 
es decir, son malos servidores públicos que aprovechan la complejidad del 
fideicomiso, ya que es un campo de trabajo muy especializado y no es muy 
conocido, a pesar de que el gobierno federal tiene muchos años de experiencia 
en su administración. Dichos servidores públicos argumentan razones que 
no son válidas para evadir y presentar cuentas obscuras a la sociedad. A 
continuación presentaremos las disposiciones legales que lo regulan.

4.4.1 Ley de Instituciones de Crédito

Esta ley en su artículo 46, fracción XV, establece que las instituciones de 
crédito podrán “practicar las operaciones de fideicomiso a que se refiere 
la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito, y llevar a cabo mandatos y 
comisiones”. Asimismo en su artículo 47, dice “las instituciones de banca 
de desarrollo realizarán, además de las señaladas en el artículo 46, las 
operaciones necesarias para la adecuada atención del correspondiente sector 
de la economía nacional y el cumplimiento de las funciones y objetivos que 
le sean propios”. También establece que respecto a los sistemas de registro 
y contabilidad de las operaciones bancarias, no es aplicable lo dispuesto 
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en el artículo 37, fracción VIII, de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal. Por lo anterior las instituciones de banca de desarrollo son 
las Sociedades Nacionales de Crédito como NAFIN, BANOBRAS, etc., y sus 
registros contables no los puede inspeccionar la Secretaría de la Función 
Pública (SFP), pues no tiene atribuciones para ello.

Esta ley en su artículo 79, dice: “en las operaciones de fideicomiso, 
mandato, comisión, administración y custodia, las instituciones abrirán 
contabilidades especiales para cada contrato, debiendo registrar en las 
mismas y en su propia contabilidad el dinero y los demás bienes, valores 
y derechos que se les confíen, así como los incrementos o disminuciones, 
por los productos o gastos respectivos. Invariablemente deberán coincidir 
los saldos de las cuentas controladas de la contabilidad de la institución 
de crédito, con los de las contabilidades especiales”. Cabe señalar que el 
fideicomiso también se debe apegar a las disposiciones de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental, como ente público, misma que establece los 
criterios generales que rigen contabilidad gubernamental y la emisión de 
la información financiera de los entes públicos, con la finalidad de lograr su 
adecuada armonización. Así las bases contables del fideicomiso están 
claramente definidas con la finalidad de que registren estrictamente 
todas las operaciones financieras que realice durante el ejercicio 
fiscal en curso.

El artículo 80, de la Ley en comento establece el ejercicio de sus facultades de la 
institución fiduciaria por medio de sus Delegados Fiduciarios y la previsión de 
un Comité Técnico, mismos a los que ya se ha hecho mención anteriormente.

Es importante señalar que el artículo 85 establece que: “cuando se trate de 
operaciones de fideicomiso que constituya el Gobierno Federal o que 
él mismo, par los efectos de este artículo, declare de interés público 
a través de la SHCP, no es aplicable el plazo que establece el artículo 
394, fracción III, de la L ey de Títulos y Operaciones de Crédito” (el 
plazo de duración del fideicomiso que establece la ley es de veinte años) en 
el caso del Fideicomiso público, éste se extingue, regularmente, por haberse 
cumplido el fin para el cual fue constituido o por ser imposible su fin.
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Un punto clave del fideicomiso se refiere al secreto fiduciario. Al 
respecto, el  artículo 117, dice: “la información y documentación relativa a 
las operaciones y servicios a que se refiere el artículo 46, tendrá carácter 
de confidencial, por lo que las instituciones de crédito, en protección al 
derecho a la privacidad de sus clientes y usuarios; en ningún caso podrán 
dar noticias o información de depósitos, operaciones o servicios, sino al 
depositante, deudor, titular o beneficiario, fideicomitente, fideicomisario, 
comitente o mandante, a sus representantes legales o a quienes tengan 
otorgado poder para disponer de la cuenta o para intervenir en la operación 
o servicio”. Asimismo en el tercer párrafo, fracción V II, de este mismo 
artículo establece “Las  instituciones de crédito también estarán exceptuadas 
de la prohibición prevista en el primer párrafo y, por lo tanto, obligadas a dar 
noticias o información mencionadas, en los casos en que sean solicitadas por 
las siguientes autoridades “La Auditoría Superior de la Federación, en 
el ejercicio de sus facultades de revisión de fiscalización de la Cuenta 
Pública Federal y respecto a cuentas y contratos a través de los cuáles 
se administren o ejerzan recursos públicos federales”.

Está claramente establecido que si se puede conocer la información 
relativa a la operación del fideicomiso público, ya que se puede 
obtener la información por medio del fideicomitente (SHCP) el 
fideicomisario (el fideicomiso del que se trate) y de la propia Auditoría 
Superior de la Federación. Adicionalmente, el párrafo octavo, establece 
que “se entenderá que no existe violación al secreto propio de las 
operaciones fiduciarias, en los casos en que la ASF, con fundamento 
en la ley que norma su gestión, requiera la información a que se 
refiere el presente artículo”.

4.4.2 Ley Federal de las Entidades Paraestatales

Esta ley establece un capitulo exclusivo (Capítulo IV. De los Fideicomisos 
Públicos) para regular las actividades que realizan. Entre los artículos más 
importantes para efectos de este ensayo, podemos mencionar al artículo 
40, que define al fideicomiso que se considera entidad paraestatal. 
El artículo 41, establece que la SHCP es el fideicomitente único de la 
Administración Pública Centralizada. El papel de esta dependencia es vital 
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en la vida del fideicomiso, razón por la que debe tener también un papel 
preponderante en la rendición de cuentas ya que como fideicomitente 
debe vigilar que el fideicomiso ejerza totalmente sus derechos pero que 
también cumpla con todas sus obligaciones, como lo es la rendición 
de cuentas.

Nuevamente, el artículo 43, establece la existencia del delegado 
fiduciario que debe ser nombrado de común acuerdo con la Coordinadora 
de Sector; reiteramos el papel preponderante de ambos sujetos, y por lo 
tanto son corresponsables de la rendición de cuentas.

Por último, el artículo 56, establece la constitución de Comités Técnicos 
que entre sus funciones están apoyar la programación estratégica y la 
supervisión de la marcha normal de la entidad paraestatal; por 
consiguiente, como órgano máximo de gobierno del fideicomiso público 
también el Comité Técnico debe establecer los mecanismos necesarios 
para que esta entidad cumpla cabalmente con su obligación de rendir 
cuentas a la sociedad y vigilar que los resultados de éste sean 
incluidos en la Cuenta Pública de la coordinadora sectorial. Por último, 
el artículo 60, establece la existencia del órgano de vigilancia, integrado 
por un Comisario Público Propietario y un suplente, designados por 
la Secretaría de la Función Pública; éstos evaluarán el desempeño 
general y por funciones del organismo. En el marco de estas funciones, 
el Comisario debe vigilar que el fideicomiso público cumpla con su 
obligación de presentar su rendición de cuentas. En caso de no hacerlo, 
el Comisario deberá reportar el hecho ante la SFP.

4.4.3 Gestión Financiera de los Fideicomisos Públicos

La gestión financiera de estas entidades, también se encuentra perfectamente 
regulada en la normatividad operativa presupuestal, y obliga a dichas entidades 
a efectuar la rendición de cuentas, como se analizará a continuación.



61

La Rendición de Cuentas
de los Fideicomisos Públicos

4.4.3.1 Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria

Esta ley reglamenta los artículos 74, fracción IV, 75, 126, 127 y 134 
constitucionales, en materia de programación, presupuestación, aprobación, 
ejercicio, control y evaluación de los ingresos y egresos públicos federales. 
Asimismo, el artículo 1, establece que los sujetos obligados deben observar 
que la administración de los recursos públicos federales se realice con base 
en diversos criterios, en especial, transparencia y rendición de cuentas. 
La Auditoría Superior de la Federación fiscalizará el cumplimiento de las 
disposiciones de esta ley, por parte de los sujetos obligados. (Entre éstos los 
fideicomisos). Esto significa que, por ley, el ejercicio de los recursos públicos 
federales debe realizarse con transparencia y presentar la rendición de 
cuentas correspondiente a su ejercicio por los sujetos obligados.

El artículo 4, especifica en que consiste el gasto público federal que 
realizan los ejecutores del  gasto entre ellos las dependencias y las entidades, 
y establece que los ejecutores del gasto están obligados a rendir cuentas 
por la administración de los recursos públicos en los términos de esta ley y 
demás disposiciones aplicables.

Es importante mencionar que el artículo 7, establece que las dependencias 
(secretarías de estado) coordinadoras de sector orientarán y coordinarán 
la programación, presupuestación, control y evaluación del gasto público de 
las entidades ubicadas bajo su coordinación. Por lo tanto, la coordinadora 
sectorial es responsable de la adecuada administración de los recursos 
federales del fideicomiso público. En el párrafo sexto de este artículo, dice 
que los fideicomisos públicos que tengan como objeto principal financiar 
programas y proyectos de inversión deben sujetarse a las disposiciones 
generales en la materia.

El artículo 9, de esta ley, define nuevamente al fideicomiso público e 
inclusive establece que son fideicomisos públicos aquellos que constituyan 
los Poderes Legislativo y Judicial y los entes autónomos a los que se 
les asignen recursos del Presupuesto de Egresos a través de los ramos 
autónomos que éste establece.
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4.4.3.2 Manual de Normas Presupuestarias para la Administración  
Pública Federal 

Este manual, en su TÍTULO SÉPTIMO, regula específicamente 
a FIDEICOMISOS, MA NDATOS Y  CONTRATOS A NÁLOGOS QUE 
INVOLUCRAN R ECURSOS PÚBLICOS FEDERALES, en su operación y 
manejo presupuestal de los recursos públicos federales. El artículo 
161, en su segundo párrafo, dice que “en los casos en que la Secretaría 
participe como fideicomitente única de la A dministración Pública 
Federa, las dependencias en cuyo sector se coordina la operación de 
los fideicomisos o con cargo a cuyo presupuesto se hayan aportado 
los recursos, serán responsables de cumplir con las obligaciones 
establecidas para los fideicomisos en los artículos 164, 166 al 168 
y 170, de este Manual”, razón por la que analizaremos principalmente 
estos artículos.

El artículo 164, fracción f), establece que las dependencias y entidades 
que requieran constituir fideicomisos o celebrar contratos análogos deben 
establecer “en una clausula, que el fiduciario con la autorización del 
fideicomitente, o la persona facultada, se obliga a transparentar y rendir 
cuentas sobre el manejo de los recursos públicos federales que se 
hubieran aportado al fideicomiso, o contrato análogo, y proporcionar 
los informes que permitan su vigilancia y fiscalización. Asimismo, que 
el titular de la unidad administrativa encargada de coordinar la operación, o 
con cargo a cuyo presupuesto se hayan otorgado los recursos será responsable 
de facilitar dicha fiscalización”. Lo anterior establece la obligación del 
fiduciario y del fideicomitente para efectuar su vigilancia y fiscalización, 
para efectuar la rendición de cuentas así como proporcionar la información 
necesaria para tal fin.

El artículo 166, establece que la SHCP llevará el registro de los 
fideicomisos, mandatos y contratos análogos a efecto de que la 
Unidad de Política y Control Presupuestario y las Direcciones Generales de 
Programación y Presupuestario Sectoriales, de seguimiento presupuestal a los 
recursos públicos federales fideicomitidos u otorgados en dichos contratos.
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Asimismo, establece que los fideicomisos no considerados entidades, 
mandatos y contratos análogos que involucren recursos públicos 
federales, deberán estar inscritos en el “Registro de Fideicomisos y 
Mandatos de la Administración Pública Federal” una vez formalizados, 
o de realizada la primera aportación a cargo del Gobierno Federal en 
aquellos constituidos por las entidades federativas o por particulares. 
“Este artículo establece un control específico para los fideicomisos de las 
entidades federativas o de los particulares”.

El artículo 167, es bastante importante debido a que las dependencias 
o entidades coordinadoras de sector de fideicomisos no considerados 
entidades, mandatos o contratos análogos o con cargo a su presupuesto 
se aporten los recursos deberán informar al cierre de cada trimestre a la 
SHCP sobre los ingresos, de recursos públicos otorgados durante el período, 
incluyendo sus rendimientos financieros; egresos realizados en el período; 
destino y saldo a efecto de consolidar los informes trimestrales a la Cámara 
de Diputados. Dicha información se hará de acceso público en términos de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y 
deberá publicarse por las dependencias y entidades en un sitio de internet 
desde su portal principal e incluir toda la información inherente a éstos 
así como la unidad administrativa responsable de coordinarlos. Es necesario 
obligar a las dependencias a cumplir este artículo, debido a que si 
ingresamos a la mayoría de las páginas de Internet de las dependencias y 
entidades, no está incluida dicha información. La norma está establecida,  
¿Por qué no se cumple?.

El artículo 168, establece la modificación a los contratos de fideicomisos, 
mandatos o contratos análogos que involucren recursos públicos federales, 
mismos que se realizarán a través de un Convenio Modificatorio.

Por último, el artículo 170, establece los lineamientos para la extinción 
de fideicomisos no considerados entidades y contratos análogos, asignando 
a la Coordinación Sectorial, o en su caso, al Comité Técnico instruir a la 
fiduciaria para que elabore el Convenio de Extinción y por este medio se 
formalizará este acto, mediante su firma respectiva.
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Cabe señalar que, el artículo 163, establece en particular, que tratándose 
de fideicomisos constituidos por las entidades federativas, se requiere la 
autorización del titular de la Dependencia, para otorgar recursos federales 
que representen más del 50 por ciento del saldo en el patrimonio neto de los 
mismos, y, en el caso de los fideicomisos constituidos por los particulares, 
la suma de los recursos públicos aportados, no podrá representar en 
ningún caso más del 50 por ciento del saldo en el patrimonio neto de 
los mismos. Es decir, establece los montos de recursos que pueden aportar 
las dependencias, para ambos tipos de fideicomisos.

4.4.3.3 Clasificador por Objeto del G asto para la A dministración 
Pública Federal

El Manual de Normas Presupuestarias para la Administración Pública 
Federal, en su TÍTULO SÉPTIMO, relativo a los fideicomisos, mandatos y 
contratos análogos, en su apartado de Lineamientos Generales, establece 
en su artículo 161, párrafo quinto, fracción III, que las dependencias y 
entidades sólo pueden otorgar recursos públicos presupuestales a fideicomisos, 
mandatos y contratos análogos, a través de las partidas específicas que 
para tales fines prevé el CLASIFICADOR, conforme a lo establecido en el art. 
162 del Manual en comento. Por último prevé un aspecto importantísimo, que 
prohíbe constituir o participar en fideicomisos, mandatos y contratos 
análogos con ahorros o economías o subejercicios del Presupuesto de 
Egresos que tengan por objeto evitar la concentración de recursos 
en la Tesorería de la Federación al final del ejercicio, mismo que 
ha detectado la ASF como observación en su trabajo de fiscalización, es 
decir, se viola esta disposición normativa. El art. 162, establece que 
el registro presupuestario que efectúen las dependencias a fideicomisos 
públicos y mandatos no considerados entidad paraestatal, mediante 
las partidas 7801 y 7802, respectivamente, de dicho Clasificador. Para las 
asignaciones que se entreguen a fideicomisos constituidos por entidades 
federativas o personas privadas se identifican a través de las partidas 
4108 Subsidios y 7507 Donativos. Para las erogaciones de subsidios para 
la entrega a un fideicomiso, se identificará en la partida correspondiente al 
Concepto 4100 Subsidios, excepto en la partida 4108. Adicionalmente, 
para las entidades y órganos administrativos desconcentrados que 
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reciben transferencias, identificarán en las claves presupuestales 
de los ramos las asignaciones destinadas a los fideicomisos, por lo 
que para las aportaciones a fideicomisos públicos no considerados 
entidad paraestatal se identificarán en las partidas 4308 Transferencias, 
7801 y 7802 para aportaciones a fideicomisos y utilizando el tipo de gasto 
(1, 2 o 3); las erogaciones respectivas  se registrarán en las partidas. En el 
caso de aportaciones a fideicomisos constituidos por entidades federativas 
o personas privadas, las asignaciones se identifican en la partida 4327 
Transferencias para donativos y utilizando el tipo de gasto (1, 2 o 3) sus 
erogaciones respectivas se registrarán en la partida 7507 Donativos a 
fideicomisos privados y estatales. Este clasificador establece claramente 
cómo se deben registrar presupuestalmente las asignaciones y erogaciones 
que se realizan a favor de los distintos tipos de fideicomisos, de acuerdo a 
las características específicas para cada uno de ellos, lo que permite tener un 
registro y control eficiente de estas asignaciones presupuestales, mismos 
que facilitan su fiscalización superior. Cabe señalar que el Clasificador por 
Objeto del Gasto es de observancia obligatoria en las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal, para su aplicación en los 
términos de las disposiciones presupuestales aplicables.

5. LA RENDICIÓN DE CUENTAS DE LOS FIDEICOMISOS PÚBLICOS

En relación con este delicado tema, existen diversas opiniones sobre la 
obligación de los fideicomisos públicos, estatales y privados que reciben 
recursos presupuestales federales, para dar a conocer con transparencia la 
información sobre el manejo de dichos recursos, e inclusive, los responsables 
de las diversas dependencias que coordinan fideicomisos públicos y sus 
titulares, argumentan indebidamente el secreto fiduciario para evadir 
la obligación de efectuar su rendición de cuentas a la sociedad mexicana, 
alegando el secreto fiduciario que establece la Ley de Instituciones de 
Crédito; asimismo, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental establece la información fiduciaria como reservada, 
amparada en el secreto fiduciario. Por lo anteriormente expuesto analizaremos 
si estas afirmaciones son válidas o carecen de fundamento.



66

Enrique Ávila Herrera

5.1 Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación

Esta ley reglamenta los artículos 74, fracciones II y VI, y 79 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de revisión 
y fiscalización de la Cuenta Pública. Ésta tiene como objeto evaluar los 
resultados de la gestión financiera de las entidades fiscalizadas; comprobar 
si se observó lo dispuesto en el presupuesto, la Ley de Ingresos y demás 
disposiciones legales aplicables, así como la práctica de auditorías sobre 
el desempeño para verificar el cumplimiento de los objetivos y las metas 
de los programas federales conforme a los normas y principios. Se integra 
por información contable, información presupuestaria, información 
programática y un análisis cualitativo de los indicadores de la postura 
fiscal, estableciendo su vínculo con los objetivos y prioridades definidas en la 
materia. Dicha revisión y fiscalización es realizada por la Auditoría Superior 
de la Federación.

El artículo 2, fracción IX, define a las Entidades Fiscalizadas e incluye a los 
mandantes, mandatarios, fideicomitentes, fiduciarios, fideicomisarios 
o cualquier otra figura análoga, así como los mandatos, fondos o 
fideicomisos privados cuando hayan recibido por cualquier título recursos 
públicos federales, no obstante que no sean considerados entidades 
paraestatales por la ley en la materia y aún cuando pertenezcan al sector 
privado o social. Este ordenamiento jurídico obliga a los fideicomisos de 
todo tipo para que sean fiscalizados en su Cuenta Pública, sólo por 
el hecho de haber recibido y ejercido recursos públicos federales, es 
decir, sus resultados son públicos y debe conocerlos la sociedad.

5.2 L ey de Trasparencia y A cceso a la Información Pública 
Gubernamental

Esta ley tiene como finalidad garantizar el acceso de toda persona 
a la información en posesión de los Poderes de la Unión, los órganos 
constitucionales autónomos o con autonomía legal, y cualquier otra entidad 
federal. Asimismo, establece una clasificación de información reservada 
que es aquella cuya difusión afecta la seguridad nacional y la realización 
de diversos actos que el Estado realice y que debe reservarse el derecho 
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de su confidencialidad por un tiempo determinado (hasta doce años). El 
artículo 14, fracción II, clasifica como información reservada los secretos 
comercial, industrial, fiscal bancario, fiduciario u otro considerado como 
tal por una disposición legal. Debido a que esta disposición ha sido 
malinterpretada la SHCP y la SFP emitieron el “ACUERDO QUE ESTABLECE 
LOS LINEAMIENTOS QUE DEBERÁN OBSERVAR LAS DEPENDENCIAS Y 
ENTIDADES DE LA ADMINSTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL PARA EL CONTROL, 
RENDICIÓN DE CUENTAS, E INFORMES Y LA COMPROBACIÓN DEL MANEJO 
TRANSPARENTE DE LOS RECURSOS PÚBLICOS FEDERALES OTORGADOS A 
FIDEICOMISOS, MANDATOS O CONTRATOS ANÁLOGOS”. Éste tiene como 
objeto que las dependencias y entidades proporcionen la información 
que requieran las secretarías antes mencionadas, para efectos de 
control presupuestal, relativos al manejo y destino de los recursos públicos 
federales aportados a fideicomisos, mandatos y contratos análogos, así como 
publicar de manera trimestral informes sobre los recursos públicos otorgados 
en el período, incluyendo rendimientos financieros, y los egresos 
realizados en el período, así como su destino.

La aplicación de estos lineamientos regula la obligación de las dependencias 
y entidades de dar acceso a los particulares a la documentación fuente, tanto de 
las operaciones fiduciarias como las bancarias y las relativas al cumplimiento 
de obligaciones fiscales realizadas con recursos públicos federales.

Con base en estos lineamientos, el INSTITUTO DE A CCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA expidió los “LINEAMIENTOS EN MATERIA DE 
CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN RELATIVA A LAS 
OPERACIONES FIDUCIARIAS Y BANCARIAS, ASÍ COMO EL CUMPLIMIENTO 
DE OBLIGACIONES FISCALES REALIZADAS CON RECURSOS PÚBLICOS 
FEDERALES POR LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINSTRACIÓN 
PÚBLICA FEDERAL”. Así en su artículo tercero, establece que las dependencias 
y entidades no podrán reservar, con fundamento en el artículo 14 
fracción II, de la Ley, la información relativa a operaciones fiduciarias 
y bancarias que se lleven a cabo con recursos públicos federales, sin 
perjuicio de que dicha información pueda ubicarse en algún otro supuesto de 
clasificación previsto en la ley. Asimismo, las dependencias y entidades que de 
la Administración Pública Federal, que se constituyan como fideicomitentes, 



68

Enrique Ávila Herrera

fideicomisarios o cuentahabientes en las operaciones a que se alude en el 
presente capítulo, deberán otorgar el acceso a la información relativa a 
dichas operaciones.

Otra disposición importante se encuentra en el artículo 7, que dice: 
“tratándose de fideicomisos no considerados entidades paraestatales que 
involucren recursos públicos federales, públicos estatales y/o recursos 
privados, el acceso a la información deberá otorgarse únicamente por lo 
que se refiere a la aplicación de los recursos públicos federales”. También 
el artículo 8 dice: “en el caso de fideicomisos privados que involucren 
recursos públicos federales a los que se refiere el artículo 181 del Manual de 
Normas Presupuestarias, vigente, la dependencia o entidad que eroga las 
aportaciones federales, deberá otorgar acceso a la información relativa 
únicamente por lo que se refiere a la aplicación de los recursos públicos 
federales, de conformidad con el artículo 12 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental”.

Como se observa, la información relativa al ejercicio de los recursos 
públicos federales, es transparente de conforme lo establecen éstos 
acuerdo lineamientos, no es procedente el argumento del secreto fiduciario. 

6. CONCLUSIONES

Las opiniones de algunos legisladores y especialistas en la materia, 
establecen que el secreto fiduciario es un obstáculo a la transparencia  
y se han efectuado diversos debates y análisis sobre el particular. Después 
de analizar los aspectos más importantes de las disposiciones legales que 
reglamentan el ejercicio y la fiscalización de los fideicomisos públicos 
que reciben recursos federales, consideramos que todas y cada uno de 
estas disposiciones establecen la obligación de transparentar su ejercicio, 
fiscalización y rendición de cuentas.

Todos y cada uno de los manejos fraudulentos de los fideicomisos 
privados que reciben recursos federales, mismos que se han dado a conocer 
a la opinión pública, se han efectuado violando todas las disposiciones que 
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regulan su administración y no deben argumentar a su  favor el secreto 
fiduciario, debido a que, por el sólo hecho de recibir recursos públicos 
federales, deben transparentar su ejercicio a través de su fiscalización 
por parte de la ASF y hacerlo público, sobretodo, a la sociedad. Después de 
este análisis, en el que se puede determinar que no existe el secreto fiduciario 
en estos fideicomisos, formularemos las conclusiones siguientes:

- 	 Todos los fideicomisos, públicos, estatales y privados que reciben 
recursos públicos federales, deben presentar obligatoriamente su 
rendición de cuentas ante el órgano fiscalizador y en especial a 
la sociedad. 

- 	 En caso de que el fideicomiso no cumpla con su obligación de 
rendición de cuentas, se debe sancionar a éste y a las diversas 
instancias que lo administran y controlan, como el fideicomitente, 
la institución fiduciaria, la coordinadora sectorial, el comité técnico, 
el delegado fiduciario general y el delegado fiduciario especial.

- 	 Se debe aplicar con todo rigor, sin excepción, la Ley de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y 
en caso de desvío o malversación de recursos públicos federales, 
establecer responsabilidades penales para éstos.

- 	 Los funcionarios que oculten información argumentando el secreto 
fiduciario, deberán ser inhabilitados para ejercer puestos directivos 
en la Administración Pública Federal, por un tiempo determinado 
dependiendo la gravedad del caso, y si es necesario, en forma 
definitiva.

- 	 La SHCP, en ningún caso, puede invocar el secreto fiduciario en los 
fideicomisos públicos.

- 	 Debido a la importancia de este instrumento jurídico en el manejo 
de cuantiosos recursos públicos federales, se deberá proponer ante 
la H. Cámara de Diputados establecer una normativa única que 
regule la administración de los fideicomisos públicos.
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- 	 La Auditoría Superior de la Federación debe realizar una evaluación del 
desempeño de los fideicomisos públicos para determinar el impacto 
de sus fines en el desarrollo económico y social de nuestro país.

	 Con base en la evaluación antes señalada, si el desempeño de los 
fideicomisos públicos no es razonable, la ASF deberá solicitar al 
fideicomitente único de la Administración Pública Federal (SHCP) 
que proceda a su extinción.

- 	 A los fideicomisos privados que reciben recursos públicos federales, 
que no trasparenten sus operaciones y no presenten su rendición 
de cuentas, se les deberá suspender temporal o definitivamente la 
ministración de estos recursos, ya que se desconoce su aplicación 
correcta para los fines establecidos.

- 	 Es conveniente evaluar la pertinencia de continuar utilizando 
la figura jurídica del fideicomiso, debido a su complejidad para 
efectuar adecuadamente su fiscalización; adicionalmente, evaluar 
los montos que debe cubrir el fideicomitente por concepto de 
honorarios fiduciarios, pagados a la institución fiduciaria por 
administrar el fideicomiso. Cabe señalar que los honorarios en 
comento, los fija la institución fiduciaria y consisten en un porcentaje 
mensual sobre el patrimonio fideicomitido y otro porcentaje sobre 
los productos financieros que obtiene el fideicomiso por la inversión 
de sus excedentes de tesorería. 

- 	 Se debe incluir en el contrato del fideicomiso, la obligación de 
éste de transparentar sus operaciones y presentar oportunamente 
su rendición de cuentas ante la sociedad, así como establecer 
las sanciones administrativas, civiles e inclusive penales por su 
incumplimiento.
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la fiscalización SUPERIOR ante
el caso de las coberturas petroleras.

¿área de oportunidad o nueva
área de opacidad y riesgo?

Por Alberto Marcos Carrillo Armenta

Introducción

La Auditoría Superior de la Federación (ASF) ha identificado, como 
resultado del proceso de fiscalización superior, 13 grandes áreas de opacidad 
y riesgo sobre las cuales ha señalado con insistencia la necesidad de una 
profunda reflexión y acción decidida para ajustar políticas públicas, revisar 
normas y procedimientos, señalar fortalezas, identificar debilidades, generar 
oportunidades y abatir amenazas. Estas áreas, que también pueden verse 
como áreas de oportunidad, se fueron identificando y precisando a partir de 
la acción fiscalizadora de la ASF, de los resultados de las auditorías que se 
han practicado con motivo de la revisión de las Cuentas Públicas.1

En el caso de la utilización de derivados financieros como Coberturas2 para 
proteger el ingreso fiscal producto de la exportación del petróleo, estamos 
ante un proceso similar en el cuál la fiscalización superior descubre una 
amenaza. Las dos auditorías practicadas al Fondo de Estabilización de los 
Ingresos Petroleros (FEIP) alertan sobre una posible área de riesgo sin que 
hasta ahora las autoridades de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP) hayan tomado medidas adecuadas para eliminarlo. 

El trabajo que ahora presento, tiene el objetivo de describir ese proceso,   
identificar las condiciones de las que proviene la opacidad, señalar y 

1 	 Ver: Áreas de Opacidad y Riesgo en el Estado Federal Mexicano. Oportunidades de Mejora. Publicaciones 
ASF, H. Cámara de Diputados, enero de 2008.

2 	 Cobertura: Estrategia utilizada para compensar el riesgo en inversión. Las características de los Derivados 
Financieros se prestan como instrumentos para elaborar distintas formas de cobertura y ante diversos 
riesgos de mercado.
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caracterizar los riesgos de ella y resaltar los desafíos y oportunidades de 
mejora que se abren a la Administración Pública.

En una primera parte describiré la importancia que ha adquirido el uso de 
los instrumentos derivados para cubrir una parte significativa de los ingresos 
fiscales del país y el comportamiento de las autoridades para informar sobre 
su uso. Posteriormente, describiré la relevancia del proceso de fiscalización 
superior en relación a ellos, después señalaré algunas de las normas a las 
que debiera estar sujeto su tratamiento contable responsable y, finalmente 
haré algunas reflexiones breves a manera de conclusión.

Importancia del uso de Derivados Financieros como Instrumento de 
Coberturas de Riesgo

La ASF auditó para la cuenta pública 2007 el Fondo de Estabilización de 
los Ingresos Petroleros (en adelante Fondo o FEIP) con el objetivo de fiscalizar 
su gestión financiera.

La revisión se efectuó a la SHCP en distintas direcciones, unidades y a la 
Tesorería de la Federación (TESOFE), además a dos direcciones de Nacional 
Financiera, SNC (NAFIN).

Previamente a la cuenta pública del año 2002, la ASF ya había fiscalizado 
al FEIP, en virtud de su reciente constitución en el año 2000. En dicha 
auditoría se revisaron, por primera vez, las operaciones de la contratación 
de coberturas petroleras.

Sin embargo, no se auditó al Banco de México (Banxico), quién es —como 
reveló la misma auditoría realizada al Fondo— por mandato del 20 de agosto 
de 2001, quien realiza las operaciones de contratación de coberturas en su 
carácter de agente financiero del Gobierno Federal.

A diferencia de las revisiones a Apoyos y Servicios a la Comercialización 
Agropecuaria (ASERCA), en donde la auditoría tiene a las coberturas como objetivo 
específico, en estos casos no ha sido la razón fundamental de la revisión.
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A pesar de ello, de la ASF proviene la única información específica de 
que dispone la sociedad sobre las coberturas petroleras, ello a pesar de que 
se han convertido en un asunto y tema fundamental debido a la delicada 
situación económica y de las finanzas públicas.

El Fondo (FEIP) se creó en diciembre del 2000 con excedentes de dicho 
ejercicio fiscal y del año 2001 al 2008 la SHCP ha destinado 44 mil 363 
millones de pesos para la contratación de coberturas en los años 2001, 2004, 
2005, 2006, 2007 y 20083, sin que de ellas se haya informado con detalle. Es 
hasta el año pasado que, por primera vez, la SHCP informó de la adquisición 
de coberturas mediante el Comunicado 089/2008 del 13 de noviembre del 
2008 y en la conferencia de prensa que con motivo de la aprobación del 
“Paquete Económico para 2009” ofreció ese día el Secretario de Hacienda y 
Crédito Público, Agustín Cartens Cartens, acompañado por los Subsecretarios 
de Egresos, de Ingresos, el Jefe del Servicio de Administración Tributaria y el 
Titular de la Unidad de Crédito Público.

El Secretario salió al paso a la preocupación por el hecho de que el 
Presupuesto de Egresos de la Federación 2009 se aprobó con una estimación 
del precio promedio de la mezcla mexicana de 70 dólares por barril, y a la 
fecha de la conferencia el precio se encontraba por debajo de 40 dólares. 
Anunció que había realizado en los mercados financieros internacionales 
operaciones de cobertura que consistieron en la adquisición de opciones 
Put sobre el precio promedio de la mezcla mexicana de exportación para el 
ejercicio fiscal 2009. El monto total cubierto fue de 330 millones de barriles, 
equivalentes al volumen de exportaciones netas de productos petrolíferos 
contemplado en el paquete económico 2009. Informó que el costo total de 
la cobertura fue de 1,500 millones de dólares. El Secretario Cartens resaltó 
la importancia del hecho al enfatizar que “actualmente se estima que las 
coberturas tienen un valor de 9,553 millones de dólares. Es decir, que el 
Gobierno Federal recibiría una compensación de 9,553 millones de dólares 
de mantenerse el precio (de ese momento) de $40.00 US dólares”.

3 	 Cita Documento “Coberturas contra el Riesgo de una Reducción en el Precio Promedio de la Mezcla 
mexicana de Exportación de petróleo Crudo en 2009”. Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, H. 
Cámara de Diputados.
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La importancia política y económica del uso de Derivados Financieros 
como instrumento de cobertura del ingreso fiscal por exportaciones de 
petróleo es indiscutible. Cartens aseguró que ello “permitirá la ejecución de 
los programas contemplados en el Presupuesto de Egresos de la Federación 
2009, preservar su capacidad de implementar las políticas contra cíclicas, 
mitigar las significantes fuerzas recensionarías (sic) que la economía 
mexicana está recibiendo del exterior”. “Así, la administración del Presidente 
Calderón podrá proteger el crecimiento económico, el empleo y profundizar 
el esfuerzo para abatir de manera sostenible la pobreza en el país”.

La conferencia de prensa del Secretario de Hacienda tuvo el evidente 
propósito de tranquilizar los mercados nacionales e internacionales. Sin 
embargo, posteriormente se ha negado sistemáticamente a proporcionar 
información adicional.

Se ha señalado que el activo subyacente son barriles de petróleo crudo de 
la Mezcla Mexicana de Exportación; sin embargo, no se ha querido confirmar 
este dato. Pudiese ser que el activo subyacente de las opciones fuese petróleo 
WTI o Brent.4

No conocemos la fecha de ejercicio (vencimiento), tampoco se ha 
informado del mercado en el cuál se realizó la operación ni los agentes 
financieros colocadores.

Particularmente importante es el dato de la(s) fecha(s) de vencimiento de 
las opciones, si todas las opciones Put vencen en el mismo día o se compraron 
para ejercerlas trimestralmente, si son del tipo americano o del tipo europeo. 
El mismo Secretario reconoce en su conferencia la importancia de la fecha 
porque de ella depende el monto a recibir por ellas, o si eventualmente 
conviniese ejercerlas antes de su vencimiento, (ello sólo sería posible si se 
hubiesen contratado opciones del tipo americano). 

4 	 Para cubrir el precio del petróleo se pueden utilizar muchos instrumentos financieros derivados, tales como 
futuros, opciones, opciones sobre futuros de precios del petróleo, sobre canastas de acciones de empresas 
petroleras, sobre notas estructurales, sobre índices de precios del petróleo, sobre precios de cotización de 
distintos tipos de petróleo e incluso sobre tracks asociados al petróleo.
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Dice el Secretario en la misma conferencia arriba citada: “(…) el costo total 
de la cobertura fue de 1,500 millones de dólares (mdd) y actualmente se estima 
que ésta tiene un valor de 9,553 mdd. Obviamente este monto varía conforme 
se vaya comportando el precio de referencia. Si el precio de referencia resulta 
por arriba de los 70 dólares, no recibiríamos nada”. (subrayado mío)

Por el informe de la ASF de las auditorías practicadas al FEIP en la cuenta 
pública 2002 sabemos que en aquel entonces se contrataron opciones 
referidas a crudo “WTI”. En cambio, en el 2007 se contrataron referidas a los 
crudo “Maya” y “Brent”, en ese año los agentes colocadores contratados por el 
Banco de México fueron J. Aron & company (Goldman Sachs); Barclays Capital; 
Morgan Stanley Capital Group y Deutsche Bank y aunque no se menciona una 
fecha precisa de vencimiento sí se habla de un “periodo comprendido entre el 
1° de diciembre 2007 y el 30 noviembre de 2008 y que el pago, de existir, se 
realizaría cinco días hábiles después del final del periodo referido”.5 

La fecha del vencimiento de los instrumentos derivados es fundamental, 
porque de darse la circunstancia de que el precio del petróleo llegase a 
repuntar en la fecha de vencimiento, el monto a recibir pudiese ser muy 
menor al calculado por el Secretario. Eventualmente pudiese darse el caso de 
que el país no recibiera nada si al vencimiento el precio del valor subyacente 
estuviese a 70 dólares. Por lo tanto, también es fundamental conocer 
precisamente el valor subyacente, ya que en los mercados internacionales 
de futuros, no se cotiza una “Mezcla Mexicana” o el petróleo tipo “Maya” o 
“Istmo”. Se cotiza el petróleo “WTI” y el “Brent”.6

5 	 ASF Informe sobre la Revisión de las Cuentas Públicas 2002 y 2007.
6 	 Se consideran Crudos de referencia los siguientes:
	 Brent Blend: compuesto de quince crudos procedentes de campos de extracción en los sistemas Brent 

y Ninian de los campos del Mar del Norte, este crudo se almacena y carga en la terminal de las Islas 
Shetland. La producción de crudo de Europa, África y Oriente Medio sigue la tendencia marcada por los 
precios de este crudo.

	 West Texas Intermediate (WTI) para el crudo estadounidense.
	 Dubai: se usa como referencia para la producción del crudo de la región Asia – Pacífico.
	 Tapis: de Malasia, usado como referencia para el crudo ligero del Lejano Oriente.
	 Minas: de Indonesia, usado como referencia para el crudo pesado del Lejano Oriente.
	 Arabia Ligero: de Arabia Saudita.
	 Bonny Ligero: de Nigeria.
	 Fateh: de Dubai.
	 Istmo: de México (no-OPEP).
	 Saharan Blen: de Argelia.
	 Tía Juana: Ligero de Venezuela.
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El precio de la Mezcla Mexicana, al momento de escribir este ensayo está a 
$62.82; es decir, a escasos 7.19 dólares del Strike Price pactado de 70 dólares 
por barril. De mantenerse así hasta el día del vencimiento de la opción, 
México sólo recibiría escasos $7.19 dólares por cada barril del contrato. Ello 
a pesar de que el promedio del precio durante el año ha sido de $47.66 
dólares, una diferencia de $22.34 dólares con el STK Price.

Sin embargo, la situación pudiera ser mucho más desfavorable para el 
país si el valor subyacente fuera el precio del petróleo “WTI” o “Brent”. A la 
misma fecha, los precios de petróleo de referencia internacional ya estaban 
por encima de 70 dólares por barril.* 

Como se observa, el tipo de valor subyacente y la fecha de ejercicio son 
fundamentales para la valoración de un derivado financiero que busca 
utilizarse como medio de cobertura.

Es por ello pertinente recordar la Recomendación 07-0-06100-02-0233-01-
001 que hizo la ASF en la Auditoria al Fondo para la cuenta pública del 2007:   

“La ASF (…) recomienda a la SHCP evalué contratar coberturas que se 
puedan ejercer inmediatamente o con periodos de evaluación más cortos 
para que ante una caída de precios del petróleo haya recursos de estos 
instrumentos financieros (…) La SHCP informará a la ASF sobre los resultados 
de su gestión”.

La opacidad como política de la Secretaria de Hacienda y Crédito 
Público

La Secretaría de Hacienda se ha negado a informar los detalles de las 
coberturas petroleras. Al principio con meras evasivas y medias verdades 
para posteriormente clasificar la información como confidencial, una vez que 
le fue solicitada apelando a la Ley de Acceso a la Información. 

* 	On June 9, West Texas Intermediate (WTI) crude oil prices closed above $70/bbl for the first time since November 
4, 2008. WTI prices have more than doubled since the lows posted in late December. Fuente: Bloomberg.
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El 27 de enero de 2009, un particular requirió información sobre las 
coberturas petroleras adquiridas para el presente ejercicio fiscal 2009, 
específicamente:

1. En qué consisten las coberturas petroleras.

2. Cuándo fueron adquiridas.

3. Cómo se tomó la decisión.

4. Quién la tomó.

5. Quién o quiénes firmaron estos contratos.

6. Cuáles son las condiciones de este instrumento.

7. Cuáles son los beneficios.

8. Mencionar en lo que va del presente año, si dichas coberturas se han 
hecho efectivas.

9. Los beneficios económicos para el país.

En relación a las preguntas 2 y 8 (que son las más relevantes) se determinó, 
por el Comité de Información de la SHCP, que tal información tiene el 
carácter de confidencial argumentando que los instrumentos suscritos con 
las instituciones financieras que participan en las operaciones de cobertura, 
contienen una cláusula de confidencialidad.

Aunado a lo anterior, se sostiene que su difusión afectaría severamente 
el desarrollo del sistema financiero en su conjunto y podría causar graves 
disturbios en los mercados financieros de este tipo de instrumentos y, 
consecuentemente, las condiciones proporcionadas a México pudiesen sufrir 
modificaciones sustanciales, generándose así efectos adversos en la economía 
nacional, pues al alterarse las condiciones de los instrumentos, pudiesen 
disminuir los ingresos que México obtendría por concepto de las operaciones 
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en cuestión y, en este sentido se tendrían que realizar, en primera instancia, 
recortes al gasto aprobado en el Presupuesto de Egresos de la Federación, 
en detrimento de las finanzas públicas y la economía del país, pudiendo 
inclusive llegarse a dejar de cubrir algunas necesidades públicas.

La Unidad Administrativa estableció un plazo de 12 años, el cual fenece en 
el año 2020, con independencia de que la misma información mantendrá su 
carácter de confidencial.

Además, se argumentó que se trata de información de carácter económico, 
y su divulgación daría detalles y ventajas a los competidores en la materia, 
pudiendo afectar a sus negociaciones y toma de decisiones de las personas 
titulares de tales datos.

Se llegó al extremo de invocar el artículo 82 de la Ley de Propiedad Industrial 
que dispone y prevé que la persona física o moral de que se trate debe adoptar 
los medios o sistemas suficientes para preservar la confidencialidad y el acceso 
restringido a la información que constituye un secreto industrial o comercial, 
el segundo párrafo del artículo 84 de la citada Ley establece que en los 
convenios por los que se transmitan conocimientos técnicos, asistencia técnica, 
provisión de ingeniería básica o de detalle, se podrán establecer cláusulas de 
confidencialidad para proteger los secretos industriales que contemplen, los 
cuales deberán precisar los aspectos que comprenden como confidenciales.7

La información sobre las coberturas no sólo fue solicitada por la prensa 
y particulares, sino también expresamente por la Comisión Permanente del 
Congreso de la Unión el 26 de mayo del 2009.

Se transcribe la parte final del Dictamen:

PRIMERO.- La Comisión Permanente del Congreso de la Unión solicita, con 
sustento en (…) del titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
un informe pormenorizado respecto a la aplicación de los recursos, ingresos, 

7 	 Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Comité de Información C.I. 030/2009 Solicitud de acceso: 
0000600005509, México Distrito Federal, a 3 de febrero de 2009.
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egresos y saldos mensuales, del FEIP y de las coberturas petroleras, desde 
su creación hasta la fecha, conforme a las medidas de transparencia del 
Acuerdo por el que se establecen las Reglas de Operación de ese Fondo. 

SEGUNDO.- Se solicita del titular de la SHCP, remita a esta Soberanía 
copia de los contratos suscritos en materia de Coberturas Petroleras, en 
los que se hayan considerado recursos del Fondo de Estabilización de los 
Ingresos Petroleros. 

No se conoce respuesta hasta ahora al Punto de Acuerdo, a pesar de 
que la Comisión Permanente había aprobado una solicitud similar el 23 
de julio de 2008.

No es motivo de este ensayo combatir los argumentos que la SHCP esgrime 
para negarse a dar información. Baste decir que el mercado de derivados 
financieros es gigantesco como para que la compra de mil quinientos 
millones de dólares pudiese afectarlo. Por otro lado, es desmesurado pensar 
que alguien pudiese elevar el precio internacional del petróleo con el simple 
objetivo de no pagarle a México sus contratos de derivados. Si alguien 
pudiese hacer eso, contrataría futuros y opciones y luego elevaría o bajaría 
el precio a conveniencia para pagarse a sí mismo jugosas utilidades. Es más, 
si la SHCP pudiese también alterar los mercados de Futuros, le sería más 
redituable manipular los precios internacionales especulando con ellos que 
al país exportar petróleo.

Lo importante para los fines de este ensayo es el evidenciar que la 
actitud de la Secretaria de Hacienda constituye una práctica reiterada 
para mantener determinadas operaciones al margen de los principios más 
elementales de transparencia.

Para demostrar lo anterior presentaré de manera sintética los principales 
resultados de la primera auditoría practicada al Fondo, con el fin de que 
contrasten con las declaraciones de Hacienda reservando la información 
y, finalmente, describiremos los principios contables a los que debiese 
estar obligado el Fondo a cumplir en el tratamiento y control adecuado 
de las Coberturas.
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Relevancia del proceso de Fiscalización Superior en relación a los 
Derivados Financieros como Instrumento de Coberturas de Riesgo

Me referiré principalmente a los resultados de la primera auditoria porque 
se realizó en el año 2003 y, por lo tanto, la autoridad ha tenido tiempo 
suficiente para corregir las irregularidades encontradas y aceptar algunas 
recomendaciones de la ASF que hubiesen permitido al Fondo fortalecer y 
mejorar sus prácticas gubernamentales.

La ASF realizó una auditoría financiera y de cumplimiento denominada 
“Recaudación de Ingresos por Aprovechamientos por Recuperaciones de Capital 
“Otros”, Provenientes del Fondo de Estabilización de los Ingresos Petroleros” 
que reveló aspectos muy interesantes de la forma en que se realiza la operación 
de los Derivados Financieros como instrumentos de cobertura en el FEIP.

A partir de la auditoria de la ASF se puede reconstruir lo que se podría 
considerar la estrategia del Fondo para ese año.8

Se observó que en la ejecución de la Estrategia de Coberturas Petroleras 
para el ejercicio fiscal de 2002, se contrataron para el periodo de noviembre 
de 2001 a octubre de 2002, y se realizaron mediante la contratación de pisos 
(precios mínimo de venta); al respecto, éstas se efectuaron en dos etapas (17 
operaciones en la primera etapa y 18 en la segunda). 

Se observó que en la primera etapa contratada del 29 de agosto al 10 de 
septiembre de 2001, los precios oscilaban entre 26.55 y 28.03 dólares por 
barril (precio de referencia WTI), en el cual se aseguró un precio mínimo de 
venta de 23.00 dólares por barril para cubrir hasta el 31 de octubre de 2002; es 
importante señalar que en principio las coberturas se contrataron para proteger 
los ingresos públicos de una caída abrupta de los precios del petróleo. Cabe 
señalar que al 10 de septiembre del 2001 se habían asegurado (cubierto) 95 
millones de barriles y erogado 99.9 millones de dólares; por su parte, el Comité 
había aprobado el gasto de hasta 100.0 millones de dólares.

8 	 Para efectos de la redacción del ensayo, se cita de manera libre, pero buscando ser lo más fiel posible a 
los datos contenidos en los respectivos Informes de la Revisión de la Cuenta Pública de la ASF. Solicito 
tolerancia en el uso de los tiempos verbales.
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Sin embargo, las tendencias, según muestran los precios del petróleo, 
fueron a la baja, durante el periodo de septiembre a noviembre de 2001, 
por lo que el Comité instruyó la continuación de la estrategia de coberturas 
petroleras mediante la contratación de pisos adicionales, las primeras 
contrataciones se realizaron el 2 y 5 de noviembre (del 2001), los precios 
oscilaban entre 20.02 y 20.19 dólares por barril y se aseguraron 10 millones 
de barriles por 11.7 millones de dólares a un precio mínimo de venta de 
18.46 dólares, también para cubrir riesgos hasta octubre de 2002, con lo que 
se suspendieron nuevamente las contrataciones.

Posteriormente, del 4 al 20 de diciembre (del 2001) se reanudaron las 
contrataciones de coberturas; el precio del petróleo en esta etapa osciló entre 
18.08 y 19.65 dólares por barril, y se contrataron coberturas por 95 millones 
de barriles con un costo de 108.2 millones de dólares con un precio mínimo 
de venta de 18.33 dólares por barril para cubrir riesgos hasta octubre de 
2002, estas operaciones se contrataron con primas y volatilidad mayores que 
las de la primera etapa, además con una cobertura y a un precio similar al 
petróleo que se estaba cotizando en el mercado.

En resumen, al 20 de diciembre (del 2001) se habían asegurado (cubierto) 
105 millones de barriles por 119.9 millones de dólares, que sumados a la 
primera etapa de coberturas totalizan 200 millones de barriles con una 
erogación de 219.9 millones de dólares, monto equivalente a 2,029,569.1 
miles de pesos, que correspondió al 21.5% del patrimonio inicial del FEIP; el 
monto erogado no superó el rango autorizado por el Comité.

Por otro lado, en el documento “Estrategia de Coberturas Petroleras” de 
fecha 28 de noviembre de 2001 presentado al Comité Técnico del FEIP, 
se expusieron cuatro alternativas; destaca la segunda, que consistió en 
continuar la contratación de coberturas hasta 200 millones de barriles, opción 
autorizada por el Comité Técnico, no obstante que la tercera y la cuarta 
alternativas, eran las más atractivas para el FEIP, ya que consistieron en 
deshacer en el 2001 y en el 2002 la posición actual de pisos, respectivamente, 
lo que representaría en ambas alternativas, un ingreso para el FEIP estimado 
en 350 millones de dólares y mantener como estrategia de cobertura 
únicamente la disponibilidad de los recursos del FEIP para el año de 2002; 
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sin embargo, el Comité Técnico tomó la decisión de continuar la contratación 
de las coberturas, lo que representó asumir costos, que pudieron evitarse, 
por 108.2 millones de dólares y dejar de obtener el beneficio de los 350 
millones de dólares.

Por ello la ASF solicitó a la Secretaría Técnica del Comité Técnico del FEIP 
que aclare plenamente los criterios por los cuales decidió seguir contratando 
coberturas petroleras en la segunda etapa para llegar hasta los 200 millones 
de barriles, y (por qué) no se tomó alguna de las alternativas tercera o cuarta 
presentadas en el documento “Estrategia de Coberturas Petroleras”, de fecha 
28 de noviembre de 2001.

La respuesta fue que las coberturas se realizaron atendiendo al nivel de 
precio asegurado en la primera etapa que proveería al Gobierno Federal de 
ingresos por coberturas ante caídas de precio en el petróleo WTI por debajo 
de los 23 dólares y al escenario de incertidumbre que prevalecía derivado de 
los atentados terroristas del 11 de septiembre al WTC de Nueva York generó 
un entorno muy volátil de los precios del petróleo por lo que en ese momento 
no se consideró conveniente la alternativa de venta de los pisos contratados 
debido que el objetivo era asegurar los ingresos del Gobierno Federal.

La ASF consideró la respuesta como insuficiente, debido a que a su 
juicio no se aclararon plenamente los criterios por los cuales decidió seguir 
contratando coberturas petroleras en la segunda etapa hasta llegar a 200 
millones de barriles. 

Por otro lado, en relación a la Capacidad del Comité Técnico del FEIP la 
ASF hace señalamientos que deben ser vistos con preocupación a pesar del 
tiempo transcurrido de esa fecha al día de hoy.

Además de que se les señaló que no integraban sus reuniones adecuadamente 
y se les recordó que sus funciones son indelegables, lo importante fue que se 
evidenció su despego a su tarea sustantiva, demostrable con el hecho de que 
no contaban con información clave; y en particular, del documento de cierre 
de la contratación de instrumentos de coberturas petroleras y de los informes 
semanales que debió presentar el Banco de México.
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Se determinó que también a la Subsecretaría de Hacienda y Crédito Público, 
le faltó información referente al Contrato Marco 2002 para las operaciones de 
contratación de coberturas petroleras y los informes semanales emitidos por 
el Banco de México, así como justificar plenamente por qué decidió seguir 
contratando coberturas teniendo las alternativas arriba señaladas.

Las operaciones de contratación de coberturas petroleras se realizaron según 
el oficio de mandato del 20 de agosto de 2001, en el cual la TESOFE instruyó 
al Banco de México para que realizara las operaciones de contratación de 
coberturas actuando por cuenta y orden del Gobierno Federal. Sin embargo 
ello no significaba de ninguna manera transferir la responsabilidad inherente 
al Fondo, porque en el citado mandato se estableció en el numeral 5 que el 
Banco de México entregaría semanalmente un informe sobre las operaciones 
realizadas y los respectivos estados de cuenta a los miembros del Subcomité 
de Coberturas Petroleras. Pero sólo se proporcionó los estados de cuenta y un 
reporte global de las operaciones, en infracción del citado numeral.

Después de la reunión de pre confronta, celebrada el 11 de diciembre 
de 2002, se proporcionó a la ASF el contrato celebrado entre el Banco de 
México y el agente financiero con que se contrataron coberturas petroleras 
relacionadas con el FEIP, fechado el 20 de enero de 1997, y se observó que no 
contemplaba casos específicos de las contrataciones de las coberturas.

Finalmente, el Subcomité de Coberturas informó que debido a que la 
cobertura petrolera es una transacción que se realiza para disminuir el riesgo 
que representa la caída del precio del petróleo (…) y que dado el precio 
promedio observado por el West Texas Intermediate (WTI) durante el periodo 
del 1o. de noviembre de 2001 al 31 de octubre de 2002, de 24.73 dólares 
por barril, fue mayor que el asegurado en 20.54 dólares por barril, no hubo 
ganancias por las dos coberturas contratadas.

La ASF solicitó al Comité Técnico el documento de cierre o finiquito; éste informó 
que el Banco de México completó la contratación de coberturas conforme a los 
parámetros autorizados, y no proporcionó documento de cierre; sin embargo, el 
citado comité ratificó que no hubo ganancias al proporcionar el Acta de la Sexta 
Sesión Ordinaria del Comité Técnico celebrada el 24 de octubre de 2002.
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La Secretaría Técnica del Fideicomiso Fondo de Estabilización de Ingresos 
Petroleros se justificó informando que el Banco de México completó la 
contratación de coberturas, por lo que no existe un documento de cierre o 
finiquito como tal al término de la misma y sólo proporcionó el Acta de la 
Sexta Sesión Ordinaria del Comité Técnico celebrada el 24 de octubre de 
2002; ahí indica que no hubo ganancias por la contratación de coberturas; 
asimismo, no proporcionó los informes semanales que el Banco de México 
tenía obligación de entregar a la Secretaría Técnica del Fideicomiso. Por 
lo anterior, se constató que la Secretaría Técnica del Fideicomiso Fondo de 
Estabilización de Ingresos Petroleros no cuenta con la información necesaria 
para cumplir con sus facultades, en infracción del artículo tercero, numeral 
6, fracción I, del Acuerdo por el que se expiden las Reglas de Operación del 
Fondo de Estabilización de los Ingresos Petroleros.

De la auditoría se pueden inferir algunas respuestas a nuestras inquietudes. 
Una de ellas es que se utilizó como valor subyacente el “WTI”, otra es que 
se puede deducir que las coberturas contratadas son del Tipo Americano por 
el hecho de que en el documento “Estrategia de Coberturas Petroleras” se 
recomienda la venta anticipada de las coberturas para obtener ingresos. Ello 
implica que se podían ejercer en algún momento del año cubierto.

Traigamos esa situación al presente. Si las coberturas contratadas para 
este año tienen como valor subyacente el WTI, ya tenemos un problema por 
el precio actual, a menos que se hayan ejercido antes, como se recomendaba 
en el documento arriba citado para las coberturas contratadas en el 2002. 

El “peloteo” entre el FEIP, la SHCP y el Banco de México en cuanto a las 
respuestas a los requerimientos de información de la ASF, pone en evidencia 
un tratamiento profundamente inadecuado de las coberturas, un desorden 
contable y, con toda probabilidad, una débil administración de riesgos. 
Particularmente grave es el hecho de que al parecer no cuentan con sistemas 
adecuados para el tratamiento de instrumentos tan delicados y que tampoco 
cuentan con métodos para la toma de decisiones que no pueden dejarse sólo 
en manos del bróker, del agente financiero, o el intermediario financiero, por 
su trascendencia y alto impacto a las finanzas públicas nacionales.
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Normas contables a las que debiera estar sujeto cualquier ente 
para el adecuado tratamiento de Derivados Financieros como 
Instrumento de Coberturas de Riesgo

A pesar del reconocimiento relativamente reciente del uso de instrumentos 
financieros derivados con fines de cobertura, existen desde el año 1999 
normas contables a las que tienen que sujetarse las empresas que los utilicen. 
Las normas mexicanas son aún incipientes pero se ha avanzado sobre este 
asunto. Evidentemente también existen normas internacionales.  

El marco mexicano cuenta principalmente con el Boletín C-2, Instrumentos 
Financieros, del Instituto Mexicano de Contadores Públicos (IMCP), (17 Dic. 
1999) y la Circular 1448 Criterio B-5, Instrumentos Financieros Derivados, 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), (14 Oct. 1999). En 
el marco internacional destacan la Normas Internacionales de Contabilidad 
(NIC) 32, Presentación y Revelación de instrumentos financieros, la NIC 39, 
Valuación y Reconocimiento de instrumentos financieros, la Statement of 
Financial Acounting Standards (SFAS), 133, Contabilización de instrumentos 
derivados y actividades de cobertura.

Las características fundamentales de los instrumentos derivados que 
dificultan su tratamiento contable se desprenden del hecho de que su valor 
cambia rápidamente y en distintas direcciones (utilidad, perdida) frente a 
(pequeños o grandes) cambios de sus valores subyacentes. En entornos de 
alta volatilidad puede oscilar rápidamente hacia arriba y hacia abajo en 
porcentajes altísimos en semanas, días e incluso horas debido de su alto 
nivel de apalancamiento. Otra característica es que su liquidación se difiere 
para el futuro. Pero, sobre todo, que la inversión inicial es nula o pequeña en 
relación al resultado final.

No permite la extensión de este ensayo abundar en consideraciones 
alrededor de las distintas normas contables arriba mencionadas. Señalaré 
sólo lo más importante para el propósito de este ensayo que tiene que ver 
con evidenciar la opacidad detectada en el FEIP.



90

Alberto Marcos Carrillo Armenta

Consideraciones sobre el Boletín C – 2

El IMCP en su Boletín reconoce que las necesidades de financiamiento e 
inversión y de administración de riesgo que tienen los participantes de la 
economía, han originado que se cree una amplia gama de instrumentos que 
permitan satisfacer dichas necesidades con flexibilidad.

Por ello es importante definir los conceptos y elementos, establecer las 
reglas generales de valuación, señalar las condiciones para compensar 
activos financieros y pasivos financieros y —sobre todo— establecer las 
reglas de presentación y revelación

En relación con las Reglas de Valuación establece que todos los activos 
financieros y pasivos financieros resultantes de cualquier tipo de instrumento 
financiero deben valorarse a su valor razonable.9

Cuando el valor de mercado satisface las condiciones de pactarse entre 
partes interesadas y dispuestas y en una transacción en libre competencia, 
debe considerarse que dicho valor de mercado es el valor razonable.

Cuando no exista un valor de mercado o el valor de mercado no sea una 
referencia apropiada, los activos y pasivos financieros deberán valorarse 
utilizando determinaciones técnicas del valor razonable.

La diferencia en la valuación de un período a otro, deberá registrarse en el 
Estado de Resultados del período en el que ocurre.

Para las Reglas de Presentación establece que todos los activos y pasivos 
financieros resultantes de cualquier tipo de instrumento financiero deben 
registrarse en el Balance General.

9 	 “Fair Value”: valor razonable, también llamado precio justo (se ubica en un lugar intermedio por la fusión 
de dos conceptos diferentes), es un concepto utilizado en las finanzas y la economía, que se define como 
una racional y objetiva estimación del potencial precio de mercado de un bien, servicio o activo, teniendo 
en cuenta factores objetivos tales como: Costos de adquisición, producción y distribución, los costos de 
reemplazo, o los costos de los subtítulos próximos; Utilidad real en un determinado nivel de desarrollo 
social de la capacidad productiva y la relación de oferta frente a la demanda. Y factores subjetivos, tales 
como las características del nivel de riesgo, costo de capital, percepción individual de utilidad.
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Tratándose de transacciones con fines de cobertura, los activos y pasivos 
financieros generados por los instrumentos derivados involucrados, deben 
presentarse en el balance general netos de los activos o pasivos cuyos riesgos 
están siendo cubiertos.

En relación a las Reglas de Revelación señala que las revelaciones mínimas 
en notas a los Estados Financieros serán: las políticas contables, las bases de 
valuación de los instrumentos financieros y el criterio seguido para el registro 
y presentación de los resultados provenientes tanto de la valuación de los 
instrumentos financieros, como la de los costos y rendimientos generados por 
transacciones con instrumentos financieros.

También deberá revelarse la política de administración de riesgos que la 
entidad tenga establecida.

Consideraciones sobre el criterio B – 5

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores establece sin ambigüedad que 
todas las operaciones efectuadas con instrumentos financieros derivados, 
incluyendo los crediticios, los paquetes de instrumentos derivados, así como 
la porción derivada correspondiente a operaciones estructuradas deben ser 
adecuadamente registradas y contabilizadas.

Se debe clarificar su intencionalidad; es decir, si los contratos derivados 
se utilizan como cobertura de una posición abierta de riesgo, o con fines de 
negociación (especulación).

Para que un derivado financiero pueda considerarse un instrumento de 
cobertura debe demostrar que existen condiciones específicas en los activos 
o pasivos cuyo riesgo se cubre y condiciones que el instrumento derivado 
utilizado debe cumplir. 

Por ejemplo: el instrumento derivado debe reducir la exposición al riesgo y 
tiene que ser designado como cobertura; por lo tanto, a partir del momento 
en que se pacta el contrato derivado, y durante la vida del mismo, debe existir 
una relación inversa significativa entre los cambios en el valor razonable del 
instrumento derivado y el valor razonable de la posición primaria cubierta.
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La CNBV establece reglas de registro y valuación por las cuales las 
instituciones deben reconocer en el Balance General el importe de los 
instrumentos derivados que tengan en su posición, ya sea en el activo, 
pasivo o ambos, de acuerdo con los derechos y obligaciones contenidas en 
cada instrumento.

Existen criterios específicos para la determinación del valor razonable 
dependiendo del tipo de instrumento, sus fines (negociación o cobertura) y 
para el comprador o vendedor. 

En cuanto a las reglas de presentación la CNBV define que deben 
presentarse en el Balance General los contratos de futuros (no señala 
opciones, sin embargo éstas se comercializan en los mercados de futuros), 
contratos adelantados (forwards) o swaps. 

Cuando tengan fines de cobertura se compensan las posiciones activas y 
pasivas, y el resultado, ya sea deudor o acreedor, se presenta conjuntamente 
con la posición primaria. Cuando tengan fines de negociación se compensan 
las posiciones activas y pasivas; si resulta un saldo deudor, se presenta en el 
Activo, dentro de las operaciones con valores y derivadas. Si es acreedor, se 
presenta en el Pasivo.

Reglas de presentación – Estado de Resultados 

Cuando el derivado tiene fines de cobertura: los incrementos o disminuciones 
que se determinen de la valuación de las posiciones activas o pasivas, se 
reconocen en el mismo rubro del Estado de Resultados en donde se registre 
el resultado por la valuación de la posición primaria.

Cuando tiene fines de negociación: los incrementos o disminuciones que 
se determinen de la valuación de los activos o pasivos, se reconocerán en el 
Estado de Resultados como resultado por intermediación.

La CNBV establece Reglas de Revelación de información cualitativa y 
cuantitativa. En el primer caso, se deben describir los objetivos generales de la 
institución al celebrar operaciones. Ello incluye la descripción de las políticas 
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de administración de riesgo, así como el análisis sobre los riesgos a los que 
está expuesta la institución bajo su propia perspectiva; las derivadas del 
entorno del mercado; los procedimientos de control interno para administrar 
los riesgos inherentes a estos contratos y la descripción genérica sobre las 
técnicas de valuación usadas para tomar las decisiones inherentes a estos 
instrumentos (valor en riesgo, duración, análisis de escenarios, etc.), así 
como los supuestos del modelo utilizado para determinar el valor razonable 
de los derivados que no tengan cotizaciones en los mercados. 

En cuanto la información cuantitativa se debe distinguir entre las 
operaciones con fines de negociación de las efectuadas con fines de cobertura; 
las posiciones largas (compra) y posiciones cortas (venta); los instrumentos 
derivados “sobre el mostrador”10 y los cotizados en bolsa; el tipo de riesgo 
asumido, y —por supuesto— el tipo de instrumento derivado. También el 
valor de la exposición al riesgo de mercado, así como las estimaciones de la 
administración respecto a dichos riesgos.

Haremos sólo algunas consideraciones respecto de la Norma  SFAS – 133. 
Dicha norma establece que para calificar como cobertura, los derivados 
deben contar con un tratamiento contable especial denominado “Hedge 
accounting” de otra manera los cambios en el “Fair Value” del derivado se 
reflejan en Resultados. 

En la “Hedge accounting” pueden calificar instrumentos utilizados como 
cobertura al “Fair Value”, al “Cash Flow” y a “Foreign Currency”.

Para que sean considerados instrumentos cobertura y contabilizados en el 
Hegde accounting se establece que debe existir documentación formal desde 
el inicio de la cobertura; se debe identificar el instrumento, la partida cubierta 
y la naturaleza del riesgo cubierto; el objetivo de la cobertura y la estrategia 
de administración de riesgos de la entidad; deberá existir una metodología 
para la evaluación de la efectividad de la cobertura y que se establezca una 
relación de cobertura altamente efectiva al inicio del programa de cobertura 
y durante la vigencia de la misma.

10 	Bajo el nombre “Over The Counter” se conocen los mercados internacionales no regulados en contraposición 
con los mercados coloquialmente conocidos como Bolsa.
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La cobertura debe ser consistente con la política y estrategia de 
administración de riesgos de la compañía.

Una cobertura será efectiva cuando el instrumento derivado tenga 
capacidad para compensar los cambios en el valor de la partida cubierta. 
No se específica algún porcentaje, en la práctica, se considera altamente 
efectiva una relación 80-125% entre los cambios en el valor del derivado y 
de la partida cubierta. La porción no efectiva del instrumento derivado de 
cobertura se reconoce directamente en Resultados.

Para Cash Flow Hedge el registro contable de la porción efectiva de los 
cambios en el valor del derivado deberá hacerse en Other Comprehensive 
Income (OCI).

Para Fair Value Hedge los cambios en el valor del derivado se reconocen 
en Resultados. 

En el caso de los instrumentos de Cobertura cambiarios, Foreing Currency 
Hedge, la porción efectiva de los cambios en el valor del derivado se reconocen 
en Other Comprehensive Income (OCI) y se reclasifican en Cumulative 
Translation Adjustment (CTA).

La empresa debe diferenciar entre derivados clasificados por tipos de 
cobertura y se debe informar de la política de administración de riesgos por 
tipo de cobertura, así como la explicación de todas las operaciones cubiertas.

En caso de que se utilicen derivados para otro tipo de propósitos que no 
sean de cobertura, la compañía debe describir el objetivo de los mismos.

Estas normas no sólo tienen implicaciones contables ya que una vez 
adquirido el instrumento, su adecuada contabilidad en la Hedge Accounting 
le produce a la empresa ventajas inmediatas, tales como el uso de Other 
Comprehensive Income (OCI) y el diferimiento de efecto en P/L. Además 
permite instrumentar un programa de Administración de riesgos en donde 
se definen estrategias, metodologías y reportes.
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También permite el control de los contratos, tanto desde el punto de vista 
legal como fiscal.

El adecuado registro contable debe ser considerado como indispensable para 
quien utilice coberturas, porque permite establecer políticas y procedimientos, 
definir límites y controles y establecer una política de autorizaciones. 

La Planeación Estratégica se puede entonces instrumentar con el fin 
de rediseñar las coberturas de acuerdo a las necesidades y el mercado y 
también realizar una evaluación objetiva de dichos instrumentos al contar 
con adecuada información, sistemas y áreas de soporte.

Es importante enfatizar para nuestro estudio de la opacidad en el manejo 
que hace el FEIP de las coberturas, que las normas contables arriba 
señaladas tienen enorme impacto en los distintos elementos constitutivos de 
un verdadero sistema de control y administración de riesgos.

Señalaremos los siguientes: 

1.	 Estrategia y políticas: Políticas, estrategia de administración y 
cobertura de riesgos.

2.	 Procesos: Procesos de Administración de Riesgos, procesos 
de negociación, identificación de derivados, asignación y 
documentación de coberturas, valuación, procesos operacionales 
(back Office), reportes financieros y contabilidad.

3.	 En la Organización y Administración: Asignación de 
responsabilidades, descripción de funciones y programas de 
entrenamiento.

4.	 Reportes a la dirección: Reportes de resultados, valuación, análisis 
de efectividad de coberturas, reportes financieros externos.

5.	 Metodologías: Valuación, medición de riesgos, efectividad de 
coberturas.
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6.	 Sistemas e información: Fuentes de información, asignación de 
coberturas efectividad e ineficiencias en coberturas, información 
contable, información para revelar la estrategia de Administración 
de Riesgos.

La auditoría realizada al FEIP en el 2002 puso en evidencia de que no 
existía un tratamiento integralmente adecuado para las coberturas por los 
entes auditados y que, con alta probabilidad, tampoco existía en el Banco 
de México.

Conclusión, reflexión final

La correcta utilización de instrumentos derivados con fines de protección 
de los Ingresos de la Federación requiere Transparencia de los Estados 
Financieros como condición para garantizar eficacia y sobrevivir a la 
volatilidad del mercado y además para mejorar la calidad en la administración 
de riesgos financieros, implementando una infraestructura adecuada para 
su administración.   

Es por ello importante resaltar la primera solicitud de la Comisión 
Permanente del Congreso de la Unión en la que se le reitera al C. Agustín 
Carstens Carstens, Secretario de Hacienda y Crédito Público, para que, a 
la brevedad, remita a esa soberanía un informe detallado respecto de la 
utilización de los recursos que han ingresado al Fondo de Estabilización de 
los Ingresos Petroleros, desde su conformación en el Presupuesto de Egresos 
de la Federación para el ejercicio fiscal del año 2000 y hasta la fecha, 
especificando el destino que han recibido las erogaciones con cargo al Fondo 
relativas al pago de honorarios, en forma desagregada, y particularizando 
los datos relativos a la compra de coberturas financieras, fundamentalmente 
respecto de los siguientes aspectos:

El análisis económico, para cada ejercicio fiscal, que dio sustento a la 
decisión de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pública para la adquisición de 
coberturas en escenarios de incremento continuo de los precios internacionales 
del petróleo; Los beneficios concretos que las coberturas han aportado a las 
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finanzas públicas nacionales; Cuáles son los criterios que se aplican para 
determinar el monto de las coberturas; entre ellos, específicamente qué 
volumen de crudo es cubierto, qué número de operaciones se realizaron por 
año y a qué precios de piso se establecieron las coberturas, y los mecanismos 
de adquisición seguidos para la asignación de los contratos de cobertura, así 
como las entidades financieras con las que efectivamente las operaron. 

Esa solicitud que se votó como de urgente resolución y que fue aprobada 
en votación económica desde el 23 de julio de 2008 está aún sin respuesta.

Cómo se advierte, desde el punto de vista contable y administrativo no 
debiese haber problema para satisfacer la solicitud de la Comisión Permanente 
si la Secretaria de Hacienda tuviese un sistema apegado a las Normas arriba 
consideradas y que por lo demás es exigible a cualquier empresa. Aunque la 
Negativa de la SHCP se funda en argumentos que apelan a una especie de 
“razón de mercado” es muy probable que su negativa corresponda más bien 
a la vieja cultura de la opacidad. 

Ello no puede ser considerado en ningún momento como un mero asunto 
anecdótico o menor dada la importancia de los intereses en juego, que de 
ninguna manera son particulares, como es el caso de las coberturas de 
Aserca, sino de orden nacional y estatal. La SHCP tutela un bien jurídico 
superior que debiese estar por encima de cualquier otra consideración.

De acuerdo con el diagnóstico de la ASF sobre Áreas de Opacidad y Riesgo, 
Oportunidades de Mejora citarlo, los fideicomisos, fondos, mandatos y contratos 
análogos se han constituido en importantes instrumentos financieros en la 
administración pública que manejan cuantiosos recursos públicos. 

Debido a gestiones realizadas por la Auditoría Superior de la Federación y la 
Honorable Cámara de Diputados, se ha avanzado mucho en su fiscalización, 
combatiendo su opacidad mediante sucesivas modificaciones legislativas.

Si las atribuciones de revisión y fiscalización comprendan la administración 
y ejercicio de toda clase de recursos federales, independientemente de quien 
los ejerza y evitando con ello que se neutralice, en los hechos, la facultad 
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exclusiva de la propia Honorable Cámara de Diputados de vigilar el origen, 
administración y destino de los recursos públicos, la desatención de la SHCP 
a la solicitud de la Comisión Permanente es un paso atrás de lo avanzado y 
se constituye en un peligroso precedente. 

Es por ello necesario hacerse eco del pronunciamiento de la ASF en el 
sentido de reiterar la apremiante necesidad de continuar impulsando una 
mayor transparencia en la operación de estos instrumentos, tanto en los tres 
Poderes de la Unión, como en los entes constitucionalmente autónomos. Es 
necesario incorporar todas las figuras constituidas en el Sistema de Registro, 
fortalecer los controles y supervisión de su administración, y propiciar, sin 
excepciones, la rendición de cuentas y la fiscalización del uso y destino de los 
recursos públicos asignados a los fideicomisos, fondos, mandatos y contratos 
análogos, incorporando los resultados de su ejercicio en las Cuentas Públicas 
anuales.11 

Ello es concordante con los Postulados del Plan Nacional de Desarrollo 
cuyo objetivo es el de contar con una hacienda pública responsable, eficiente 
y equitativa que promueva el desarrollo en un entorno de estabilidad 
económica, donde paradójicamente su estrategia básica consiste en 
garantizar una mayor transparencia y rendición de cuentas del gasto público 
para asegurar que los recursos se utilicen de forma eficiente, así como para 
destinar más recursos al desarrollo social y económico.

11 	Ver: Áreas de Opacidad y Riesgo en el Estado Federal Mexicano. Oportunidades de Mejora, Publicaciones 
ASF, H. Cámara de Diputados.
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Introducción

El sistema político mexicano está inmerso en un proceso de calidad de la 
democracia (Ochoa; 2008). Dos herramientas imprescindibles para lograrlo son 
la Rendición de Cuentas y un Sistema de Presupuesto basado en Resultados (PbR); 
además un papel central en este proceso se asigna tanto al Poder Legislativo 
(Valencia; 2006) como a la participación ciudadana (Ochoa; 2008). 

Por lo anterior el objetivo de este ensayo es el reflexionar sobre una función 
del Poder Legislativo, junto a la fiscalización, que recae en las Comisiones 
Ordinarias de la Cámara de Diputados: el control evaluatorio, particularmente 
a raíz de la publicación de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria (LFPRH), que les asigna la evaluación de las metas de los 
programas federales.

Asimismo, se pretende justificar la necesidad de la participación ciudadana 
en esta tarea legislativa, lo cual podría abonar a la legitimación de este 
Poder y, consecuentemente, al quehacer público, garantizando el alcance de 
la rendición de cuentas.

El aporte de este trabajo consiste en resaltar una tarea legislativa poco 
abordada, y que, junto con la fiscalización, puede lograr una mayor 
legitimación del Legislativo y de la gestión pública, así como una mejor 
rendición de cuentas. Por otro lado, dará pie a líneas de reflexión que 
contribuirán a aumentar la calidad del trabajo legislativo respecto del propio 
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control evaluatorio, la participación ciudadana, la rendición de cuentas y la 
transparencia, y finalmente, lo más importante, impactar en la calidad de 
vida de la población. 

El ensayo está dividido en cinco apartados. En el primero se describe el 
marco de referencia, que ayuda a ubicar el tema; en el segundo apartado, 
se vincula la fiscalización con el control evaluatorio como tareas legislativas 
señalando puntos de encuentro y diferencias; un tercer apartado habla sobre los 
tipos de control evaluatorio entre los que se encuentra la evaluación de metas 
que realizan las comisiones ordinarias de la Cámara de Diputados; un cuarto 
aparatado trata sobre la necesidad de integrar la participación ciudadana 
en la tarea de evaluación de metas que realizan las comisiones ordinarias; el 
quinto apartado identifica algunos problemas que entraña la evaluación de 
metas y, finalmente, un apartado de conclusiones y propuestas. 

MARCO DE REFERENCIA

La situación económica, política, social y cultural de México, demanda el 
esfuerzo conjunto tanto del Estado como de la sociedad para definir con claridad 
el rumbo que deberá tomar el país, con el fin de avanzar en la construcción de 
una realidad más justa y equitativa para los mexicanos (Calva; 2007). 

El contexto que viven los regímenes políticos y al cual no escapa el nuestro, 
se caracteriza por buscar una mejor democracia, la cual deriva en un proceso 
de reforma del Estado, que conlleva a un ejercicio de Derechos Ciudadanos de 
libertad, igualdad política y control popular sobre las políticas públicas, con 
mayor legitimidad y un mejor funcionamiento de las instituciones públicas 
(Mariñez; 2008).

Dos elementos para mejorar la calidad de la democracia son la rendición de 
cuentas1 y la participación ciudadana, íntimamente vinculadas. Por un lado, 

1 	 Rendición de Cuentas, en el sentido más amplio, significa que un poder público le rinda cuenta a otro, del 
ejercicio y manejo de los caudales, patrimonio y recursos públicos que la sociedad les deposita. Rendición 
de Cuentas significa que los responsables informen de acuerdo a la Ley y que se responda por lo informado. 
Fuente: Órgano de Fiscalización Superior del Congreso del Estado de Nayarit, en www.ofsnayarit.gob.
mx/sitio/preguntas.htm, (consulta: 01/julio/2009 01:09 pm).



103

Control Evaluatorio y Participación Ciudadana para una mejor Rendición de Cuentas:
Análisis de la Evaluación de Metas por las Comisiones Ordinarias
de la Cámara de Diputados

2 	 Las negrillas son utilizadas para enfatizar el control evaluatorio.

la rendición de cuentas ha implicado el control en dos vertientes: el horizontal 
y el vertical. La rendición de cuentas horizontal refiere el contrapeso entre 
los poderes del Estado, y junto a éste, el plano vertical implica el control de 
las acciones del Estado por parte de la sociedad. Sin embargo, existe una 
tercera vertiente que entraña un plano transversal en el que la sociedad civil 
debe participar directamente a través de las instituciones del estado (Isunza; 
2006); este punto se abordará más adelante.

Antes de revisar el control horizontal es pertinente referir que el Poder 
Legislativo tiene las siguientes funciones: legislativa, financiera, de control, 
jurisdiccional, electoral, gestoría, administrativa e información. La función de 
control se logra a través de la propia actividad de la Cámara en los periodos 
de sesiones, del informe presidencial, de la comparecencia de funcionarios, 
la ratificación de nombramientos, la investigación, la evaluación y control 
propiamente del presupuesto (Garabito y Cervantes; sin año).

Del marco jurídico que tiene que ver con las actividades propiamente 
del Legislativo, referido al control horizontal para lograr la rendición de 
cuentas en nuestro sistema, se desprenden dos tareas o funciones a cargo 
de la Cámara de Diputados: la fiscalización y el control evaluatorio. Ambas 
tienen un fundamento constitucional, legal y reglamentario. La fracción XIV, 
del artículo 73 constitucional establece que el Congreso tiene facultad para 
expedir la ley que regule la organización de la entidad de Fiscalización 
Superior de la Federación y las demás que normen la gestión, control y 
evaluación de los Poderes de la Unión y los entes públicos federales.2

La fiscalización está fundamentada en los artículos 74, 79 y 134 
constitucionales, así como en la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas 
de la Federación (LFRCF) y algunas disposiciones de la Ley Orgánica del 
Congreso General (LOCG).

Por lo que hace al control evaluatorio, tema de análisis de este trabajo, 
además del artículo 73 ya mencionado, se encuentra su fundamento en el 
artículo 93 constitucional. En lo legal se fundamenta en los artículos 39, 
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numeral 3, 45, numeral 4, de la LOCG; en el artículo 110, párrafo segundo y 
el sexto transitorio de la LFPRH; y en el plano reglamentario por el artículo 
decimotercero del Acuerdo Parlamentario Relativo a la Organización y 
Reuniones de las Comisiones y Comités de la Cámara de Diputados, expedido 
por la Comisión de Régimen Interno y Concertación Política de la Cámara de 
Diputados en la Gaceta publicada el 2 de diciembre de 1997 (Acuerdo).

Es importante resaltar que para cumplir con el Plan Nacional de Desarrollo 
2006-2012 (PND), se está implementado un nuevo tipo de gestión que 
es el PbR, mismo que tiene un instrumento estratégico que es el Sistema 
de Evaluación del Desempeño, el cual contempla la participación de las 
comisiones ordinarias de la Cámara de Diputados, por disposición de la 
referida LFPRH.

Mencionado el marco jurídico, cabe resaltar que lo que dio pauta a esta 
reflexión es el texto del primer párrafo, del artículo 110 de la LFPRH, que 
dice: “…las metas de los programas aprobados serán analizadas y 
evaluadas por las comisiones ordinarias de la Cámara de Diputados”, 
lo que da pie a ciertos cuestionamientos.

Por un lado, ¿la relación que tiene el control evaluatorio con la fiscalización?; 
¿la relación de la evaluación de metas que establece la LFPRH con el 
control evaluatorio de los informes del Ejecutivo que dispone el artículo 93 
constitucional?; ¿la evaluación del PND y los programas derivados de él, 
referido por el artículo decimotercero del Acuerdo respecto del trabajo de 
evaluación de metas de las comisiones de la Cámara de Diputados?. Otras 
preguntas consisten en ¿si esta evaluación da pauta al control transversal 
que implica la participación ciudadana en esta acción del Estado?, ¿cómo 
se lleva a cabo la evaluación de metas por parte de las comisiones?, ¿esta 
evaluación requiere de una metodología homogénea?, y ¿se requiere para 
ello de personal técnico y suficiente?. 

Se pretende dar respuesta a las primeras cinco preguntas, las otras dos 
seguramente pueden ser respondidas por nuevas investigaciones derivadas 
del presente ensayo, no obstante, dan pauta para hacer algunas propuestas. 
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FÍSCALIZACIÓN Y CONTROL EVALUATORIO

Entrando a la primera pregunta, ¿qué relación tiene el control evaluatorio 
con la fiscalización?, es preciso saber qué se entiende por ambos. Así, la 
fiscalización se concibe como la evaluación y revisión de la existencia de 
documentos, información, bienes, derechos y obligaciones así como sistemas 
y mecanismos para realizar las cosas, con la finalidad de cerciorarse o 
comprobar que las acciones o las funciones que se están analizando se 
encuentran circunscritas a un marco de legalidad y de resultados deseados; 
y específicamente por Fiscalización Superior se concibe al atributo que la 
Constitución le confiere al Poder Legislativo, como un elemento clave del 
Estado de Derecho, la división y el equilibrio de poderes. Se le denomina 
“superior” para expresar la preeminencia de la facultad legislativa en la 
materia (Órgano de Fiscalización Superior; Nayarit; 2009). 

Por tratarse el control evaluatorio de un término compuesto, es necesario 
hacer un análisis breve de cada uno. Por evaluación se entiende “una 
valoración puntual de una intervención, mediante el uso de procedimientos 
y herramientas analíticas para obtener información pertinente, comprobable 
y confiable del proceso, los resultados e impactos, o de los tres, a fin no sólo 
de documentar los patrones, sino también de explicarlos y/o comprenderlos, 
capturando su complejidad” (Cunill, Ospina: 2008: Pág. 14); mientras que 
el control es una función típica e histórica de los Parlamentos en el mundo. 
De esta manera, se entiende por control evaluatorio las actividades de 
supervisión, fiscalización y comprobación, cuyo objeto es establecer medidas 
preventivas, de corrección, y de sanción a los entes controlados por el 
Legislativo (Valero; 2007).

Así, las comisiones son un medio de control que se utilizan como 
instrumentos de colaboración entre las Cámaras y las dependencias de la 
Administración Pública, representando un control preventivo; y, a su vez, un 
medio de coordinación entre poderes (Valero; 2007).

De esta manera, al analizar el marco jurídico ya referido, se tiene que la 
fiscalización y el control evaluatorio son actividades de la función de control 
propias de la Cámara de Diputados. Además, al revisar la LFRCF, su propia 
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denominación nos demuestra su vinculación con la rendición de cuentas; por 
otra parte, al revisar la LFPRH se observa que uno de los principios que guía 
a ésta es también la rendición de cuentas.

Además, se encuentra una vinculación entre las actividades de fiscalización 
y control evaluatorio en lo dispuesto en el artículo 45, numeral 5 de la LOCG, 
al disponer que las comisiones deben emitir una opinión fundada, de acuerdo 
a su competencia, a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, basada 
en los informes que rindan las entidades fiscalizadas, con el objeto de hacer 
aportaciones a aquella comisión sobre aspectos presupuestales, en relación 
al cumplimiento de los objetivos de los programas de la Administración 
Pública Federal, para ser considerados en la revisión de la Cuenta Pública.

Frente a esta vinculación encontramos puntos que distinguen a ambas 
actividades. En primer lugar, el órgano que las llevan a cabo: la Fiscalización 
Superior la realiza una entidad con autonomía técnica y de gestión para decidir 
en su organización interna y sus resoluciones (artículo 79 constitucional); 
mientras que el control evaluatorio lo realizan las comisiones ordinarias de 
la Cámara de Diputados (artículo 39-3 de la LOCG, en relación al artículo 110 
de la LFPRH).

Una segunda distinción se encuentra en dos de los principios que guían 
a la Fiscalización Superior: la anualidad y posterioridad, es decir que la 
fiscalización se da en un mediano y largo plazo, mientras que el control 
evaluatorio implica un análisis a corto y mediano plazo.

Otra distinción es que la Fiscalización Superior ha tenido un mayor desarrollo 
institucional frente al control evaluatorio y ello se denota en las dos últimas 
reformas al artículo 79 constitucional (1999 y 2008) en que se dispone de 
todo un artículo con cuatro fracciones, complementada por la LFRCF que dan 
cabida a la formulación de todo un sistema, de gran estructura y recursos 
necesarios para su función. Mientras que el control evaluatorio, si bien está 
referido en la Constitución, en la LOCG, en el Acuerdo y en la LFPRH, en cada 
una de ellas tiene referencias distintas, lo que pareciera indicar confusión en 
esta figura, lo cual se detallará más adelante.
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TIPOS DE CONTROL EVALUATORIO

Una vez mencionada la vinculación con la fiscalización, se requiere hacer 
un análisis de las disposiciones que se refieren al control evaluatorio, pues 
pareciera existir confusión ya que por un lado implica el análisis de los 
informes de actividades de las dependencias del Ejecutivo Federal, por otro, 
una evaluación periódica del avance del PND y de los programas y, por otro 
más, la evaluación de metas de los programas; lo que implica una diferencia 
de nivel con respecto a las actividades de la Administración Pública.

Por lo anterior, se aborda enseguida la segunda pregunta ¿cuál es la 
relación de la evaluación de metas a cargo de las comisiones ordinarias 
que establece el artículo 110 de la LFPRH con el control evaluatorio de los 
informes del Ejecutivo que dispone el artículo 93 constitucional?.

El texto de la Constitución mencionado establece que los Secretarios del 
Despacho darán cuenta del estado que guarden sus respectivos ramos 
al Congreso, luego de que sea abierto el periodo de sesiones ordinarias 
y cualquiera de las Cámaras puede citarlos, así como a los directores y 
administradores de los organismos descentralizados federales o de las 
empresas de participación estatal mayoritaria, para que informen al 
discutirse una ley o se estudie un negocio relativo a su respectivo ramo. Lo 
anterior está correlacionado con el artículo 39, numeral 3 y el 45, numerales 
1 y 4 de la LOCG.

Al efecto, estas disposiciones de la LOCG establecen que las Comisiones3  
son órganos constituidos por el Pleno, que contribuyen a que la Cámara 
cumpla sus atribuciones constitucionales y legales (artículo 39-1), y 
que tienen a su cargo tareas de dictamen legislativo, de información 
y de control evaluatorio conforme al párrafo primero del artículo 93 
constitucional, y su competencia está relacionada con las otorgadas a las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal (artículo 

3 	 De acuerdo al Diccionario de la Lengua Española, comisión es la acción de cometer (de ahí su cercanía 
con el vocablo comité); significa igualmente la “orden y facultad que la persona da por escrito a otra para 
que ejecute algún encargo o entienda algún negocio”; vocablo que en términos jurídicos identifica a un 
número de personas encargadas de cierta función pública y específica, y que procede del latín comissio, y 
su derivado committere, confiar, encomendar (Moreno, Jorge, 1996, pág.13).
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39-3). Consecuentemente, los presidentes de las comisiones pueden solicitar 
información a las dependencias del Ejecutivo Federal al tratarse asuntos 
de su ramo (artículo 45-1), y que las comisiones realizarán el estudio del 
informe al que se refiere el primer párrafo del artículo 93 constitucional, de 
acuerdo a su competencia y formularán un documento en el que consten las 
conclusiones de su análisis y podrán requerir mayor información o inclusive 
solicitar la comparecencia de servidores públicos (artículo 45-4).

Como se puede apreciar del artículo 93 y las disposiciones de la LOCG, se 
deriva que se deben rendir informes sobre las actividades por los titulares 
de las dependencias del Ejecutivo Federal, las cuales, de acuerdo al proceso 
administrativo, están traducidas en metas a alcanzar por parte de la 
Administración Pública; de ahí que el artículo 110 de la LFPRH, establezca 
que corresponde a las comisiones, el análisis y la evaluación de las metas 
de los programas federales, y encuentre su correspondencia con aquellas 
disposiciones. Ahora bien, este análisis de metas, tiene sentido claro al 
pretender congruencia entre la evaluación del desempeño y un proceso de 
implementación del PbR (CEFP; 2008) que mejoran la gestión pública. 

Establecida la vinculación entre la evaluación de metas y el control 
evaluatorio del artículo 93 constitucional, se procede a dar respuesta al tercer 
cuestionamiento: ¿cuál es la relación existente con la evaluación del PND y 
los programas derivados de él, referida en el Acuerdo respecto del trabajo de 
comisiones de la Cámara de Diputados?.

En efecto el Acuerdo establece en su artículo decimotercero inciso b) como 
atribución de las comisiones: realizar “la evaluación periódica del PND y los 
programas respectivos, en lo concerniente al área de su competencia, así 
como los informes que rinda el Ejecutivo”. 

Como se aprecia en este precepto, a la evaluación de los informes se está 
agregando la tarea de evaluar periódicamente el PND y sus programas, lo 
que lleva a considerar el Sistema de Planeación Democrática que establecen 
los artículos 25 y 26 constitucionales, pues corresponde al Estado la rectoría 
del desarrollo nacional con un carácter integral y sustentable, fortaleciendo 
la soberanía y el régimen democrático, para lo cual debe planear, conducir, 
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coordinar y orientar la actividad económica, así como regular y fomentar las 
actividades que demanda el interés general y se establece que el Congreso 
de la Unión tendrá la intervención que la ley le señale.

Al respecto la Ley de Planeación ordena al Presidente de la República 
remitir el PND al Congreso para su examen y opinión, pudiendo formular éste 
observaciones durante su ejecución, revisión y adecuación (art. 5); asimismo, 
al rendir su informe, el Presidente expresará las decisiones adoptadas para la 
ejecución del PND y sus programas, debiendo remitir un informe de acciones 
y resultados, y el contenido de las cuentas públicas debe relacionarse con 
dicha información, a fin de permitir el análisis con relación a los objetivos y 
prioridades de la planeación (artículo 6).

Por su parte, los Secretarios de Estado informarán del avance y grado 
de cumplimiento de los objetivos y prioridades fijados en la planeación 
y de los resultados de las acciones previstas (artículo 8); el Ejecutivo 
establecerá un Sistema de Evaluación y Compensación por el Desempeño 
para medir los avances de las dependencias de la Administración Pública 
Federal centralizada en el logro de los objetivos y metas del Plan y de los 
programas (artículo 9).

Como se observa, hay un mayor vínculo con la tarea de la evaluación 
de metas por parte de las comisiones con respecto a la planeación en la 
búsqueda de lograr el mejoramiento de la gestión pública al relacionarse la 
evaluación del desempeño con el cumplimiento de objetivos y metas. 

Respondidos los dos cuestionamientos anteriores, se puede mencionar 
que encontramos tres tipos de control evaluatorio, el de los informes de 
las actividades de las dependencias del Ejecutivo, la evaluación periódica 
del PND y los programas, y la evaluación de metas de los programas 
federales; cuya diferencia es de nivel, ya que se refieren al ejercicio de 
la administración pública, pero para entender esta diferencia fue preciso 
analizar conjuntamente estas disposiciones.

Se pasa ahora a responder la cuarta pregunta, relativa a ¿si la evaluación 
de metas a través de las comisiones ordinarias permite el control transversal, 
es decir, la participación ciudadana en esta acción pública?.
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EVALUACIÓN DE METAS Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA

En el contexto actual de las democracias se concibe a la acción 
gubernamental como un espacio de construcción plural en donde todas las 
voces tienen cabida en dicho proceso y se incluyen a los actores políticos 
gubernamentales, a la sociedad y a diversos actores externos. Para que 
se efectúe este proceso es necesario abrir un espacio público orientado a 
resolver las necesidades y demandas en conjunto por los dichos actores, a 
través de la colaboración y la evaluación continua de las políticas públicas 
(León y Ramírez; 2006). 

Para abordar el concepto de “participación ciudadana”, es importante tener 
en cuenta que los conceptos de ciudadanía, democracia y políticas públicas 
están sumamente vinculados, ya que el poder de la ciudadanía radica en 
acciones conjuntas con el gobierno, y en la participación y comunicación 
de todos los actores en las etapas de la política pública (planteamiento, 
formulación y diseño, instrumentación y evaluación) (León y Ramírez; 2006). 

Cabe señalar que hoy en día, la acción de la ciudadanía se ve enmarcada 
bajo la corresponsabilidad con las instituciones; un trabajo conjunto entre 
gobierno y sociedad, y viceversa, asimismo, de comunicación inmediata, en 
el sentido de que el gobierno identifica cuáles son las necesidades de la 
población y de forma directa se informe sobre los hechos que transcurren 
fuera y dentro de los asuntos gubernamentales (León y Ramírez 2004). 

Es entonces que la construcción de espacios públicos depende en gran 
medida, del grado de democracia, de la comunicación y transparencia de 
las acciones del gobierno a la sociedad. Así pues, se fomenta la creación de 
espacios públicos, permitiendo a la ciudadanía entrar a la discusión de los 
problemas y necesidades sociales para la toma de decisiones, y vigilancia 
constante al gobierno para que éste cumpla con sus funciones. 

Considerando lo anterior, podemos pasar a la siguiente pregunta: ¿es 
necesaria la participación ciudadana en la evaluación de metas de los 
programas federales de las comisiones ordinarias?.



111

Control Evaluatorio y Participación Ciudadana para una mejor Rendición de Cuentas:
Análisis de la Evaluación de Metas por las Comisiones Ordinarias
de la Cámara de Diputados

Por un lado, la Constitución establece que la Ley (de Planeación) facultará 
al ejecutivo para establecer procedimientos de participación y consulta 
popular en el Sistema Nacional de Planeación Democrática, y los criterios 
para la formación, instrumentación, control y evaluación del Plan y los 
programas de desarrollo (artículo 26).

Por otro lado, la Ley de Planeación tiene por objeto establecer las bases 
para promover y garantizar la participación democrática de los diversos 
grupos sociales en la elaboración del PND y sus programas, así como sentar 
las bases para que las acciones de los particulares contribuyan a alcanzar los 
objetivos y prioridades de los mismos (artículo 1, fracción IV y V).

Además, la Ley General de Desarrollo Social busca fomentar la participación 
social y privada en esta materia, así como establecer mecanismos de 
evaluación y seguimiento de los programas y acciones respectivos (artículo 
1, fracciones VII y VIII). También concibe la participación social como 
el derecho de las personas y organizaciones a intervenir e integrarse en 
la formulación, ejecución y evaluación de las políticas, programas y 
acciones del desarrollo social (artículo 3).

Por otro lado, establece un Consejo Consultivo de Desarrollo Social, el 
cual tiene un carácter de participación ciudadana y conformación plural, 
que entre sus funciones está el impulsar la participación ciudadana y 
de las organizaciones en el seguimiento, operación y evaluación de la 
Política Nacional de Desarrollo Social (artículo 56, fracción II) y dedica 
un capítulo específico a la participación social en el que señala la obligación 
al Gobierno Federal de garantizarla, invitándola a través de convocatorias 
públicas (artículo 63).

Por su parte, la LFPRH reglamenta diversas disposiciones constitucionales 
en materia de programación, presupuestación, aprobación, ejercicio, control 
y evaluación de los ingresos y egresos públicos federales; y establece 
que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público trimestralmente evaluará 
económicamente los ingresos y egresos en función de los calendarios de 
presupuesto y que las metas de los programas aprobados serán analizadas 
y evaluadas por las comisiones. Además, dispone que en la evaluación del 
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desempeño se verificará el grado de cumplimiento de objetivos y metas, 
con base en indicadores estratégicos y de gestión que permitan conocer 
los resultados de la aplicación de los recursos y al efecto, las instancias 
públicas a cargo de la evaluación del desempeño se sujetarán, entre 
otras cosas, a realizar las evaluaciones por sí mismas o a través de 
personas físicas y morales especializadas y con experiencia probada 
en la materia que corresponda evaluar, que cumplan con los requisitos de 
independencia, imparcialidad, transparencia; dichas evaluaciones podrán 
efectuarse respecto de las políticas públicas, los programas correspondientes 
y el desempeño de las instituciones encargadas. También ordena la 
implementación de programas anuales de evaluaciones (artículo 110).

En consecuencia, el Programa Anual de Evaluación más reciente (2009) tiene, 
entre otros propósitos, establecer el calendario de ejecución de las evaluaciones 
de los programas federales en operación; entiende por evaluación externa 
la realizada a través de personas físicas y morales especializadas, y 
con experiencia probada en la materia correspondiente, y señala que las 
evaluaciones externas que se realicen a los programas federales en materia 
de desarrollo social serán coordinadas por el Consejo Nacional de Evaluación 
de la Política de Desarrollo Social y las demás evaluaciones de los programas 
federales serán coordinadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 
la de la Función Pública, en el ámbito de sus respectivas atribuciones.

Se puede señalar que en el caso de la Fiscalización Superior se contempla 
la participación ciudadana en la LFRCF al contener un título que denomina 
“Contraloría Social” en el que establece que la Comisión Ordinaria de 
Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación recibirá peticiones, 
solicitudes y denuncias fundadas y motivadas por la sociedad civil; 
así también recibirá de parte de la sociedad opiniones, solicitudes y 
denuncias sobre el funcionamiento de la fiscalización que ejerce la Auditoría 
Superior de la Federación a efecto de participar, aportar y contribuir a 
mejorar la revisión de la cuenta pública (artículos 109 y 110).

Hasta aquí, se observa que diversas disposiciones constituciones, legales 
y reglamentarias prevén la participación ciudadana para efectos de 
planeación, evaluación y control. Si bien para la evaluación de las metas 
por parte de las Comisiones Ordinarias de la Cámara de Diputados, con 
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excepción de la de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación, 
no se contempla en disposición alguna, sería conveniente que se llevara a 
cabo en primer lugar por la naturaleza misma de la Cámara de Diputados: 
la representación popular; en segundo lugar, si se obliga a otras instancias 
públicas a considerar la participación ciudadana en la tarea de evaluación, 
la Cámara de Diputados no tiene que ser la excepción.

Esto reafirma la posición transversal en la que, más allá del control vertical 
y horizontal que han caracterizado a la rendición de cuentas, se requiere de 
la participación social a través de las instituciones del Estado, lo que conlleva 
mayor legitimidad del Poder Legislativo y del Estado y contribuirá a mejorar 
la calidad de la democracia.

EVALUACIÓN DE METAS EN LAS COMISIONES

Una vez respondidos los cuatro cuestionamientos iniciales surge uno más 
¿cómo se lleva a cabo la evaluación de metas por parte de las comisiones?. 
Al respecto, para responderlo, se buscó si la misión y visión4 de la Cámara 
de Diputados reflejan la función de control evaluatorio, y se encontró que sí 
se menciona en la misión junto con la fiscalización, pero no así en la visión. 
Además, se revisaron las metas y objetivos de la propia Cámara (formuladas 
por la Secretaria de Servicios Parlamentarios), así como en la Dirección de 
Apoyo a Comisiones, órgano de apoyo técnico, dependiente de la secretaría 
citada, aquellas actividades que auxilien en el desarrollo de esta función; sin 
embargo, no se encontró plasmada ninguna actividad que se traduzca en la 
evaluación de metas, ni del avance del PND y sus programas, ni tampoco del 
análisis de los informes de las áreas de la Administración Pública Federal.

Un paso siguiente, fue revisar a través de la página oficial de la Cámara de 
Diputados, los programas de trabajo de las Comisiones Ordinarias, a efecto 

4 	 Misión: ...cumple con funciones de carácter deliberativo, de fiscalización, control y jurisdiccionales. 
Visión: Que la Cámara de Diputados se consolide como un espacio republicano, de representación plural, 
autónoma en sus decisiones para la conformación de un marco jurídico que contribuya a fortalecer la 
gobernabilidad, el bienestar y la seguridad de la sociedad, todo ello en un contexto de transparencia 
y credibilidad en el ejercicio gubernamental. Fuente: Manual General de Organización de la Cámara 
de Diputados, http://www.diputados.gob.mx/manual_organizacional/manual_Organizacion_09.pdf 
(consulta 10/julio/2009).
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de verificar, primero, si cada una de las Comisiones cumplen con tener un 
programa de trabajo, segundo, en caso de tenerlo, éste contempla actividades 
propiamente de la evaluación de metas.  

Al respecto, se pudo constatar que de las 44 Comisiones Ordinarias, 40 
presentan un programa de trabajo. Por lo que hace a la consideración del 
control evaluatorio, poco más de la mitad (23 comisiones), refieren esta función, 
25 señalan el ejercicio de fiscalización, 26 mencionan la importancia de la 
participación ciudadana y sólo 14 no retoman nada acerca de la Rendición de 
Cuentas (ver cuadro número 1). No obstante, es importante, mencionar que en 
algunos casos no se expone un programa de trabajo como tal, pues desarrollan 
sólo planes para la legislatura, respecto a lo que les compete. 

A través de la revisión de los programas de trabajo de las comisiones, en 
las que se contemplaron solamente cinco indicadores se encontró que en 
algunas de ellas no se exponen los datos que lleven a concluir si existe alguna 
metodología con la que se lleve a cabo el control evaluatorio, referido a los 
objetivos, metas y acciones respecto de la evaluación del PND y los programas 
federales. Por lo anterior, se pudo valorar la calidad de cada programa de 
trabajo de las comisiones ordinarias a través de su descripción. (ver anexo). 

Con base en el análisis realizado, se responde la penúltima cuestión ¿esta 
evaluación de metas de los programas federales requiere de una metodología 
homogénea por parte de las comisiones?. La LFPRH señala que todas las 
evaluaciones se harán públicas y al menos deberán contener, entre otras, una 
nota metodológica con la descripción de las técnicas y los modelos utilizados 
(artículo 110, fracción II, inciso g). Del análisis no se pudo conocer si existe 
una metodología propia de las comisiones, pero sería conveniente diseñar 
una con carácter homogéneo para ser aplicada por cada una de ellas.

Esto mismo, lleva a la última pregunta ¿requieren las Comisiones 
Ordinarias de personal técnico y suficiente para la evaluación de las metas 
de los programas federales?. Igualmente, con base en el análisis, no nos 
dio para responder con certeza esta pregunta, sin embargo, se presupone 
que al exigirse una metodología para la realización de la evaluación, 
necesariamente se requiere un cuerpo técnico para su aplicación.
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Evaluación de los programas de trabajo de las Comisiones Ordinarias
de la Cámara de Diputados, con base en cuatro indicadores. LX Legislatura

# Comisiones

Indicadores
Programa 

de 
trabajo

Fiscalización Control 
Evaluatorio

Participación 
ciudadana

Rendición 
de cuentas TOTAL

si no si no si no si no si no
1 Agricultura y Ganadería x x x x x 0
2 Asuntos Indígenas x x x x x 4
3 Atención a Grupos Vulnerables x x x x x 5
4 Ciencia y Tecnología x x x x x 1
5 Comunicaciones x x x x x 3
6 Cultura x x x x x 4
7 Defensa Nacional x x x x x 3
8 Derechos Humanos x x x x x 3
9 Desarrollo Metropolitano x x x x x 5

10 Desarrollo Rural x x x x x 4
11 Desarrollo Social x x x x x 4
12 Distrito Federal x x x x x 3
13 Economía x x x x x 1

14 Educación Pública y Servicios 
Educativos x x x x x 4

15 Energía x x x x x 2
16 Equidad y Género x x x x x 5

17 Fomento Cooperativo y 
Economía Social x x x x x 2

18 Fortalecimiento al Federalismo x x x x x 3
19 Función Pública x x x x x 5
20 Gobernación x x x x x 1
21 Hacienda y Crédito Público x x x x x 4
22 Jurisdiccional x x x x x 4
23 Justicia x x x x x 3
24 Juventud y Deporte x x x x x 3
25 Marina x x x x x 5

26 Medio Ambiente y Recursos 
Naturales x x x x x 3

27 Participación Ciudadana x x x x x 3
28 Pesca x x x x x 3

29 Población, Fronteras y Asuntos 
Migratorios x x x x x 5

30 Presupuesto y Cuenta Pública x x x x x 4
31 Puntos Constitucionales x x x x x 1

32 Radio, Televisión y 
Cinematografía x x x x x 3

33 Recursos Hidráulicos x x x x x 2
34 Reforma Agraria x x x x x 3
35 Relaciones Exteriores x x x x x 5

36 Régimen reglamentos y 
prácticas reglamentarias x x x x x 3

37 Salud x x x x x 5
38 Seguridad Pública x x x x x 4
39 Seguridad Social x x x x x 4
40 Trabajo y Previsión Social x x x x x 0
41 Transportes x x x x x 2
42 Turismo x x x x x 4

43 Vigilancia de la Auditoría 
Superior de la Federación x x x x x 5

44 Vivienda x x x x x 3
TOTAL 40 4 25 19 23 21 26 18 30 14

Cuadro 1: Listado de Comisiones Ordinarias Programa de trabajo en la LX Legislatura

Fuente: Página oficial de la Cámara de Diputados, http: //www.cddhcu.gob.mx/, en comisiones ordinarias, del 1 al 6 de 
julio de 2009. Elaboración Propia.
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CONCLUSIONES

Una conclusión es que la redacción entre el artículo 93 constitucional y 
las disposiciones relativas al control evaluatorio en la LOCG, en el Acuerdo, 
con respecto al Artículo 110 de la LFPRH que establece la evaluación de las 
metas de los programas federales por parte de las Comisiones Ordinarias, no 
parecieran estar adecuadamente alineadas entre sí, y en una primera lectura 
pareciera que no se trata de la misma función.

Una segunda conclusión es que la fiscalización y la evaluación son dos 
funciones a cargo del Legislativo a través de la Cámara de Diputados, que 
se complementan y contribuyen a la rendición de cuentas, pero sobretodo 
favorecen la toma de decisiones y el desempeño público; así también, tienen 
un desarrollo muy desigual, en razón de que la fiscalización se le dedica una 
mayor atención en todos los sentidos, mientras que el control evaluatorio no 
ha tenido la presencia que requiere para que ambas instituciones influyan 
conjuntamente en el desarrollo democrático.

Una tercera conclusión consiste en que la participación ciudadana debe ser 
parte inherente a la evaluación de metas a cargo de las comisiones ordinarias, 
lo que debe contemplarse dentro del programa de trabajo de cada una de 
ellas; participación que redundará en la legitimación del trabajo legislativo, 
en una mejor rendición de cuentas y en una mayor democracia, entendida 
ésta de acuerdo al artículo 3° constitucional y a la Ley de Planeación, como 
un sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social 
y cultural del pueblo, al impulsar su participación activa en la planeación, 
ejecución y control de las actividades del gobierno.

APORTACIONES 

1.	 Las comisiones deben contemplar el control evaluatorio, 
específicamente la evaluación de metas de los programas 
respectivos, en su programa de trabajo.
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2.	 Debe establecerse una metodología homogénea relativa a la 
evaluación de metas en las Comisiones Ordinarias.

3.	 Las comisiones deben contar con el personal técnico que domine 
la metodología adecuada para la evaluación de metas de los 
programas gubernamentales.

4.	 Se ha de convocar a la participación social para la evaluación 
periódica de metas que realicen las Comisiones Ordinarias 
respecto de los programas federales.

5.	 Se debe crear un área de apoyo técnico en materia de control 
evaluatorio dentro de la Dirección de Apoyo a Comisiones, 
dependiente de la Dirección General de Apoyo Parlamentario de la 
Secretaría de Asuntos Parlamentarios de la Cámara de Diputados, 
con el objeto de que apoye en esta tarea a las Comisiones 
Ordinarias; y a su vez, concentre la información relevante en 
esta materia para que pueda apoyar al Pleno y a los órganos de 
gobierno de la Cámara de Diputados, así como al establecimiento 
de una metodología homogénea para la evaluación de metas de 
los programas federales.

6.	 Establecer dentro del programa de capacitación de la Cámara de 
Diputados, la relativa en materia de evaluación y específicamente 
de evaluación de metas, que ayude a la profesionalización del 
personal de las comisiones en estas tareas.

7.	 Los resultados de las evaluaciones se han de insertar en la página 
oficial de la Cámara de Diputados, en función de una mayor 
transparencia y rendición de cuentas por parte de las Comisiones 
Ordinarias de este órgano legislativo.

8.	 Debe establecerse una coordinación adecuada en materia de 
evaluación de metas entre las Comisiones Ordinarias, el Centro 
de Estudios de la Finanzas Públicas, la Unidad de Control y 
Evaluación de la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior 
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de la Federación, la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con 
la Auditoría Superior de la Federación, la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, la Secretaría de la Función Pública y el Consejo 
Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, con el 
objeto de aprovechar las evaluaciones para una mejor toma de 
decisiones en el diseño de las políticas públicas.

9.	 Los grupos parlamentarios, deben tener una coordinación que les 
ayude a tener actualizada la tarea de control evaluatorio y coadyuve 
a sus diputados a una mejor realización de esta función al interior de 
la comisiones, así como a proponer el rediseño de políticas públicas 
dentro de sus agendas legislativas y en los documentos básicos de 
sus partidos.
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ANEXO

Descripción del programa de trabajo de las Comisiones Ordinarias
que consideran: fiscalización, control evaluatorio, participación ciudadana

y rendición de cuentas
  LX Legislatura

2

Asuntos Indígenas
De manera explícita en la página web se considera el programa de trabajo, en el que se toma 
en cuenta la convocatoria de la Comisión de Vigilancia de la ASF; para el análisis del Informe de 
Resultado de la Revisión y Fiscalización Superior de la Cuenta Pública de 2006. Además, en materia 
de fiscalización de los recursos públicos se propone para el plan de trabajo 2008: establecer la 
subcomisión de seguimiento, reunión con la SHCP y la CDI, establecimiento de un grupo de trabajo 
con las 10 secretarías enumeradas en el anexo 6 del PEF 2008, análisis de reportes trimestrales del 
ejercicio presupuestal, integración de un grupo de trabajo técnico para apoyar la formulación de 
proyectos y reuniones con diputados federales de los distritos con población indígena. La comisión  
sí evalúa a su equipo de trabajo (profesionalización-equipo técnico).

3

Atención a Grupos Vulnerables
El programa de trabajo esta diseñado de manera cronológica, es decir, existe un adecuado uso del 
tiempo para sus tareas. Se establecen criterios fundamentales para su organización: misión, visión, 
objetivos, líneas de acción y actividades. Para justificar la incorporación de la variable participación 
ciudadana se realizan foros, mesas de trabajo y audiencias públicas que permiten llevar a cabo 
el análisis de las iniciativas correspondientes, con el objeto de aportar elementos que promuevan 
el debate legislativo desde diferentes enfoques, así como la participación de las organizaciones 
de la sociedad civil, a fin de conocer las inquietudes y contar con la información necesaria para 
sustentar reformas legislativas en materia de los grupos vulnerables. En torno a la fiscalización, 
existe el impulso, seguimiento y evaluación de programas y presupuesto destinado a la atención 
de grupos vulnerables. Se participa en el análisis, discusión y modificación de los proyectos del 
PEF, para promover las propuestas que realice la comisión. Existe la vinculación con las distintas 
dependencias y entidades de la APF que manejan programas y/o actividades para los grupos 
vulnerables. Como parte de la rendición de cuentas se difunden los trabajos realizados.                                                            

6

Cultura
El programa contiene objetivos generales y particulares, dentro de sus estrategias está la celebración 
de consultas, foros de discusión y debates, así como reuniones de trabajo permanente con todos 
los involucrados en la cultura y las artes del país y en su caso del extranjero; para ello se considera 
una calendarización. Existen vínculos de trabajo con las dependencias del poder ejecutivo para 
el impulso de iniciativas para su mejoramiento. Se describe la necesidad de llevar a cabo un 
seguimiento y evaluación sobre el ejercicio presupuestal aprobado para el sector público cultural 
durante el ejercicio fiscal correspondiente. También se especifica el establecimiento de una política 
de comunicación social permanente que difunda los resultados del trabajo legislativo. Por lo que 
respecta a las actividades complementarias se les destaca el hacer énfasis en la transparencia del 
uso y destino de los recursos públicos de esta comisión, con el objetivo de evitar el despilfarro y los 
gastos suntuarios. Por último, sí se menciona sobre el ejercicio fiscal para el cumplimiento de metas 
y elaboración del PEF.
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9

Desarrollo Metropolitano
Con base en el programa de trabajo se busca asegurar la rendición de cuentas respecto al estado 
que guarda la APF, esto es, conocer en detalle la situación que guarden los ramos respecto de los 
cuales sean discutidas leyes o asuntos, mediante la solicitud de los informes correspondientes y las 
comparecencias ante la Cámara de los titulares de las dependencias, con fundamento en el artículo 
93 de la Constitución Política y el numeral 4 del artículo 45 de la Ley Orgánica del Congreso General. 
Además se establecen los criterios a que se sujetará la formulación, instrumentación, control y 
evaluación del plan y programas de desarrollo, los procedimientos de participación y consulta 
popular, los órganos responsables del proceso de planeación y las bases para que el Ejecutivo Federal 
coordine mediante convenios con los gobiernos de las entidades federativas e induzca y concierte 
con los particulares las acciones a realizar para su elaboración y ejecución. También, se promueve 
la creación de órganos de carácter consultivo ciudadano que contribuyan a la concurrencia entre 
los sectores público y privado y coadyuven en la tarea de evaluación y adecuación de mecanismos 
e instrumentos administrativos, de gestión y coordinación entre gobiernos estatales y municipales 
en materia metropolitana, por lo que se valora, esta Comisión sí considera y utiliza la participación 
ciudadana como insumo para la labor legislativa.       

10

Desarrollo Rural
Se consideran las actividades de las tareas legislativas fundamentales, de control y fiscalización; 
y su ámbito de competencia se corresponde en lo general con las otorgadas a las dependencias 
y entidades de la APF, con énfasis en aquellas que integran la Comisión Intersecretarial para el 
Desarrollo Rural Sustentable. Estas tareas están regidas por lo dispuesto el Acuerdo Parlamentario 
Relativo a la organización y reuniones de las Comisiones y Comités de la H. Cámara de Diputados; 
con base en esto se valora pertinente la responsabilidad en las tareas de elaboración, aprobación 
y modificación de las leyes; en la adecuación del marco jurídico vigente; en la propuesta y 
organización adecuada del presupuesto rural anual; la elaboración y aprobación del Programa 
Especial Concurrente (PEC) para los programas de desarrollo rural sustentable; en la orientación 
de las políticas públicas; y en el establecimiento de los objetivos estratégicos, así como en la 
fiscalización de las metas y resultados de los mismos. Es importante mencionar que dentro de 
sus objetivos, los tres primeros enfatizan en cuanto al tema de evaluación de las metas de los 
programas, fiscalización y por ende rendición de cuentas, de misma forma se menciona la función 
de control y fiscalización de la acción gubernamental para dar seguimiento a los planes y programas 
del Poder Ejecutivo Federal, en la materia b) Consolidar, mejorar y ampliar el marco jurídico 
c) Impulsar la incorporación de las prioridades de los principales actores rurales en la propuesta del 
Presupuesto de Egresos de la Federación a través del Programa Especial Concurrente (PEC) para el 
sector rural, así como vigilar su ejercicio eficiente y oportuno.
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11

Desarrollo Social
Esta comisión plantea el compromiso con la transparencia en la asignación y aplicación de 
recursos destinados a los diversos programas que le conciernen, con el fin de que lleguen a los 
destinatarios, con suficiencia y oportunidad sin condicionamientos políticos. También establece 
llevar a cabo reuniones trimestrales con la finalidad de analizar los avances de los programas, 
evaluar su impacto, y sugerir acciones de gobierno. Llevan a cabo giras de trabajo con integrantes 
de la comisión, a fin de conocer, analizar y evaluar la operación de los programas, en el marco 
de sus atribuciones de fiscalización. También se convoca a audiencias públicas con la presencia 
de especialistas y académicos, mantiene comunicación permanente con el Coneval y propicia 
la colaboración de organismos públicos y privados. Mantiene actualizada la información de 
programas. Y por otra parte, en los informes y de manera ligera se aborda el control Evaluatorio. 
Se destaca la realización de diversas publicaciones, acerca de la evaluación de políticas y 
programas públicos. Por lo que respecta a la fiscalización se muestran diversos análisis del PEF, 
así como de la distribución de los recursos.

14

Educación Pública y Servicios Educativos
Dentro del trabajo legislativo se ubica su programa de trabajo, dividido por años. Cuenta con 
indicadores específicos para medir las metas de los programas federales. En cuanto a las acciones 
del control Evaluatorio, por ejemplo, en el último año se estableció: 1. Monitorear de manera 
permanente y sistemática los programas implantados por la Secretaría de Educación Pública. 
De manera especial, dar seguimiento a los acuerdos y estrategias para la implementación de 
la Alianza para la Calidad de la Educación, signada por la Secretaría de Educación Pública y 
el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación el día 15 de mayo de 2008. 2. Continuar 
impulsando acciones para garantizar que el contenido de los libros de texto gratuitos, y el material 
complementario autorizado por la SEP, cumplan con lo que mandata el artículo 3ro constitucional 
respecto a la laicidad, gratuidad y apego al progreso científico de la educación que imparta el 
Estado. 3. Desarrollar una agenda para la realización de reuniones periódicas con la Secretaría 
de Educación Pública, así como con sus subsecretarías. 4. Desarrollar una agenda de trabajo de 
reuniones periódicas con el Consejo Nacional de Autoridades Educativas (CONAEDU). 5. Continuar 
con el análisis de alternativas para la fórmula de distribución del Fondo de Aportaciones para la 
Educación Básica y Normal (FAEB), buscando lograr un equilibrio entre los aspectos de equidad, 
calidad y matricula. 6. Continuar la evaluación sistemática para garantizar la rendición de cuentas 
en la aplicación del gasto educativo, aprobado en el Presupuesto de Egresos 2009. En los casos 
pertinentes, hacerlo en forma conjunta con la Comisión de Vigilancia y la Auditoría Superior de la 
Federación. 7. Garantizar que las futuras asignaciones presupuestales al Programa Enciclomedia, 
o para cualquier programa destinado al uso de las TIC´s en la educación, estén sujetas a un plan 
estratégico de implantación por parte de la SEP.  y 8. Dar seguimiento a todo lo relacionado con las 
Pruebas ENLACE (SEP), EXCALE (INEE) y PISA (OCDE-INEE) para promover su aplicación eficiente, 
interpretación responsable de resultados, y el uso de los mismos en el desarrollo de políticas 
públicas para la mejora académica. Uno de los aspectos fundamentales es que dentro de esta 
comisión existe una subcomisión de presupuesto.                      
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16

Equidad y Género
De manera explicita se considera un link del programa de trabajo. Aunque sólo existe un Plan 
General de Trabajo de esta comisión, éste es correcto, claro y congruente desde el objetivo, hasta 
las líneas de acción que propone. En lo concerniente a la evaluación y monitoreo de los programas, 
se lleva a cabo la evaluación de viabilidad de estos; con el objetivo de realizar análisis de las 
problemáticas de manera actualizada para el rediseño de cada uno, por lo que se valoran precisos 
los mecanismos de evaluación y seguimiento de los trabajos de la Comisión los cuales (según el 
programa), estarán presentes en forma periódica a lo largo de toda la Legislatura, a través de 
informes semestrales y todos aquellos que la Mesa Directiva considere pertinentes. En cuanto a sus 
objetivos son congruentes con los ejes de la política pública interna del país, y además se alinean 
con tratados Internacionales como CEDAW, Belén Do Pará y Metas del Milenio, entre otros. Respecto 
del tema de la fiscalización, el cual no es abordado, se considera una oportunidad el diseño de 
indicadores para utilizarse como insumos no sólo de esa comisión, sino de otras que apropien la 
situación respecto de las diferencias que hay entre hombres y mujeres. Además se realizan foros, 
debates y ejercicios de capacitación de ayuda para contrarrestar estas vulnerabilidades ubicadas 
por la comisión dentro de cada una de las dependencias encargadas de los temas relacionados al 
tema de equidad y género.           

17

Fomento Cooperativo y Economía Social
No hay un link específico respecto del programa de trabajo. En lo que respecta a su trabajo 
legislativo, sólo se da cuenta de las iniciativas y puntos de acuerdo. Sin embargo, se realiza un 
plan estratégico, donde la visión, es que la Comisión legisle en beneficio de las personas, familias, 
comunidades y diversas figuras asociativas, que organizados participan y promueven la economía 
social y solidaria. Tiene la misión de, legislar para fomentar y fortalecer la Economía Social y 
Solidaria en México. Se especifica la generación de vínculos con los órganos del Gobierno Federal, 
con la sociedad civil relacionada con el tema y organizaciones de economía social y solidaria en 
el país, asimismo, se propone ser la instancia de participación de los organismos de economía 
social y solidaria. Para ello, se realizan foros de consulta regionales, reuniones de trabajo y 
visitas a organizaciones, para analizar su problemática y alternativas de solución, promover el 
aprendizaje de las figuras asociativas de éxito buscando sus réplicas en otras entidades del país, 
así como aprovechar las experiencias académicas exitosas; servir de enlace, acopio y distribución 
de información en la materia para todas las organizaciones, y personas interesadas, así como 
estimular la realización de estudios en el tema, generar programas de difusión y de capacitación a 
favor de una cultura para el conocimiento y el fomento de la economía social y solidaria en nuestro 
país; llevar a cabo reuniones, conferencias y talleres con especialistas en la materia, nacionales 
e internacionales, acerca de los modelos de economía social y solidaria más avanzados y de 
políticas públicas. En cuanto al tema de evaluación de los programas, se establece un modelo de 
medición que sirva como parámetro de evaluación de la actividad de la economía social y solidaria 
en el país, para generar información estadística sobre las figuras asociativas a nivel nacional.  
El programa de trabajo: Correspondiente al periodo 2006-2007, se ubica en la Gaceta Parlamentaria, 
número 2193, miércoles 14 de febrero de 2007. 
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19

Función Pública
El programa anual correspondiente a los tres años de la legislatura. Considerando que esta Comisión 
es una de las globalizadoras del quehacer de la administración pública involucra a todos los temas 
concernientes. Por ende, se valoran correctos y congruentes los objetivos para la evaluación de 
programas federales, siendo ésta una de las actividades importantes de la comisión, puesto que 
identifica el proceso Evaluatorio (que se refiere el numeral 4 del artículo 45 de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y en su caso, las tareas de información 
en el ramo de su competencia). De la misma forma, se menciona la importancia del trabajo de 
las Comisiones ordinarias respecto de las tareas de dictamen legislativo, de información y de 
control Evaluatorio, conforme a lo dispuesto por el párrafo primero del artículo 93 constitucional 
y su competencia se corresponde en lo general con las otorgadas a las dependencias y entidades 
de la APF. Con base en la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 
artículo 39, número 1, 2 y 3, se propicia el interactuar con las dependencias, entidades y 
servidores públicos para identificar las áreas susceptibles de fortalecimiento en la legislación. 
Llevan a cabo foros, seminarios, audiencias públicas y otros eventos que permiten conocer las 
opiniones y propuestas de las entidades y personas vinculadas con el control, la modernización 
y la evaluación del sector público, de manera que se participe en el fortalecimiento de buenas 
prácticas de gobierno, que redunde en beneficio de la sociedad, resaltando los siguientes temas.  
1. Transparencia de la Información Pública. 2. Servicio Profesional de Carrera. 3. Adquisiciones y 
Obra Pública. 4. Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 5. Gobierno digital. 
No se menciona nada sobre el tema de la fiscalización dentro del programa de trabajo.

21

Hacienda y Crédito Público
El programa se expone desde la gaceta parlamentaria, lo cual es importante se considere dentro 
de la página específica de la comisión. En ésta se manifiestan los objetivos y las actividades a 
desarrollar, así como el diseño del paquete económico anual. Se integrarían grupos de trabajo para 
el análisis de las iniciativas y minutas, a fin de determinar aquellas que se considere que deben 
mantenerse o, en su caso, dictaminarse como no aprobadas. Cada grupo de trabajo se integrará 
con un coordinador y los miembros de la comisión que decidan incorporarse. Al grupo de trabajo 
asisten diputados que no son miembros de la comisión, pero los acuerdos que se tomen serán sólo 
competencia de los integrantes del grupo miembros de la comisión. El grupo de trabajo elabora 
su agenda y calendario de trabajo, además de la programación de la visita de las organizaciones 
y de los servidores públicos que sea necesario invitar para profundizar en las iniciativas y minutas 
por dictaminar. Se llevan reuniones para el análisis de las propuestas en materia económica 
y financiera.  La Comisión de Hacienda y Crédito Público realizó un análisis exhaustivo de las 
mismas, en el que se incluyen propuestas que contribuyen a la modificación y enriquecimiento a las 
iniciativas. Se establece un proceso de reforma integral del sistema financiero mediante el análisis 
y dictamen de las iniciativas y minutas de leyes o decretos en materia financiera, crédito público, 
política monetaria y banca de desarrollo que contribuyan a actualizar su marco legal. Respecto a 
la Cuenta Pública, se retomará el análisis de los Informes de Resultados de la Revisión de la Cuenta 
Pública de la Auditoría Superior de la Federación, de los años pendientes de dictamen.
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24

Juventud y Deporte
Esta comisión sí recupera el tema de la fiscalización, para ello establece lo siguiente: fiscalizar el 
cumplimiento de las normas y políticas relacionadas con el deporte, recreación y educación física. 
También se fomenta la cooperación con otras dependencias en torno al deporte y al desarrollo 
juvenil. Unifica y articula acciones con diversos organismos gubernamentales y privados, para 
el óptimo cumplimiento de los objetivos. Establece una agenda mínima de foros y encuentros de 
trabajo con los jóvenes para recoger sus demandas y necesidades. Proponer una reforma integral 
al Instituto de la Juventud y particularmente a su marco jurídico. Pretende convocar a directivos del 
Instituto a foros de discusión con organizaciones juveniles para recoger sus propuestas de reforma.  
Los programas sociales para los jóvenes se establecen con un enfoque integral y no asistencial. 
Promueve los mecanismos de fiscalización de la calidad de los diversos centros e instituciones 
educativas y procura un sistema de acreditación de estándares mínimos en la formación y 
calificación profesional. Sobre la participación ciudadana, adquiere importancia, meramente en 
materia deportiva, no del trabajo legislativo.

25

Marina
El formato del programa de trabajo no es claro (desde la Gaceta Parlamentaria). Los objetivos de 
esta comisión centran las bases jurídicas para la reactivación y desarrollo de la marina mercante 
nacional, se procura adecuar el marco jurídico para incentivar la generación de fuentes de empleo 
para los marinos mercantes mexicanos, analizar y actualizar las estadísticas de la marina mercante, 
incluyendo los puertos de México; a partir de los análisis estadísticos, económicos y ambientales, 
entre otros criterios, proponer medidas trascendentes para impulsar el desarrollo de la marina mer-
cante, aplicando también las proyecciones correspondientes a las necesidades de cada puerto; 
evaluar los mecanismos idóneos para financiar el desarrollo de todos los actores económicos que 
integran la marina mercante y el sistema portuario mexicano; evaluar los anteproyectos de progra-
mas y presupuestos en materia marítima y portuaria, así como analizar y participar en los relativos 
a las entidades del sector según corresponda y verificar su adecuada aplicación; evaluar la formula-
ción, así como la ejecución de los diferentes programas de desarrollo del sistema portuario nacional 
y de la marina mercante mexicana asignados a las unidades administrativas de su adscripción, 
derivados del Plan Nacional de Desarrollo de la administración saliente; promover nuevos esque-
mas de ejecución de los programas de desarrollo relacionados a la marina mercante y desarrollo 
portuario para el nuevo Plan Nacional de Desarrollo de la Administración Federal entrante; procurar 
tener una participación y presencia más activa en todo evento relacionado a la industria marítima 
y portuaria, tanto a nivel nacional como a nivel internacional. Además se realizan foros, congresos, 
conferencias y exposiciones en torno a la industria de la marina mercante y portuaria, tanto a nivel 
nacional como internacional. 
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28

Pesca
No se trata el tema de fiscalización, y tampoco se fomenta la participación ciudadana. Sin embargo, 
dentro de los objetivos principales, se busca instrumentar el esquema de evaluación y seguimiento 
de la planeación, programación y presupuestación de los avances y resultados de la actuación del 
Ejecutivo en materia pesquera; analizar y promover la actualización de los instrumentos legislativos 
y administrativos aplicables en materia pesquera; establecer subcomisiones y grupos de trabajo 
de atención emergente a la problemática pesquera, celebrar reuniones periódicas de evaluación 
seguimiento e información sobre las tareas de la comisión, establecer los vínculos de comunicación 
e intercambio de información entre la comisión, el Ejecutivo, la Cámara de Senadores, los congresos 
locales y otras comisiones relacionadas con el sector, difundir periódicamente las acciones 
realizadas por la Comisión de Pesca y sus integrantes relacionadas con el sector. Estos responden al 
propósito de identificar, seleccionar y priorizar los criterios o parámetros que permitan analizar el 
comportamiento del sector, expresado en medidas de avance para la consideración de llevar a cabo 
un seguimiento actualizado y anualizado. 

29

Población, Fronteras y Asuntos Migratorios
El formato contempla la misión y visión del programa de trabajo. La comisión la componen seis 
subcomisiones; y en general se menciona que estás tendrán siempre las puertas abiertas para la 
ciudadanía, para escuchar, atender, dar trámite y solucionar todas aquellas quejas, denuncias y 
demandas que tenga la ciudadanía y se inscriban en esta materia. La Comisión tiene a su cargo 
tareas de dictamen legislativo, de información y de control Evaluatorio, conforme a lo dispuesto por 
el párrafo primero del artículo 93 constitucional, y su competencia se corresponde con las otorgadas 
a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, en este caso a las del Consejo 
Nacional de Población, la Secretaría de Relaciones Exteriores y el Instituto Nacional de Migración, 
aunque por los objetivos y retos de la presente Comisión se debe esperar una interlocución y 
coordinación con muchas otras entidades del Poder Ejecutivo Federal. Por lo que esta Comisión 
sabe, y tiene el propósito de transparentar y hacer pública la información que genere, a través del 
diseño y lanzamiento de un portal electrónico para que el público pueda tener acceso a los planes 
de trabajo, propuestas de ley, puntos de acuerdo, información de las y los diputados, la relación y 
el estado de cada asunto, artículos de opinión, así como todas las acciones e información pertinente 
que pueda ser del interés general.
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Presupuesto y Cuenta Pública
La comisión ha considerado como prioritarios para su agenda de trabajo en el primer periodo de 
sesiones ordinarias del primer año de la LX Legislatura, los siguientes temas: a) Asuntos turnados 
por la Mesa Directiva durante las LIX y LX Legislaturas.  b) Presupuesto de Egresos de la Federación 
para 2007. c) Cuenta de la Hacienda Pública Federal. d) Evaluación del cumplimiento de las 
disposiciones contenidas en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y en el 
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para 2006. Con ello, el programa de trabajo 
tiene como objetivo definir la estrategia para abordar el análisis y la discusión del proyecto de 
Presupuesto de Egresos de la Federación para 2007. Para esto se hace énfasis al seguimiento del 
ejercicio del presupuesto de 2006, así como al grado de avance de los objetivos y metas programados.  
Respecto a la Cuenta Pública, se retoma el análisis de los Informes de Resultados de la Revisión de 
la Cuenta Pública de la Auditoría Superior de la Federación y de los años pendientes de dictamen. 
Finalmente, se propone la evaluación del cumplimiento del ejercicio del presupuesto de 2006, 
con base en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, así como del decreto 
de Presupuesto de Egresos de la Federación. El diseño de las actividades es acorde al control 
Evaluatorio, evaluación del presupuesto y a la transparencia con base en la rendición de cuentas, 
no obstante, cabe mencionar que para cada objetivo hay actividades específicas, las cuales son 
congruentes para el alcance del objetivo. 

34

Reforma Agraria
Establece la evaluación objetivamente de los programas y acciones que el Ejecutivo Federal esté 
llevando a cabo, así como los resultados que de éstos se arrojen, con el propósito de cumplir el 
mandato constitucional de que la Cámara de Diputados sea el órgano de control del Ejecutivo, 
y consolidar la transformación de las instituciones públicas del sector agrario, para el desarrollo 
de los habitantes de las comunidades rurales.  La Comisión de Reforma Agraria, en términos del 
artículo 93 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene la responsabilidad 
de evaluar las dependencias del sector agrario en cuanto al cumplimiento del Plan Nacional de 
Desarrollo, en su capítulo agrario, y del Programa Sectorial Agrario, así como la revisión, análisis 
y formulación de las propuestas de presupuesto para el sector. Para ello, se considera: La glosa 
de los informes anuales del Ejecutivo Federal en lo que respecta al capítulo de la política agraria, 
organizar la comparecencia de los titulares de las dependencias y organismos sectoriales; revisar 
la ejecución y resultados de los programas de las dependencias y organismos del sector agrario; 
analizar las necesidades presupuestales del sector agrario y de los requerimientos considerados en la 
iniciativa de Presupuesto de Egresos, y se considera la evaluación de los procesos de regularización 
y ordenamiento de la propiedad de la tierra, para determinar elementos que los agilicen, a fin de 
contribuir a la conclusión de su etapa inicial y llevar un seguimiento y evaluación de la atención a 
los conflictos agrarios, considerados de atención especial.
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Relaciones Exteriores
El formato contiene, misión, visión, metas, objetivos. En este sentido, la Comisión de Relaciones 
Exteriores tiene las siguientes facultades: 1. Tareas de dictamen legislativo, de información y de 
control Evaluatorio conforme a lo dispuesto por el párrafo primero del artículo 93 constitucional, 
y su competencia corresponde en lo general con las otorgadas a las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal (Inciso 3 del artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos). 2. Realizar el estudio del informe a que se refiere el 
primer párrafo del artículo 93 constitucional, según corresponda con los ramos de la Administración 
Pública Federal (Inciso 4 del artículo 45 de la Ley Orgánica del Congreso) 3. Formular un documento 
en el que consten las conclusiones del análisis anterior. En su caso, podrán requerir mayor 
información del ramo, o solicitar la comparecencia de servidores públicos de la dependencia ante 
la propia comisión. (Inciso 5, artículo 45) 4. De acuerdo a su competencia, dará opinión fundada 
a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública con base en los informes que rindan el Poder 
Ejecutivo Federal y las demás entidades fiscalizadas, en los términos del artículo 79, fracción I, 
de la Constitución. Dichas opiniones deberán ser enviadas a más tardar sesenta días después de 
la recepción de los informes. La opinión tiene por objeto hacer aportaciones a esa Comisión sobre 
aspectos presupuestales específicos, en relación al cumplimiento de los objetivos de los programas 
del correspondiente ramo de la Administración Pública Federal, y para que sean considerados 
en la revisión de la Cuenta Pública. (Inciso 5, art. 45). En cuanto a la rendición de cuentas y en 
coordinación con las Comisiones de Relaciones Exteriores del Senado de la República, se elaboran 
libros blancos que contengan objetivos, acciones y estrategias para la práctica institucional de la 
diplomacia parlamentaria multilateral y bilateral. Se establecen e implementan una metodología 
de trabajo para la preparación previa de las delegaciones y apoyo técnico durante la celebración de 
encuentros parlamentarios. Organizar encuentros periódicos y temáticos con legisladores claves de 
los países estratégicos que ya cuentan con el mecanismo de reuniones interparlamentarias.
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Salud
La Comisión de Salud tiene a su cargo tareas del dictamen legislativo; Información y Control Evaluatorio. 
Por lo que se valora, si cumple con lo dispuesto por el párrafo primero del artículo 93 constitucional 
y su competencia se corresponde en lo general con las otorgadas a las dependencias y entidades de 
la Administración Pública Federal. Para ello, la Comisión podrá establecer subcomisiones o grupos de 
trabajo para el cumplimiento de sus tareas. En la constitución de las subcomisiones se buscará reflejar 
la pluralidad de los grupos parlamentarios representados en la comisión. 
                                                                            
De acuerdo a la Ley de la Fiscalización Superior de la Federación. Fracción I. Fiscalizar en forma 
posterior los ingresos y egresos; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los 
Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, así como el cumplimiento de los objetivos 
contenidos en los programas federales, a través de los informes que se rendirán en los términos que 
disponga la ley. También fiscalizará los recursos federales que ejerzan las autoridades federativas, 
los municipios y los particulares. La Comisión de Salud de acuerdo a su competencia, dará opinión 
fundada a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con base en los informes que rindan el 
Poder Ejecutivo Federal y las demás entidades fiscalizadas, en los términos del artículo 79, fracción 
I, de la Constitución.  Dichas opiniones deberán ser enviadas a más tardar 60 días después de 
la recepción de los informes. La opinión fundada tendrá como objetivo hacer aportaciones de la 
comisión sobre aspectos presupuestales específicos, en relación con el cumplimiento de los objetivos 
de los programas del correspondiente ramo de la Administración Pública Federal y para que sean 
consideradas en la revisión de la Cuenta Pública. Además se contempla la realización de foros, 
talleres y exposiciones.                 

38

Seguridad Pública
Se mantiene el formato de misión, visión, objetivos generales y objetivos específicos. En lo 
concerniente a la fiscalización, la Subcomisión de Análisis Económico, del Presupuesto y de 
Fiscalización toma en cuenta lo siguiente: reuniones con las Comisiones de Hacienda y Crédito 
Público, y de Presupuesto y Cuenta Pública, también con autoridades de las Entidades Federativas y 
del Distrito Federal para conocer sus necesidades financieras, con miras a la discusión presupuestal, 
la fiscalización de recursos públicos federales destinados a la seguridad pública, reformas a la Ley 
de Coordinación Fiscal, mecanismos para la asignación de recursos a municipios. Por otra parte, se 
considera el diseño y actualización permanente de la página web de la Comisión con la finalidad 
de informar a la ciudadanía de las actividades de la Comisión que, pudieran ser de su interés, 
así como de otros indicadores exigidos por la normatividad en materia de transparencia que rige 
la vida del Poder Legislativo, como pueden ser los siguientes: Avisos, convocatorias, actividades 
y declaraciones a medios de comunicación de las diputadas y diputados integrantes de esta 
Comisión; Información legislativa: programas de trabajo, informes de actividades, actas, directorio 
de integrantes, etc.; Publicación de listados de los asuntos, aprobados y pendientes, turnados a 
la Comisión; Dictámenes aprobados por la Comisión y su estado dentro del proceso legislativo; 
Buzón de contacto con la ciudadanía para recibir comentarios y sugerencias; Fotografías, y otra 
información de interés; También se tiene el objetivo de promover la realización de publicaciones; 
Realización de eventos: conferencias magistrales, foros y seminarios. 
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Seguridad Social
El programa de trabajo se expone desde la Gaceta Parlamentaria, el cual es nombrado Programa 
de Actividades. En este se mantiene la misión, visión, objetivos generales y objetivos específicos 
a llevar a cabo. Referente a la evaluación tiene como objetivos: Dictaminar los asuntos turnados a 
la comisión, así como revisar y promover el refuerzo del marco jurídico en materia de seguridad 
social; Procurar la inclusión de los sectores involucrados en la discusión y análisis de los proyectos 
de reforma, de manera que se privilegien el diálogo y el consenso; Analizar la problemática del 
sistema de seguridad social de la nación y de los institutos encargados de proveerla, así como 
proponer reformas con base en las características, ventajas y desventajas para los trabajadores 
y derechohabientes; Estudiar y comparar la legislación de otros países relativos a la seguridad 
social; Vigilar la actuación del Ejecutivo Federal en la materia; Promover acciones para fortalecer 
las instituciones de seguridad social y proponer medidas para que rindan un informe semestral 
de su estado financiero y sus avances; Fortalecer las tareas de gestión de la comisión mediante la 
promoción de mecanismos para la obtención de posiciones y propuestas de los actores sociales sobre 
la situación del sistema de seguridad social. Dentro de sus líneas de acción de control encontramos 
que; Analizar el Informe de Gobierno de la Presidencia de la República y emitir opinión de la 
Cuenta Pública Federal en materia de seguridad social y del Informe del Resultado; Dictar medidas 
que permitan la vigilancia permanente del presupuesto aprobado en materia de seguridad social 
para garantizar su estricta aplicación y evitar desvíos y subejercicios; Analizar los informes que 
envíe la Comisión Nacional de los Sistemas de Ahorro para el Retiro y el Consejo Técnico del IMSS, 
solicitando el apoyo del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados, 
además de establecer reuniones de trabajo con los directores generales y funcionarios de las 
instituciones para profundizar en el análisis; evaluar el Plan Nacional de Desarrollo y la aplicación 
de los programas de seguridad social; Dejar constancia documental de los análisis realizados 
por la comisión, así como solicitar asesoría externa en temas de relevancia para los institutos y 
demás actores relacionados con el sistema de seguridad social. En cuanto a la participación se 
realizan mesas de análisis con la participación de legisladores, representantes de los trabajadores, 
organizaciones civiles, académicos e investigadores. Formar un grupo de alto nivel formado por 
legisladores, funcionarios federales, representantes de los trabajadores y especialistas en seguridad 
social, con la finalidad de estudiar a fondo la problemática del sector y presentar en consecuencia 
proyectos de reforma que la resuelvan integralmente.

43

Vigilancia de la Auditoria Superior de la Federación
Se mencionan la misión, visión, objetivos generales, objetivos particulares y la conceptualización 
de los temas a tratar. Sí se valora de forma clara sobre el manejo de los temas referentes a la 
fiscalización y rendición de cuentas, con base en los artículos de la Constitución de los Estados 
Unidos Mexicanos, y la alineación con la Ley Orgánica del Congreso; de tal forma que establece 
los criterios para la medición de las metas de programas de la federación. Además dentro de los 
objetivos se establece observar las normas, principios y lineamientos para el cumplimiento de las 
funciones de coordinación, evaluación y enlace con la ASF que se tienen asignadas, y, garantizar 
que la revisión de la Cuenta Pública se lleve a cabo de conformidad con los principios que establece 
la Ley y se fomente el uso adecuado de los recursos públicos. También se propone analizar y 
promover mecanismos para la participación ciudadana y las relaciones de la ciudadanía con los 
entes de fiscalización federal y estatal. 
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44

Vivienda
Mantiene el formato de Misión, Visión, Objetivos, sin embargo, se aborda someramente. Esta 
Comisión tiene como objetivos: 1) Realizar tareas de dictamen legislativo, de información y de 
control Evaluatorio conforme a lo dispuesto por el párrafo primero del artículo 93 constitucional, y 
su competencia se corresponde en lo general con las otorgadas a las dependencias y entidades de 
la APF. 2) Revisar las iniciativas que se presenten al pleno de la Cámara de Dip. Que tengan como 
fin modificar el marco jurídico federal en materia de vivienda.  Además dentro de las propuestas 
del plan de trabajo se busca: a) Impulsar un incremento sustancial en el presupuesto en materia 
para el ejercicio fiscal de 2008, para cumplir con el mandato constitucional del derecho a acceder 
a una vivienda digna y decorosa; b) Exhortar a las dependencias y organismos federales de 
vivienda, a que formulen e integren un mayor número de programas que coadyuven al gasto del 
100% del presupuesto asignado para el ejercicio 2008; c) Realizar labores de gestión social ante 
las dependencias y organismos de vivienda, a fin de asesorar a todo aquel ciudadano que así 
lo requiera; d) Realizar Reuniones de Trabajo con los funcionarios de los Institutos y organismos 
de Vivienda de los ámbitos de Gobierno Federal y estatal; e) Concluir con el rezago legislativo 
buscando dictaminar los asuntos que han estado pendientes en la Comisión, sin dejar de dictaminar 
las iniciativas presentadas en la actual Legislatura; f) Realizar foros en materia de vivienda a fin de 
conocer propuestas legislativas viables para mejorar el marco jurídico vigente, g) Participar en los 
Foros Regionales Parlamentarios para Hábitat, y h) Organizar y mantener un archivo de todos los 
asuntos que les sean turnados a la siguiente Legislatura.

Fuente: Página oficial de la Cámara de Diputados, http: //www.cddhcu.gob.mx/, en comisiones ordinarias, del 1 al 6 de 
julio de 2009.

	 Elaboración Propia.
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